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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-010096-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-08-12
	MULTA POR POLARIZADO, CONDICIONES  Y DESEMPAÑADOR DE PARABRISAS DE AUTOMÓVILES

-Artículo 134 inciso c) y artículos 32 de la Ley de Tránsito con Vías Terrestres, Ley número 7331.

Se cuestiona el monto de la multa por la falta de “parabrisas delantero como el trasero deben estar provistos de una transparencia o polarización de fábrica, que permita la visibilidad de adentro hacia fuera y viceversa del ciento por ciento (100%). El parabrisas delantero debe contar con un desempañador por ventilación y este debe ser accionado desde el panel de control del vehículo. Asimismo, debe estar construido con una sustancia de seguridad que al romperse se desmorone y no deje trozos cortantes; lo anterior, siempre que sea tecnológicamente posible constatar dicha situación sin afectar el vehículo. El parabrisas trasero debe contar con un desempañador por calor en buen estado de funcionamiento. Se prohíbe totalmente el uso de tintas, pinturas, materiales opacos, plástico de polarizado, en cualquiera de los parabrisas”.

	12-010106-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-08-12
	PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA IMPUESTAS AL CONDUCTOR DE UN VEHÍCULO

-Artículo 133 inciso e) en relación con el artículo 71 bis, y 71 TER de la Ley de Tránsito por Vías Terrestre, Ley número 7331.

Se cuestiona el rebajo de puntos de la licencia que se le hace al conductor de un vehículo que no cumpla con las disposiciones contenidas en la ley. Se acusa que las faltas son atribuibles al dueño del automotor; no obstante, se sanciona al chofer con la pérdida de puntos.

	12-010111-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-08-12
	SANCIONES IMPUESTAS EN LEY DE LICORES

-Artículo 29 párrafo segundo de la Ley de Licores. 
-Artículo 9 incisos a), c), g) i) y párrafo último del Reglamento General de Patentes Comerciales y similares de la Municipalidad de Oreamuno.

Las normas sancionan a los dueños de los negocios que incumplen con las disposiciones legales en sus negocios, incluso, con el cierre del local comercial. En el caso concreto se acusa que se sancionó por no respetar la hora de cierre y por tener máquinas de juego en el lugar.

	12-010150-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-08-12
	MULTAS DE TRÁNSITO POR IRRESPETO A SEÑALES FIJAS, VERTICALES Y DEMARCACIONES

-Artículo 131 inciso b), en relación con los artículos 79 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres, Ley de Tránsito No. 7331.

Las normas impugnadas sancionan al conductor que irrespete las señales fijas de velocidad, las señales verticales y demarcaciones en vías públicas y se acusa que las multas son desproporcionadas e irrazonables.

	12-010172-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	03-08-12
	REQUISITO DE INCORPORACIÓN AL COLEGIO DE OPTOMETRISTAS
 
-Acto Administrativo de la Junta Directiva del Colegio de Optometristas. Acuerdo COCR-066-12.

El acto impugna dispone que no se permite la incorporación al Colegio de Optometristas a quienes cuenten con el grado de bachiller, lo que a juicio de la accionante no es precisamente lo que establece la ley.

	12-010110-0007-CO

Consulta Judicial

	01-08-12
	SE CONSIDERA QUE NORMA SOBRE EL COBRO DE DAÑOS EN PROCESOS DE DIVORCIO, ES CONTRARIA A LA CONSTITUCIÓN Y AL DERECHO CONVENCIONAL

-Artículo 48 bis del Código de Familia.

La norma establece que “De disolverse el vínculo matrimonial, con base en alguna de las causales establecidas en los incisos 2), 3) y 4) del artículo 48 de este Código, el cónyuge inocente podrá pedir, conjuntamente con la acción de separación o de divorcio, daños y perjuicios de conformidad con el artículo 1045 del Código Civil”. A juicio del juez consultante, el hecho de que sólo en tres causales se establezca la posibilidad de cobrar daños, lesiona el derecho de reparación de daños de manera pronta, eficaz y sin denegación, previsto en el artículo 41 de la Constitución Política, así como al artículo 7 inciso g) numeral 1 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

	12-010286-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-08-12
	SANCIONES EN COLEGIO DE INGENIEROS Y ARQUITECTOS

-Artículos 8 y 52 de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Arquitectos e Ingenieros y otros.

Se impugna sanción impuesta a profesional, con base en las normas impugnadas. Se alega falta al debido proceso y falta de fundamentación de la resolución en donde se imponen seis meses de suspensión.

	12-010328-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-08-12
	SANCIONES POR CIERRE DE VÍA

-Artículos 126, 133 inciso LL), 131 y 79 inciso a)

Se cuestiona el monto de la multa  en los casos de cierre de vías y otras conductas. Se acusa que la multa es desproporcionada e irrazonable. 

	12-010369-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-08-12
	SANCIONES POR MOROSIDAD IMPUESTAS A PERSONAS JURÍDICAS

-Ley de Personas Jurídicas. No. 9024 del 22-12-2011

Se acusa que la Ley impugnada sanciona a las personas jurídicas que no han pagado el impuesto, de manera que no pueden sacar certificaciones por estar morosas.

	12-010451-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-08-12
	PENSIÓN ALIMENTARIA DESPUÉS DE LOS 18 AÑOS PARA HIJOS INCAPACES

-Artículo 173 inciso 6) del Código de Familia

No existirá obligación de proporcionar alimentos: Cuando los alimentarios hayan alcanzado su mayoridad, salvo que no hayan terminado los estudios para adquirir una profesión u oficio, mientras no sobrepasen los veinticinco años de edad y obtengan buenos rendimientos con una carga académica razonable. Estos requisitos deberán probarse al interponer la demanda, aportando la información sobre la carga y el rendimiento académicos. A juicio del accionante la norma crea desigualdad entre los hijos capaces e incapaces, mayores de 18 años que necesitan alimentos en tanto no pueden valerse por si mismos.

	12-010476-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	09-08-12
	SE CUESTIONA OCUPACIÓN DE INSTALACIONES DEL LICEO DE COSTA RICA POR PARTE DEL MOPT

-Artículo 1 de la Ley No. 5570 del 30 de agosto de 1974.

La norma se cuestiona señala que: “al trasladarse los talleres y demás instalaciones al Ministerio de Obras Públicas y Transportes a sus nuevas instalaciones, traspásese el Liceo de Costa Rica (Diurno), representado por su Junta Administrativa, la manzana ubicada al Sur del edificio del Oeste, con sus edificaciones,  destinadas a ampliar la planta física de dicho Colegio” . Se acusa que en más de 30 años el MOPT ocupa instalaciones del Liceo de Costa Rica, por lo que solicita que se ordene su desalojo del inmueble, por lesionar, a su juicio, varios derechos fundamentales.

	12-010499-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-08-12
	SANCIÓN POR OBSTRUCCIÓN DE VÍAS PÚBLICAS

-Artículo 133 inciso  LL) en relación con el artículo 26 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres.

Sanción por obstruir vías públicas, en razón de que se parqueó en forma parcial a la entrada de un garaje. Acusa que la sanción impuesta es desproporcionada e irrazonable.

	12-010511-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-08-12
	MEDIDAS DE SEGURIDAD  IMPUESTAS A PERSONAS POR SU ELECCIÓN SEXUAL

-Artículos 98 inciso 6) y 102 inciso e) del Código Penal
Las normas señalan que: “Obligatoriamente el Juez impondrá la correspondiente medida de seguridad: 6) Cuando la prostitución, el homosexualismo, la toxicomanía o el alcoholismo son habituales y han determinado la conducta delictiva del reo”.
“Las medidas de seguridad se aplicarán así:  e) La prohibición de frecuentar determinados lugares es medida de prevención especial y se impondrá al condenado por delito cometido bajo la influencia del alcohol o de drogas enervantes, del homosexualismo o la prostitución”. 
Se acusa que el homosexualismo se determina en la norma como una enfermedad mental y no como una elección sexual. Por lo anterior, se sujeta a las personas a una medida de seguridad.

	12-010536-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-08-12
	SANCIÓN AL CONDUCTOR DE SERVICIO PÚBLICO POR NO RESPETAR PARADAS

-Artículo 131 inciso f) de la Ley de Tránsito

La norma sanciona “al conductor de servicio de transporte público que les permita a los pasajeros subir o bajar en lugares no autorizados, o que no utilice las bahías destinadas a tal fin, en aquellos lugares en que existan, siempre que con ello provoque atraso en el fluido vehicular o genere riesgo para los transportados”. Se acusa que la norma no es precisa y tiene una redacción ambigua. Además, se cuestiona el monto de la multa, la que se considera desproporcionada e irrazonable.

	12-10619-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	14-08-12
	PARTICIPACIÓN DE UN JUEZ EN DIFERENTES ETAPAS DEL PROCESO PENAL

-Artículo 465 párrafo final del Código Procesal Penal.

Se acusa que la norma y la interpretación que se hace de ella, en cuanto a no respetar la identidad entre los jueces que participan de la vista oral y los jueces que resuelven el mismo proceso, si durante la vista no se produce prueba o la defensa no cumple sus alegatos, va en contra del derecho de defensa del imputado.  Solicita que la integración de los tribunales que realicen una vista oral dentro de un proceso penal, deberá ser la misma, que resuelva la impugnación mediante resolución final. 



	12-10694-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	15-08-12
	REGLAMENTO PARA REGULAR LA FUNCIÓN DE LAS Y LOS INTÉRPRETES, TRADUCTORES, PERITOS Y EJECUTORES DEL PODER JUDICIAL

-Artículo 7 inciso g) del Reglamento para Regular la Función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores del Poder Judicial. Acuerdo de Corte Plena de sesión 10-12, artículo XL, del 12 de marzo del 2012.

La norma impugnada impone como requisito para ser inscrito como perito o perita es necesario presentar en la Sección de Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva, lo siguiente: g) Declaración jurada en la que haga constar que no trabaja para ninguna institución del Estado. A juicio del accionante ese requisito no es admisible porque el peritaje lo pagan las partes involucradas en el proceso, no el Estado.

	12-10695-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	15-08-12
	BASE PARA REMATE

-Artículo 21.3 párrafo 1) de la Ley de Cobro Judicial No. 7135.

La norma señala que en la base del remate “La suma pactada por las partes servirá como base para el remate. En defecto de convenio, a elección del ejecutante, servirá de base el monto que se determine mediante avalúo pericial o el valor registrado, cuando los bienes tengan asignado un valor tributario o fiscal actualizado en los últimos dos años. En los demás casos se procederá al avalúo, el cual será realizado por expertos de la lista oficial, salvo el caso de inopia absoluta o relativa. Si los bienes por subastar soportan gravámenes, la base siempre será la establecida para la garantía de grado preferente vencida. En las ejecuciones sobre bienes sujetos a concurso, la base siempre se establecerá mediante avalúo pericial”. El accionante considera que se debe agregar al texto que si bien la suma pactada por las partes servirá de base para el remate, con excepción de las obligaciones pactadas con pagos parciales o amortización de capital, en cuyo caso servirá de base para el remate, la liquidación que presente el acreedor sobre el saldo adeudado de capital más lo intereses que se adeuden a la fecha de la ejecución.

	12-10783-0007-CO
Consulta Judicial
	17-08-12
	EXCEPCIÓN CONTRA LEGEM, 

QUE DESAPLICA NORMA CONSTITUCIONAL 

-Artículos 120 inciso 4) y 31 inciso 1) del Código Procesal Contencioso Administrativo.

Las normas señalan que “si, en la fase oral y pública, se determina que existe una falta de agotamiento de la vía administrativa, se tendrá por subsanado el defecto” y que “el agotamiento de la vía administrativa será facultativo, salvo para lo dispuesto en los artículos 173 y 182 de la Constitución Política”. 

Se consultan los artículos señalados, en cuanto se considera que introducen una derogatoria singular de las normas constitucionales, tomando en cuenta que el agotamiento de la vía administrativa, para los supuestos ahí contemplados, es preceptivo, sin excepción alguna.

	12-10927-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	21-08-12
	MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA

-Artículos 130 inciso b) y 139 d) de la Ley de Tránsito.

Se acusa que la multa por conducir sin licencia es irrazonable y desproporcionada.

	12-10882-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-08-12
	LIMITACIONES PARA INSCRIPCIÓN Y PORTACIÓN DE ARMAS

-Modificación a la Directriz No. 1. Emitida el 13 de febrero del 2012 por el Viceministro de Seguridad Pública. 

La directriz deniega la inscripción y portacion de armas de fuego a personas con antecedentes penales o policiales, por los delitos contra la propiedad, violencia doméstica, delitos contra la vida, delitos contra la libertad e Infracción a la Ley contra Estupefacientes. Señala que la frase “o policiales”, lesionan el principio de inocencia.

	12-10877-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-08-12
	MULTA POR NO RESPETAR LÍMITES DE VELOCIDAD Y SEÑALES FIJAS

-Artículos 131 inciso b) y 116 de la Ley de Tránsito.

Las normas se impugnan, en tanto se multa a los conductores que no respeten los límites de velocidad y las señales fijas. Considera el recurrente que la multa es desproporcionada e irrazonable.

	12-10868-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-08-12
	PENA DE CÁRCEL POR INFLUENCIA EN CONTRA DE LA HACIENDA PÚBLICA

-Artículo 57 de la Ley de Enriquecimiento Ilícito

La norma señala que “serán penados con prisión de dos a ocho años, el funcionario público y los demás sujetos equiparados que, al intervenir en razón de su cargo, influyan, dirijan o condicionen, en cualquier forma, para que se produzca un resultado determinado, lesivo a los intereses patrimoniales de la Hacienda Pública o al interés público, o se utilice cualquier maniobra o artificio tendiente a ese fin.” Se acusa que norma no es precisa ni clara.

	12-10863-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-08-12
	SESIONES SECRETAS EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA

-Artículo 191 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 

La norma señala que “el informe de la comisión y los respectivos documentos se leerán en sesión secreta en presencia del acusado, invitado al efecto.   Después de la lectura se concederá la palabra  al  acusado,  si  concurriere,  para  que  exponga,  si  lo  desea,  lo  que  juzgue conveniente a su defensa; se retirará en seguida y la Asamblea, después de haber deliberado, procederá a declarar por los dos tercios de votos del total de sus miembros, si hay o no lugar a formación de causa contra el funcionario.  En caso afirmativo, lo pondrá a disposición de la Corte Suprema de Justicia, para que sea juzgado conforme con derecho, con lo cual quedará suspendido en el ejercicio de sus funciones”.  

Se cuestiona únicamente la declaración de secreta de la sesión, en donde se lee el informe de la comisión, que abre la causa contra un funcionario.

	12-10996-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-08-12
	MULTA DE TRÁNSITO

-Artículo 133 inciso ll) en relación con el 126 de la Ley deTránsito

Las normas señalan que se impondrá una multa a la persona que de un uso indebido a la vía u otros usos diferentes a la de circulación. En el caso concreto, se impuso la multa por mal estacionamiento. Considera la que multa que se impone es desproporcionada e irrazonable.

	12-11019-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-08-12
	MULTA POR RESTRICCIÓN VEHICULAR Y USO EXCESIVO DE LA BOCINA

-Artículos 133 inciso i) y 136 inciso g) de la Ley de Tránsito

Las normas imponen multas por no respetar la restricción vehicular y por el exceso de uso de la bocina automotriz. Considera que las multas son excesivas e irrazonables. 

	12-11095-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	23-08-12
	REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA

Se cuestiona la normativa de la Ley de Tránsito (no se especifican artículos)  que descuenta puntos de la licencia a los choferes, los cuales, no tienen ingerencia en el mantenimiento que den a las unidades los concesionarios. Alega que les ocasiona serios perjuicios.

	12-11104-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	23-08-12
	MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD

-Artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad, concretamente por el viraje a la izquierda. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables.

	12-11158-0007-CO
Consulta Legislativa
	24-08-12
	ACUERDO CON AUSTRALIA SOBRE INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA

Aprobación del acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Australia sobre el intercambio de información, en materia tributaria. Expediente Legislativo número 18.288

	12-11312-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-08-12
	COBRO DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA

-Norma General contenida en el Oficio DGT-1446-06 de la Dirección General de Tributación Directa del 24 de octubre del 2006, que define por un acto administrativo el elemento del tributo de “habitualidad”.

-Jurisprudencia del Tribunal Fiscal Administrativo, contenida en las sentencias administrativas número 426-98-P DEL 05-10-1998, 20-04-P del 01 de marzo del 2004 y 528-07-P del 13 de diciembre del 2007.

Se califica la venta de un inmueble como una actividad habitual, para gravarlo con el Impuesto sobre la Renta.

	12-11335-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	29-08-12
	NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADOS SUPLENTES

-Reglamento para el nombramiento de Magistrados y Magistrados Suplentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el Boletín No. 56 del 19 de marzo del 2012. 

Se acusa que el Reglamento impugnado no es de organización, desarrolla una norma constitucional, para lo cual la Corte Suprema de Justicia no está legitimada, exige más requisitos que los establecidos por la Constitución misma para participar en el concurso, entre otras. 

	12-11370-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	29-08-12
	CÁLCULO Y REAJUSTES DE PENSIONES DE LA CCSS

-Artículos 23 al 26 y 28 del Reglamento de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Se acusa que el cálculo y ajustes de las pensiones son sumamente bajos y señalan los accionantes que debería mantenerse al menos la pensión equiparada con los salarios actuales, pues los adultos mayores, necesitan mucho más recursos para vivir.

	12-11420-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-08-12
	EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN EN TÍTULOS EJECUTIVOS A FAVOR DEL IMAS

-Artículo 16 de la Ley de Creación del Instituto Mixto de Ayuda Social y sus reformas.  No. 4760
La norma impugnada señala: “La contribución establecida en el inciso a) del artículo 14 que no sea pagada en el plazo que se fije en el Reglamento, lo cobrará el IMAS por la vía ejecutiva. Las cuotas no pagadas tendrán un recargo del 2% mensual, el cual no excederá del 24% del total adeudado. Las certificaciones que expida el IMAS, por medio del departamento respectivo, constituirán título ejecutivo sobre el cual sólo podrá oponerse la excepción de pago.” Se acusa que no se permite plantear la excepción de prescripción.

	12-11423-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-08-12
	OMISIÓN EN MATERIA AMBIENTAL EN LA LEY DE CONCESIONES

-Artículos 1 y 5 de la ley denominada: Modificación a varios artículos de la Ley No. 7744. Concesión y Operación de Marinas Turísticas. No. 8969

Las normas regulan lo relativo a las áreas de concesión y los trámites ante la Comisión Interinstitucional de Marinas y Atracaderos Turísticos CIMAT. Se acusa que en la normativa impugnada se omite proteger humedales y otros ecosistemas vulnerables, así como varias categorías de manejo ASP, dentro de las prohibiciones para otorgar concesiones y no se contempla la evaluación de impacto ambiental completa, violando con ello varios principios y convenios internacionales.

	12-11459-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	31-08-12
	PARTES IMPERSONALES

-Reglamento de las condiciones técnicas y de uso de los equipos de registro y detección de infracciones a la Ley de Tránsito vigente por medio de imágenes. Decreto Ejecutivo No. 36724-MOPT
-Artículo 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito

Se acusa que las reglas no están claras en la sanción de partes por cámaras, se permite la sanción al propietario registral, aún cuando no conduzca el vehículo, no establecen la impugnación en vía judicial y las sanciones previstas, considera que son desproporcionadas e irrazonables.

	12-11494-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	31-08-12
	RESTRICCIONES LEGALES AL FUMADO

-Ley General de Control del Tabaco y sus efectos nocivos en la Salud. No. 9028

Se considera que la prohibición de fumado aplicada sin ningún tamiz, no es idónea, es desproporcionada irrazonable.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	12-007735-0007-CO

Voto 2012-10566
	07-08-12
	A las once horas. Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo primero del articulo 242 de la Ley General de Aduanas. Acumúlese esta acción a la que se tramita en expediente número 12-003454-0007-CO.



	12-007733-0007-CO

Voto 2012-10567
	07-08-12
	A las once horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 242 de la Ley General de Aduanas. Ley 7557 y sus reformas. Acumúlese esta acción a la que se tramita en expediente número 12-003454-0007-CO.



	12-004488-0007-CO

Voto 2012-10568
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 15 párrafo 3 del Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre interpretación o ejecución y fonogramas y artículo 16.1 de la Convención de Roma, sobre la protección de los artistas interpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad



	12-007321-0007-CO

Voto 2012-10569
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 03, 06, 07 Y 08 De La Ley Indígena, Ley Nº 6172 Y El Decreto Ejecutivo Nº 29956-g Director Del 
Departamento De Topografía Del Instituto De Desarrollo Agrario, 
Director Ejecutivo Del Sistema Nacional De Áreas De Conservación Del 
Ministerio de Ambiente, energía y Telecomunicaciones. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.



	11-007738-0007-CO

Voto 2012-10570
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo No 35883-Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones Del 5 De Abril De 2010. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.



	12-000798-0007-CO

Voto 2012-10571
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 26 De La Ley De Presupuesto Nº 7018 De 20 De Diciembre De 1986 Creación Reserva Forestal Río Pacuare. Se rechaza de plano la acción.



	12-002432-0007-CO

Voto 2012-10572
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 1402 Del Código Civil. Se rechaza de plano la acción.



	12-004546-0007-CO

Voto 2012-10574
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 175, 176 del Reglamento a la Ley de Protección al Consumidor, Decretos 35548-MEIC y 36234-MEIC; así como, la interpretación y aplicación que hacen de dichos artículos el Ministerio de Economía, Industria y Comercio. Se rechaza de plano la acción.



	12-005694-0007-CO

Voto 2012-10575
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto a Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción.



	12-006745-0007-CO

Voto 2012-10576
	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1.c del Decreto Ejecutivo Nº 36867-MTSS del 08 de noviembre de 2011 “Fijación de Salarios Mínimos para el Sector Privado que regirán a partir del 01 de enero de 2012”. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Cruz Castro ponen nota.



	12-008295-0007-CO

Voto 2012-10579

	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto a Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción en cuanto al alegato de violación al artículo 45 de la Constitución Política. En cuanto a la violación al principio de caja única, désele curso a la acción.



	12-008904-0007-CO

Voto 2012-10585


	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto 35312-MAG-S-MINISTERIO DE AMBIENTE, ENERGÍA Y TELECOMUNICACIONES-MEIC. Se rechaza de plano la acción.



	12-009010-0007-CO

Voto 2012-10587


	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo l0 Y 40 De La Ley 7531 Ley de Pensiones Del Magisterio. Se rechaza de plano la acción.



	12-009411-0007-CO

Voto 2012-10592


	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 4 Normativa De Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de seguro Social. Se rechaza de plano la acción.



	12-009425-0007-CO

Voto 2012-10593


	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 4 Normativa De Relaciones Laborales De La Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción



	12-009753-0007-CO

Voto 2012-10608


	08-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 62 párrafo segundo del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho del Colegio de Abogados de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.



	11-005826-0007-CO

Voto 2012-10658


	08-08-12
	A  las  dieciséis   horas  con  treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra -artículo   34   del   Reglamento   de   Seguro   de   Salud.   Se   declara parcialmente  con  lugar  la  acción.  En  consecuencia  se  anula  por inconstitucional  la  siguiente  frase  del  artículo  34  del  Reglamento  de Seguro  de  Salud  de  la  Caja  Costarricense  de  Seguro  Social,  emitido  por la  Junta  Directiva  de  esa  institución  en  la  Sesión  No.  7082  de  3  de diciembre  de  1996  "(...)  Los  subsidios  por  incapacidad  se  pagarán hasta  por  un  máximo  de  52  semanas.  No  obstante,  si  el  asegurado  ha cotizado  con  9  cuotas  mensuales  dentro  de  los  12  meses  anteriores  a  la fecha  de  la  incapacidad,  se  podrá  prorrogar  el  pago  de  subsidios  hasta  por  26  semanas  adicionales  en  los  términos  que  establece  el  Reglamento para  el  Otorgamiento  de  Incapacidades  y  Licencias.".  En  lo  demás,  se declara  sin  lugar  la  acción.  Esta  sentencia  tiene  efecto  declarativo  a partir  de  la  anulación  de  la  norma  impugnada,  sin  perjuicio  de derechos   adquiridos  de  buena  fe.  Comuníquese  a  la  Junta  Directiva  de la  Caja  Costarricense  de  Seguro  Social.  Reséñese  este  pronunciamiento en  el  Diario  Oficial  "La  Gaceta"  y  publíquese  íntegramente  en  el Boletín  Judicial.  Notifíquese.  Los  Magistrados  Mora  y  Rueda  salvan  el voto  y  declaran  sin  lugar  la  acción  en  todos  sus  extremos.  La Magistrada  Calzada  y  el  Magistrado  Castillo  ponen  nota.



	09-008924-0007-CO

Voto 2012-10659


	08-08-12
	A  las  dieciséis   horas  con  treinta    un minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad.  Asociación  Costarricense  De La  Judicatura  contra  Artículos  8  Inciso  3),  9  Inciso  7,  191  Inciso  5) De  La  Ley  Orgánica  Del  Poder  Judicial  Y  98  Inciso  5  Del  Código Procesal  Civil.  Se  declara  sin  lugar  la  acción. 



	12-010172-0007-CO

Voto 2012-11020


	14-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo Cocr-066-12 de la Junta Directiva del Colegio de Optometristas, interpretación artículo 7 de la Ley Orgánica del Colegio de Optometristas de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción. 



	12-007709-0007-CO

Voto 2012-10998


	14-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 71 bis incisos d), e) y f) y 71, en relación con las conductas típicas en los artículos 132 inciso f), 133 inciso e) y 134 inciso c) de la Ley de Transito por Vías Públicas y Terrestres.  Se deniega el trámite a esta acción. 



	12-009437-0007-CO

Voto 2012-11003


	14-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 274 Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción. 



	11-012442-0007-CO

Voto 2012-10986


	14-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 18 Inciso C Del Reglamento De Invalidez, Vejez Y Muerte De La Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara sin lugar la acción. 



	12-002827-0007-CO

Voto 2012-10988
	14-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia De Los Tribunales Encargados De Resolver Recursos De Revisión De Sentencias De La Sala Tercera Y Los Tribunales De Casación Penal. Se rechaza de plano la acción. 



	10-017510-0007-CO

Voto 2012-10985
	14-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional del artículo 161 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, en su versión reformada y vigente hasta el 28 de febrero de 2008 con las siguientes frases “las vacaciones compensadas y las vacaciones disfrutadas,”. Es constitucional en cuanto dispone: “. . .todas las sumas pagadas al extrabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos, (...) auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos y prácticas del Instituto, como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de primas de Seguro de Vida y Accidentes, Beneficios Médicos, Subsidios para Estudios y otros” y “A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Protección al Trabajador No. 7983, el Instituto continuará respetando los derechos adquiridos en cuanto a los años ya acumulados de cesantía, en la antigüedad y forma de cálculo establecida en esta Convención”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia en que comenzó a regir la reforma de la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 
El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El magistrado Jinesta Lobo rechaza de plano la acción y da razones diferentes. 



	10-010380-0007-CO

Voto 2012-11063
	14-08-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Numeral.2. Vejez. Párrafo Primero, y párrafo segundo, del Artículo 19 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción. 



	11-013664-0007-CO

Voto 2012-11064
	14-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo 34202. Reforma al artículo 70 del Decreto Ejecutivo 31520-ms-mag-mopt-mgsp. Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota. 



	11-007632-0007-CO

Voto 2012-11065
	14-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia de la Sala Segunda en la que se establece la naturaleza salarial de la propina. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Rueda salva el voto y declara con lugar la acción.



	11-001573-0007-CO

Voto 2012-11066
	14-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 62, párrafo primero del Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en derecho Se declara SIN LUGAR la acción. 



	09-008488-0007-CO

Voto 2012-11067
	14-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 4 Del Decreto 23485-j Del 26-7-1994. Estése el accionante a lo dispuesto por esta Sala en la Sentencia No. 8626-2011 de las 14:30 hrs. de 29 de junio de 2011, en cuanto a la violación a los principios de jerarquía de las normas y de reserva de ley. En lo demás, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota.


	12-000459-0007-CO

Voto 2012-11472
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Ley Orgánica del Banco Popular artículo 2 frase “no estatal” y Ley 7558, artículo 167 inciso c) por introducir en el 47 La frase “a excepción del artículo 4”. Se rechaza de plano la acción. 



	12-001252-0007-CO

Voto 2012-11473
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 47 Del Reglamento Del Sistema De Estudios De Posgrado De La Universidad Estatal A Distancia. Se declara SIN LUGAR la acción.



	12-002168-0007-CO

Voto 2012-11474
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 106 Incisos 2 Y 3 Del Código Penal Y Artículo 110 Del Código Penal, Artículo 62 En Concordancia Con El Artículo 40 Del Código Contencioso Administrativo. Se rechaza de plano la acción. 


	12-002199-0007-CO

Voto 2012-11475
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Inciso Tercero Del Artículo Cuarto De La Ley De La Propina Numero 4946. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-003394-0007-CO

Voto 2012-11476
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Presidente De La Asociación Interclubes, Presidente Del Club Unión contra Artículo 32 Bis Código Comercio. Se rechaza de plano la acción.



	12-006588-0007-CO

Voto 2012-11478
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 132 incisos m) y 134 inciso h), en relación con el artículo 94 de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción. 



	12-007595-0007-CO

Voto 2012-11479
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 71 Bis Incisos D), E) Y E1) De La Ley De Tránsito Número 7371. Se rechaza de plano la acción.



	12-010476-0007-CO

Voto 2012-11491
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 1 Ley 5570 De 30 De Agosto De 1974. Archívese el expediente.



	12-010927-0007-CO

Voto 2012-11504
	22-08-12
	A las quince horas con cinco minutos. 
Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 130 inciso b) y 139 d) de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.



	12-008765-0007-CO

Voto 2012-11506
	22-08-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos, Consulta legislativa Del Artículo Proyecto 18.032 Ley De Tránsito Por Vías Públicas Terrestres Y Seguridad Vial. Se evacua la consulta formulada en los siguientes sentidos: a) el texto del artículo que los consultantes identifican como número 168, pero cuyo texto corresponde al artículo 166 del Proyecto, según versión final emanada de la Comisión de Redacción que consta en el expediente legislativo no infringe los principios constitucionales legalidad y debido proceso. b) el texto del artículo que los consultantes señalan cono número 135, pero cuyo texto corresponde al numeral 133 de la versión del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Redacción, visible en el Expediente legislativo, no lesiona los derechos y principios constitucionales señalados por los consultantes; c) no existe la lesión a los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la pena que acusan los consultantes respecto del texto del proyecto de ley que reforma el artículo 254 bis del Código Penal. La Magistrada Calzada salva el voto y reitera su criterio expuesto en la resolución número 2012—009253 de las catorce horas con treinta minutos del diecisiete de julio de dos doce. El Magistrado Jinesta coincide con la mayoría salvo en lo relativo al artículo 166 del proyecto de ley consultado que estima es inconstitucional. 



	12-003274-0007-CO

Voto 2012-11508
	22-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia De La Sala Tercera Que Interpreta El Transitorio III De La Ley 8837 ‘creación Del Recurso De Apelación De La Sentencia, Otras Reformas Al Régimen De Impugnación E Implementación De Nuevas Reglas De Oralidad En El Proceso Penal”. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Castillo y Rueda salvan el voto y declaran con lugar la acción, con razones diferentes.



	11-0012006-0007-CO

Voto 2012-11872
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo         42 Del Decreto Ejecutivo Número 26935-g De 20 De Abril De 1998. Se rechaza de plano la acción.


	11-0012326-0007-CO

Voto 2012-11873
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres No. 7331 y el Decreto Ejecutivo No. 36724 de 23 de agosto de 2011. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y ordena continuar con el trámite de la acción de inconstitucionalidad.


	11-0014474-0007-CO

Voto 2012-11874
	29-08-12


	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el envío de policías para recibir entrenamiento en la Escuela de Las Américas (WHINSEC), Fort Benning, Columbus, Georgia, Estados Unidos. Se rechaza de plano la acción.


	12-004348-0007-CO

Voto 2012-11875
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 71 Del Reglamento A La Ley De Catastro Nacional. Se rechaza de plano la acción.


	12-004726-0007-CO

Voto 2012-11876
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 109, 110 Y 111 Del Reglamento De Evaluación De Los Aprendizajes 35355-Ministerio de Educación Pública. Se rechaza de plano la acción.


	12-007379-0007-CO

Voto 2012-11878
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad Contra el artículo 2 de la Ley Número 1362 del 08 de octubre de 1951. Ley Orgánica del Consejo Superior de Educación. Se rechaza de plano la acción.


	12-008872-0007-CO

Voto 2012-11879
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra art.71 inciso 5 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada salva el voto y declara que la norma no es inconstitucional, en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase "siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido" del artículo 71 inciso 5) de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, la autorización a la cual se hace alusión para los abogados ahí señalados, se entienda en los mismos términos y requisitos que la exigida para todos los demás abogados que no integran el Sistema Bancario Nacional, de manera que su participación en los remates judiciales sea en igualdad de condiciones.


	12-009062-0007-CO

Voto 2012-11880
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 13 De La Ley 8395 De La Regulación De Servicios De Seguridad Privados Y Su Reglamento. Se rechaza de plano la acción.


	12-009883-0007-CO

Voto 2012-11884
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Interpretación de la Sala Tercera y el Tribunal de Casación, del inciso 3 del artículo 156 del Código Penal, reforma introducida por la Ley contra la Explotación Sexual de Personas Menores de Edad. Se rechaza de plano la acción.


	12-010012-0007-CO

Voto 2012-11885
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 41 Del Código De Familia. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-010010-0007-CO

Voto 2012-11886
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta judicial Juzgado De Familia De Grecia en lo referente a Articulo 48 Bis Del Código De Familia. Exp. 10-000702-0687-fa. No ha lugar a evacuar la consulta.


	12-010111-0007-CO

Voto 2012-11887
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 29 De La Ley De Licores. Se rechaza de plano la acción.


	12-010511-0007-CO

Voto 2012-11901
	29-08-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 98 inciso 6) y 102 inciso e) del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.


	12-006172-0007-CO

Voto 2012-11933
	29-08-12
	A las dieciséis horas con quince minutos. Acción de  inconstitucionalidad contra articulo 242 del código de familia y la ley 7532 del 8 de  agosto 1995.  Se  rechaza  por  el  fondo  la  acción.  Los  Magistrados Armijo,  Jinesta  y  Cruz,  salvan  el  voto  y declaran  con  lugar  el recurso.


	12-002663-0007-CO

Voto 2012-11934
	29-08-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad Contra El Articulo 131 B, De La Ley De Transito. Se rechaza por el fondo la acción


	12-008405-0007-CO

Voto 2012-11935
	29-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestres. Numero 7331. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-006046-0007-CO

Voto 2012-11936
	29-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Inciso B) Del Articulo 131 De La Ley De Transito Por Vías Públicas. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-007050-0007-CO

Voto 2012-11937
	29-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestre. Ley 7331 Del 13 De Abril Del Año 1993 Y Sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.


	12-006823-0007-CO

Voto 2012-11938
	29-08-12
	A las dieciséis horas con treinta y cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 131 Inciso B De La Ley De Transito Por Vías Terrestres. Estése la accionante a lo resuelto en la sentencia N.9203-2012 de las dieciséis horas tres minutos del cuatro de julio del dos mil doce.


	12-005954-0007-CO

Voto 2012-11939
	29-08-12
	A las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 71 Bis Inciso A) 1 Ter Párrafo Y 131 1 ley 7331 (transito). Se declara SIN LUGAR la acción.



	12-007602-0007-CO

Voto 2012-11940
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cuarenta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 30 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas número 7331 del 13 de abril de 1993. Se rechaza por el fondo la acción


	12-008153-0007-CO

Voto 2012-11941
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cuarenta y siete minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 132 De La Ley De Tránsito Por Vías Públicas Terrestres N°7331 Del 13 Abril 1993 Y Su Reforma Parcial Ley N°8696. Se rechaza por el fondo la acción


	12-008928-0007-CO

Voto 2012-11942
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Art.130 Inciso B) De La Ley De Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-008973-0007-CO

Voto 2012-11943
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 133 Inciso E De La Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestres. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-009414-0007-CO

Voto 2012-11944
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito. Se rechaza por el fondo la acción.


	12-010328-0007-CO

Voto 2012-11945
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cincuenta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito Por Vías Terrestres Numero 7331 Del 13 De Abril De 1993. Se rechaza de plano la acción.


	12-010499-0007-CO

Voto 2012-11946
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cincuenta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso 2) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se rechaza de plano la acción.


	12-008037-0007-CO

Voto 2012-11947
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cincuenta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad Contra Articulo 71 Bis Inciso A), 71 Ter Párrafo 1 Y 130 Inciso A) De La Ley No. 7331 Del 13 De Abril De 1993 Y Sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.


	12-009966-0007-CO

Voto 2012-11948
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Inciso 132 Ñ De La Ley De Transito. Se rechaza de plano la acción.


	12-010106-0007-CO

Voto 2012-11949
	29-08-12
	A las dieciséis horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad Contra el artículo 133 inciso e) en relación con el artículo 71 bis, y 71 Ter de la Ley de Tránsito por Vías Terrestre, Ley número 7331. Se rechaza de plano la acción.


	11-012290-0007-CO

Voto 2012-11950
	29-08-12
	A las dieciséis  horas con cincuenta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 150, 150-bis, 131 A-1, 83 Inciso C), 108 Inciso A) Conducción Temeraria B, De La Ley De Transito. En cuanto a lo dispuesto en el artículo 131 inciso a) en relación con los artículos  108 inciso a) y 83 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas, esténse los accionantes a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-3942 de las dieciséis horas veintidós minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce. Con respecto al artículo 150 bis de la Ley de Tránsito, se declara sin lugar la acción en el tanto se interprete que la conducta prevista en el artículo 131 inciso a) se atribuye únicamente al conductor. En cuanto a los artículos 131 inciso b) y 150 de la misma Ley, así como el "Reglamento de las condiciones técnicas y de uso de los equipos de registro y detección de infracciones a la Ley de Tránsito vigente por medio de imágenes", Decreto Ejecutivo número 36.724-MOPT del 23-08-11, se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Guerrero salvan parcialmente el voto y declaran inconstitucional el artículo 150 bis de la Ley de Tránsito. El Magistrado Guerrero pone nota. Notifíquese. 



	12-005292-0007-CO

Voto 2012-11951
	29-08-12
	A las diecisiete horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 46 Del Reglamento A La Ley 7800. Se deniega el trámite a esta acción. 



	12-009172-0007-CO

Voto 2012-11952
	29-08-12
	A las diecisiete horas con seis minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 71 Bis Párrafo Segundo, Específicamente En Cuanto A La Pérdida De Puntos En Licencia De Conducir, En Su Relación Con El Inciso ñ Del Artículo 132 De La Ley De Tránsito 132 De La Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestres. Se deniega el trámite a esta acción.


	12-011158-0007-CO

Voto 2012-12226
	31-09-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Consulta legislativa del proyecto de  "Aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Australia para el Intercambio de Información en Materia Tributaria", expediente legislativo número 18.288. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto de "Aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Australia para el Intercambio de Información en Materia Tributaria", expediente legislativo número 18.288 no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en su trámite legislativo ni en su contenido. Notifíquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-006819-0007-CO
	ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA EL ARTÍCULO 12 Y EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DE DESARROLLO RURAL (IDER) NO.9036

RESOLUCIÓN DE LAS 08:47 DEL 05 DE JULIO DE 2012

Boletín judicial 162, 163, 164 del 23, 24 y 27 de agosto del 2012.
	DISMINUCIÓN DEL PRESPUESTO DEL IFAM


Las normas impugnadas crean fondos para el Instituto de Desarrollo Rural, disminuyendo el presupuesto del IFAM en un 54%. Se acusa que la institución no se le consultó a la hora de aprobar la ley, sobre esta disminución de ingresos.  Las normas se impugnan en cuanto, -según se indica- provocaron una disminución de ingresos en el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, se contravinieron los procesos de formación de leyes de conformidad con el artículo 190 de la Constitución Política, ocasionando un perjuicio económico al Instituto en mención, respecto de la situación en la que se encontraba al momento de su creación. Argumenta que dicho instituto fue creado por Ley 4716, y es una entidad autónoma con carácter de derecho público cuya función primordial es prestarle a las Municipalidades servicios de asistencia financiera, asesoría técnica y de cooperación. Explica que los recursos del IFAM provenían del impuesto sobre el expendio de licores creado mediante la Ley número 10 de 1936, así como del impuesto del 3% sobre la cerveza nacional creado por la Ley 5792 de 1975. Menciona que bajo el expediente legislativo 17218 se inició la creación del Instituto de Desarrollo Rural (INDER), que no es más que la transformación del Instituto de Desarrollo Agrario (IDA) el cual se tramitó y deliberó en la Comisión de Agropecuarios. Que dentro de este expediente, se planteó la obtención de recursos para el referido instituto que en forma directa influyó en la legislación que provee los recursos del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Sostiene que los artículos objetados modificaron este sistema de financiamiento en perjuicio del IFAM puesto que se varió  el impuesto a la cerveza nacional que estaba en un 3% a una tasa de 0,22332 colones por mililitro de alcohol absoluto, y en el caso de la cerveza extranjera que se encontraba con un impuesto a favor del 10% se disminuye en el mismo porcentaje. A cambio al INDER se le favorece con un 0.4 colones por cada mililitro de alcohol. En el caso de los vinos se le favorece al INDER con un 0.2 por mililitro de alcohol absoluto y al IFAM no se le reconoce nada, por lo que la recaudación del impuesto es a favor del INDER y no al IFAM como corresponde. Que esta situación concurre en una disminución de un 54% del presupuesto que superan los dos mil millones de colones, situación que afecta las condiciones económicas del IFAM, lo cual pone en peligro la estabilidad de sus empleados, la condición económica de la institución y la financiación objetiva de sus programas. Afirma que el artículo 190 de la Constitución Política establece la obligación de dar audiencia a las instituciones autónomas que se vayan a ver afectadas por la aprobación de un proyecto. Acusa que en la proceso de aprobación de la Ley que aquí se objeta, nunca hubo comunicación con las autoridades del IFAM, como lo confirma su Junta Directiva en el oficio SG-105 del año 2012. Sostiene que los diputados incurrieron en abuso de poder al aprobar el proyecto sin que mediara la consulta obligatoria sobre los alcances del perjuicio económico que podía generar las reformas legales. Remite el accionante al voto 2000-00640 de esta Sala, en el cual se desarrolla la obligación contenida en el numeral 190 constitucional a la luz de una situación fáctica muy similar a la del presente proceso. Comenta que el legislador, al no buscar recursos para financiar al INDER que no comprometieran los recursos del IFAM, actuó en violación de los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad. Concluye que los artículos objetados crean una desigualdad entre los recursos asignados al INDER y al IFAM, y asegura que el no haber creado recursos diferentes e independientes para la nueva institución, es contrario al principio de igualdad ante la ley.   

	12-008083-0007-CO
	ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA EL ARTÍCULO 87 INCISO A) DE LA LEY DE CREACIÓN DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN. NO. 7800 DEL 30 DE ABRIL DE 1998

RESOLUCIÓN DE LAS 10:48 MINUTOS DEL 17 DE JULIO DE 2012.
Boletín judicial 162, 163, 164 del 23, 24 y 27 de agosto del 2012.
	SE DETERMINA IMPUESTO CON DESTINO ESPECIFICO SIN CONSULTAR AL IFAM


La norma impugna destina un 25% de los recursos que se le dan al IFAM, que genera el impuesto a la cerveza, al ICODER, sin que previamente haya sido consultado el proyecto de ley a la institución. La norma se impugna, por cuanto en dicha ley se creó el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación (ICODER), sin embargo en el proyecto de ley correspondiente No. 12790, donde fue tramitado, no se realizó la consulta que impone el artículo 190 constitucional al IFAM, a pesar de que el artículo 139 del proyecto original redireccionaba recursos que recibe el IFAM para la Dirección que se pretendía crear. Indica que fue por una consulta dirigida a la Federación Costarricense de Voleibol que el Presidente Ejecutivo de aquel momento, emitió un criterio sin informar a la Junta Directiva, a pesar de que según el inciso j) del artículo 11 de la Ley No. 4716 y el inciso n) artículo 3 del Reglamento de la Junta Directiva, Presidencia y Dirección Ejecutiva, es la Junta quien debe fijar el criterio institucional en respuesta a las consultas que sobre proyectos de ley y dictámenes, remita a la Institución la Asamblea Legislativa. Refiere que incluso posteriormente se aprobó un texto sustitutivo, el cual modificó no solo la institución creada, sino las condiciones en que el IFAM debería trasladar un 25% del impuesto de consumo girado a su favor, según el inciso a) del artículo 87 finalmente aprobado, respecto del cual tampoco fue consultada la institución que representa.  Señala que dicha afectación no atañe únicamente al IFAM, sino también a todos los Municipios, ya que el 50% de su presupuesto debe ser distribuido entre todas las Municipalidades, con lo cual se dio una afectación a éstas, respecto de la cual tampoco fueron consultadas.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	162
	23 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-06876

Expediente 12-004281-0007-CO. A las dieciséis horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Se impugna el artículo 131 inciso b) en relación con el 79 inciso c) y el 116 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para quien irrespete las señales de tránsito que indiquen carril exclusivo para buses. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.



	162
	23 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-05249

Expediente 12-00128-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75% de un salario base mensual correspondiente al "auxiliar administrativo I", que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, a quien irrespete la señal fija de solo viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 152 y 153 de la misma Ley. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09049

Expediente 10-015503-0007-CO. A las once horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad. Sindicato De Profesionales En Ciencias Medicas De La Caja Costarricense De Seguro Social contra Articulo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres: Se rechaza de plano la acción.- 



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-008735. 

Expediente 10-003289-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra -artículos 226 y 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Ulate salva el voto y declara con lugar la acción en cuanto al artículo 228.- 



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-008736.

Expediente 11-011552-0007-CO. A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Resolución N 0080-ujp-11 del Veinticinco de Marzo de dos mil once De La Sección Adm. de Personal del Poder Judicial Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8 de 29 de noviembre de 1937, modificado por la Ley Nº 3770, de 06 de agosto de 1964, que establece "y, tratándose de mujeres, por contraer matrimonio", por los efectos que produjo durante su vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta resolución en el sentido que la aplicación del derecho a la jubilación, anteriormente reconocidos y que fueron declarados caducos, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso  sobre la interposición de esta acción, salvo para la actora para quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-08891 






Expediente 06-008338-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 17 y 161 párrafo penúltimo de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, del párrafo penúltimo del artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, en su versión vigente del 1° de marzo de 2004 al 28 de febrero de 2006, en la frase que va desde “Para los efectos” hasta “y otros”, deviene inconstitucional la inclusión de los siguientes rubros en el cálculo de la cesantía: pago de la póliza de vida diferida, vacaciones compensadas, vacaciones no disfrutadas y aguinaldo proporcional. La inclusión de subsidios para estudio es constitucional; en lo atinente a “todas las sumas pagadas al ex trabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos”, “auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos del Instituto Nacional de Seguros y en las prácticas de ese Instituto”, las contribuciones patronales para el régimen de seguros de renta vitalicia, el pago de primas de seguro de vida y accidentes, beneficios médicos y otros, son constitucionales siempre y cuando se determine que tienen naturaleza salarial; sin embargo, en cuanto a los subsidios para estudio y demás rubros que sean salariales solo se contarán los montos recibidos por el trabajador durante los últimos seis meses de su relación laboral o la fracción menor resultante, si no hubiere ajustado este término. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha en que comenzó a regir la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese a la Asamblea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona de quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo. Notifíquese a la partes y coadyuvantes. El Magistrado Aflijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción. Notifíquese. - 



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-08889 





Expediente 11-003846-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 32 Del Estatuto Orgánico De La Universidad Técnica Nacional. Se declara con lugar la acción. Se anula la siguiente frase del artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional: “y contarán con personería jurídica instrumental con el fin de administrar el patrimonio y los recursos que se les asignen’. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Técnica Nacional y a la Contraloría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Castillo Víquez y Mora Mora salvan el voto y declara sin lugar la acción.- 



	151-152-153
	07-08-09 de 
agosto del 2012
	Sentencia 2012-08890





Expediente 11-006186-0007-CO. A las dieciséis horas con un  minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 47 Reglamento Invalidez, Vejez Y Muerte. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, Se anula el artículo 47 del Reg1rento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense, por los efectos que produjo durante su vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de Sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta resolución en el sentido que el derecho de pensión por viudez, anteriormente reconocidos y que fueron luego cesados en virtud de la aplicación de la norma anulada en esta resolución, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso Sobre la interposición de esta acción, salvo para la actora para quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09206

Expediente 12-002422-0007-CO. A las dieciséis horas con seis minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 132.h De La Ley De Transito. Se declara sin lugar la acción.



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09205

Expediente 12-003741-0007-CO. A las dieciséis horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 71 Bis, Inciso B) Y 130 Inciso C) De La Ley De Transito Nº 7331. se declara con lugar la acción en cuanto al rebajo de puntos de la licencia previsto en el artículo 71 bis inciso b) en relación con el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 10 de la ley Nº 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En cuanto al artículo 130 inciso c) de la referida Ley se rechaza por el fondo la acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 



	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09203 

Expediente 12-005845-0007-CO. A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 131 inciso b) en relación con los artículos 79 inciso e) y 116 de la Ley de Tránsito. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo de la ley Nº 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75 de un salario base mensual correspondiente al “auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, a quien irrespete la señal fija de prohibición de viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.-Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda pone nota.

	151-152-153
	07-08-09 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09204 
Expediente 12-006439-0007-CO. A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 131 Inciso B) De La Ley De Transito Por Vías Púb1icas Y Terrestres 7331. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres número 7331, reformado por el artículo 10 de la ley N0 8696 de 17 de diciembre de 2008, únicamente, en relación con la sanción que se impone al conductor que estacione su vehículo en zona prohibida. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad .- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

	162-163-164
	23-24-27 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09214

Expediente 10-004480-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo 35687-MTSS, publicado en el alcance la Gaceta número 3 del 6 de enero del 2010 y 35717-MTSS al alcance 2 a la Gaceta 21 del lO de febrero de 2010. Se declara SIN LUGAR la acción. El Magistrado Jinesta Lobo declara sin lugar la acción por razones diferentes. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal ponen nota.



	162-163-164
	23-24-27 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09283

Expediente 12-000574-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad de J.R.P.M., U.B.S.A contra art. 21 Reglamento para verificar las obligaciones patronales y de trabajadores independientes. Se rechaza plano la acción.-



	162-163-164
	23-24-27 de agosto del 2012
	Sentencia 2012-09215

Expediente 11-007916-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el OFICIO DFOE-SOC-1196 de 29 de Noviembre del 2012 y OFICIO Nº DFOE-SOC-IF-75-200 de la Contraloría General de la República. Se declara sin lugar la acción planteada.-
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ACCIONES Y CONSULTAS VOTADAS

ASAMBLEA LEGISLATIVA. 9253-12. PROYECTO A LA LEY DE TRÁNSITO. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. Expediente No. 18.032. En este caso, señala la Sala que de conformidad con los requisitos legalmente establecidos  para la admisibilidad de las consultas legislativas de constitucionalidad de carácter facultativo, y de acuerdo  a lo indicado en esta resolución, lo que corresponde es declarar la inadmisibilidad de esta consulta respecto de los dos motivos de constitucionalidad por razones de forma, e igualmente respecto  de los motivos por razones de fondo relacionados con el sistema de evaluación permanente de conductores, el régimen diferenciado para conductores noveles y profesionales, y el sistema de multas, y declarar la admisibilidad de la consulta en lo que respecta al inciso a) del artículo 135, el artículo 168 y el artículo 249 del proyecto de ley consultado. Se declara la inadmisibilidad e inevacuabilidad de la Consulta respecto de los dos motivos de constitucionalidad por razones de forma, e igualmente respecto de los motivos por razones de fondo relacionados con el sistema de evaluación permanente de conductores, el régimen diferenciado para conductores noveles y profesionales, y el sistema de multas. Se rechazan las solicitudes de coadyuvancia presentadas. Por mayoría, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 96, así como en los artículos 98 y 100 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tiene por recibida la consulta legislativa de constitucionalidad formulada por los Diputados, respecto del inciso a) del artículo 135, el artículo 168 y el artículo 249 del proyecto de “Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial”, que se tramita bajo el expediente legislativo número 18.032, de conformidad con los argumentos referidos en el 1 Resultando de esta sentencia. Solicítese al Directorio de la Asamblea Legislativa, por medio de su Presidente, la remisión del expediente legislativo número 18.032, o bien copia certificada del mismo. Se advierte que el plazo establecido en el artículo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional empieza a contar una vez que se tengan los elementos de juicio para conocer, es decir, después de recibidos los documentos supra solicitados, pues es a partir de ese momento que se procede a designar internamente un Magistrado que inicie el estudio sobre el fondo de los asuntos consultados. La Magistrada Calzada salva el voto y declara inadmisible e inevacuable la consulta en todos sus extremos. Admitida parcialmente
BANCARIO. 9214-12. PROCEDIMIENTO PARA EL NOMBRAMIENTO DE REPRESENTANTES DE LA ASAMBLEA DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL BANCO POPULAR. Acción de inconstitucionalidad contra los Decretos Ejecutivos 35687-MTSS. Publicado en La Gaceta No. 3 del 06 de enero del 2010 y el 35717-MTSS. Publicado en La Gaceta No. 21 del 01 de febrero del 2010. Los accionantes solicitan la anulación de la totalidad del Decreto 35687-MTSS, reformado por el Decreto 35717-MTSS denominado “Reglamento al inciso c) del artículo 14 bis de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal: denominado “Determinación de criterios y requisitos para la acreditación de delegados y delegadas sectoriales de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular y de Desarrollo Comunal”, porque  consideran que vulnera los artículos 188 y 140 inciso 3) de la Constitución Política, los principios de legalidad, separación de poderes, interdicción de la arbitrariedad. Igualmente acusan la inconstitucionalidad de varias normas en concreto, por la infracción del principio de reserva de ley, debido proceso, derecho de elegir y ser electos, los principios de autonomía de la voluntad y de razonabilidad y proporcionalidad. Señala la Sala que el Banco, como lo define su Ley de Creación, es  un ente público no estatal y si bien la ley le confiere autonomía administrativa y funcional,  no lo dota  de   autonomía política, por lo que resulta evidente que no fue creado  por el legislador como institución autónoma. En consecuencia, no puede el ente ni cualquier operador jurídico derivar la existencia de una autonomía constitucionalmente garantizada ni invocar legítimamente la protección del artículo 188 constitucional  a favor del banco. Según se desprende de la normativa impugnada, el legislador estableció un mecanismo  para contar con criterios objetivos que respalden la determinación de cuáles sectores deben estar representados en la Asamblea y en qué proporción;  lo anterior a fin de  garantizar la legitimidad de los representantes. La Asamblea es un órgano representativo de los diferentes sectores sociales a que se refiere el artículo 14 de su Ley y los trabajadores copropietarios del Banco están representados en los órganos corporativos colegiados, no en su condición individual, sino como parte de sectores. De allí que tanto el artículo 7 bis, como los artículos 16 y 42 del Decreto 35687, que  disponen, el primero, que los delegados deben pertenecer al sector que representan y que en caso de dejar de representar a ese sector, pierden la credencial de delegado, el segundo, lo que hacen es reafirmar lo dispuesto en la Ley en orden a los criterios para designar los representantes de la Asamblea. Por consiguiente, las disposiciones cuestionadas no exceden ilegítimamente la potestad reglamentaria, ni lesionan el principio de interdicción de la arbitrariedad. Por lo anterior, la acción resulta improcedente  en tanto se alega que los Decretos  N.35687 y N.35717 infringen  el artículo 140 inciso 3 de la Constitución Política. Asimismo, se indica que la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular no es un órgano de representación ni participación política y que la función de Delegado o Delegada de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular no es un cargo  ni una función pública. Tampoco lo es la condición de miembro de la Comisión de Acreditación de Delegados y Delegadas ante la Asamblea  de Trabajadores    y Trabajadores  del Banco, pues este órgano es un instrumento para que la Asamblea de Trabajadores ejerza una función legalmente establecida, en el cual participan representantes ad honorem de los sectores representados en la Asamblea. Visto que ninguna de las normas impugnadas atañe a los derechos políticos tutelados en el Derecho de la Constitución, la acción debe ser desestimada también en cuanto a este extremo. Considera la Sala que la ausencia de disposiciones transitorias que protegieran los derechos o intereses de los accionantes no infringe la Constitución Política, ni causa la inconstitucionalidad  de las normas objeto de estudio, pues no existe un derecho fundamental a integrar la Comisión de Acreditación de la Asamblea de Trabajadores del Banco Popular y de Desarrollo Comunal.  Si se hubiera producido  una afectación por la destitución de los accionantes  de la Comisión, esta debe ser discutida en la jurisdicción ordinaria, y no en la vía de la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, la acción debe ser desestimada también al reproche de inconstitucionalidad en análisis. Es criterio de este Tribunal, la supuesta  atribución de funciones  al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, y a otros órganos como CONADECO, en contraposición de las leyes que rigen a los sujetos privados representados en la Asamblea de Trabajadores y de la Ley General de la Administración Pública, son extremos que deben ser ventilados en la vía ordinaria. Finalmente, se indica que si bien algunas de las decisiones adoptadas por los involucrados en el proceso de acreditación, sea la Comisión o los distintos sectores que participan en las diferentes etapas del proceso no pueden apelar las decisiones contrarias a sus intereses antes del agotamiento de la vía administrativa, lo cierto es que cuentan con la posibilidad de acudir a la vía contenciosa, de conformidad con lo que dispone el artículo 49 de la Constitución. Se declara SIN LUGAR la acción. El Magistrado Jinesta Lobo declara sin lugar la acción por razones diferentes. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal ponen nota. SL
BANCARIO. 9221-12. CREACIÓN DE UNIDADES DE DESARROLLO POR DECRETO. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 22085-H-MEIC. Publicado en La Gaceta número 67 del 07 de abril de 1993. Solicita  el  accionante  que  se  declare  la inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo No. 22085-H-MEIC, por estimarlo contrario al principio de legalidad, por cuanto señala que de conformidad con esta disposición el Banco Nacional ha establecido arbitrariamente como medio de pago la unidad de desarrollo, que resulta distinta a la dispuesta por el Banco Central de Costa Rica, reformando con ello la norma legal monetaria. Sobre este tema en particular, la Sala ya se pronunció descartando la violación acusada, en sentencia 10310-05, en donde indicó que no se produce la violación acusada pues no estamos ante una modificación de la moneda nacional sino de una simple unidad de cuenta pactable entre las 
partes, por lo que procede rechazar por el fondo la acción.  RF 

COMERCIO. 12-5111. MULTA EN LEY DE PRODUCTORES, BENEFICIARIOS Y EXPORTADORES DE CAFÉ. Consulta Judicial referente al artículo 117 de la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiarios y Exportadores de Café. No. 2762. La norma establece una multa equivalente a cinco veces el precio promedio por kilogramo, según la liquidación final del café de la cosecha inmediata anterior y no permite al juez graduar la sanción, ni convertir la multa en días multa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se evacua la consulta en el sentido que el artículo 117 de la Ley Sobre Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café no viola el parámetro de proporcionalidad constitucional. En cuanto a los demás principios constitucionales invocados, no ha lugar a evacuar la consulta. Evacuada
CONTRALORÍA. 9215-12. INFORMES DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA SOBRE EL ITCR. Acción de inconstitucionalidad contra los oficios DFOE-SOC-1196 y DFOE-SOC-IF-75-2010 emitidos por la Contraloría General de la República. En esta acción se reclama contra las instrucciones específicas por medio de los cuales la Contraloría General de la República ordenó la realización de ciertos actos relacionados con el control de fondos públicos en el instituto accionante.- Se trata -en criterio de la Sala- de una actividad cuya finalidad es constitucional  tanto por su objeto (el control de fondos  públicos) como respecto del sujeto (Contraloría General de la República). Desde tal perspectiva  entonces,  no  existe  ninguna  lesión  constitucional  en  tanto  la autonomía de la que goza el instituto Tecnológico no es en relación con el actividad de vigilancia y control, y por el contrario debe entenderse que, en tanto se trata de actividad administrativa de control, la situación de este ente autónomo frente a la Contraloría es similar a los restantes órganos y entes públicos, pudiendo recibir, según proceda instrucciones y mandatos de hacer sin que con ello se lesione su ámbito de autonomía. Se declara sin lugar la acción planteada. SL
FAMILIA. 9224-12. IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 72 del Código de Familia. La norma, en lo que interesa señala que la paternidad de los hijos dentro del matrimonio, sólo puede ser impugnada por el marido o el apoderado generalísimo. Acusa la recurrente que no se permite a la madre impugnar la paternidad. En este caso se indica que ya la Sala resolvió el tema planteado mediante una Consulta Judicial, en donde por sentencia 6106-98 señaló que la norma impugnada no resulta inconstitucional,  ya que la diferenciación entre la legitimación procesal del padre y madre en lo que corresponde a la impugnación de la paternidad de los hijos habidos dentro del matrimonio, resulta fundada y razonable, en el tanto la paternidad es, ante todo, un nexo entre padre e hijo, donde el padre es el titular de un interés directo y personal por con base en el cual puede cuestionar la paternidad de sus hijos, en el sentido de que de ello pueda resultarle algún provecho  tutelable por el ordenamiento. Aunado al hecho, de que en todo caso la madre siempre tiene la posibilidad de ejercer la acción en interés de los hijos, actuando como su representante legal. Se rechaza por el fondo la acción. RF
MUNICIPAL. 9222-12. LEY DE RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS NO FUE CONSULTADA A LAS MUNICIPALIDADES. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 8794. Ley de Modificación a la Ley de Régimen de Zonas Francas, No. 7210 del 23-11-90 y las leyes 7830 y 7210. Se acusa que se omitió la consulta obligatoria a las Municipalidades, pues sus recursos se han visto disminuidos por los beneficios otorgados a las zonas francas. Se rechaza la acción porque el Alcalde no viene autorizado por el Consejo para accionar. Se señala además, que sobre el tema, se tramita otra acción de inconstitucionalidad que es la número 12-7693. Se rechaza de plano la acción. RF
MUNICIPAL. 9226-12. CREACIÓN DE LAS FIGURAS DE ALCALDE Y VICE-ALCALDES POR LEY. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 12 y 14 del Código Municipal. Se acusa que la figura de Alcaldes y Vicealcades no están contempladas en la Constitución Política como puestos de elección popular, lo cual se hizo mediante ley y no por reforma constitucional, como correspondía. En este caso, se indica que no considera este Tribunal que las normas impugnadas lesionen de modo alguno la Constitución, al establecer la elección del Alcalde y su sustituto por elecciones populares, toda vez que los mismos Constituyentes delegaron en la ley el mecanismo a idear para su nombramiento, sin que el hecho de que se haya dispuesto de esta manera alterara la función esencial ejecutora que le fue encomendada y sin detrimento de las potestades dadas a los síndicos. Más aún, la elección popular afianza los principios constitucionales democráticos de nuestro país y convoca a la población a ejercer su soberanía y a ser más participativo al decidir quiénes, no solo tomarán  las  decisiones  más trascendentales de su comunidad,  sino  que  las  ejecutará, en cuanto  a  los municipios se refiere. Todo lo cual impone, una gran responsabilidad  en el ejercicio del cargo, que incluso puede serle revocado por sus mismos electores. En razón de todo lo expuesto,  la Sala considera  que la presente acción debe ser rechazada por el fondo. Se rechaza por el fondo la acción. RF
PENITENCIARIO. 9236-12. BENEFICIOS PENITENCIARIOS. Consulta Judicial referente al artículo 25 del Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario. Decreto Ejecutivo 33876-J del 11-07-2007. La norma dispone que para determinar si un privado de libertad es apto para un cambio de programa, se hará una evaluación extraordinaria, cuando cumpla con el primer tercio de la pena impuesta. Se ha interpretado que se debe obviar el tiempo laborado en prisión preventiva, para la aplicación de este artículo, otros dicen que si debe ser tomado en cuenta el tiempo laborado en prisión preventiva, esto con relación al beneficio del artículo 55 del Código Penal. En el caso concreto, tal y como lo ha dispuesto esta Sala en reiteradas oportunidades,  es al Tribunal Consultante, en el ejercicio de su competencia, a quien corresponde precisamente determinar si el criterio seguido por la Oficina de Cómputo de la Pena resulta apegado o no a lo dispuesto en la ley. No es función de esta Sala, sustituir o suplir a las autoridades judiciales, en la resolución de los casos sometidos a su conocimiento. Los jueces se encuentran obligados  a  aplicar  en  forma  directa  las  normas,  principios  y  valores constitucionales así como la jurisprudencia constitucional, en la resolución de los conflictos sometidos a su conocimiento, (en este sentido véase la sentencia número 2009-1450 de las quince horas y cincuenta y cinco minutos del cuatro de febrero del dos mil nueve). Por lo expuesto, no ha lugar a evacuar la consulta formulada. No ha lugar a evacuar la consulta.
PENSIÓN. 9216-12. SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS de 1971. La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas nupcias  y que se le daría una indemnización de 24 mensualidades de pensión. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 8890-2012 de las 16:01 horas del 27 de junio del 2012. La Magistrada Calzada pone nota. Estése.

PENSIÓN. 9217-12. SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS de 1971. La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 8890-2012 de las 16:01 horas del 27 de junio del 2012. La Magistrada Calzada pone nota. Estése.
PENSIONES ALIMENTARIAS. 9251-12. TOPE DE SEIS MESES PARA DICTAR APREMIO POR PENSIÓN ALIMENTARIA. Consulta Judicial referente a los artículos 25 párrafo segundo y  30 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Las normas impugnadas establecen que: “El apremio no podrá mantenerse por más de seis meses; se revocará, si la parte interesada recurre a la vía ejecutiva para cobrar la obligación o si el deudor alimentario la cancela”. Y que: “Se podrán cobrar alimentos por las sumas adeudadas durante un período no mayor de seis meses. Constituirán título ejecutivo, la resolución firme que establece lo adeudado y la que ordena el pago de gastos extraordinarios”. Considera el juez consultante que el tope establecido por las normas para ordenar la prisión preventiva por pensión alimentaria, es violatorio de lo dispuesto en el artículo 33 constitucional y lesiona los principios fundamentales establecidos a  favor de los menores de edad. Estése el juez consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-000895 de las catorce horas treinta minutos del veinticinco de enero de dos mil doce. Estése
PODER JUDICIAL. 9218-12. RECURSO DE SEGUNDA INSTANCIA EN MATERIA CONTENCIOSA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 83 bis de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, adicionado por el artículo 62 de la Ley 7472 del 20 de diciembre de 1994. La norma establecía que el dictado de la sentencia la haría la Sección Segunda del Tribunal Contencioso Administrativo y contra ésta cabrá recurso de segunda instancia, ante la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo, de manera que el mismo Tribunal conocía del recurso. Con la reforma, se eliminó implícitamente el recurso de segunda instancia. En este caso, por falta de asunto previo se rechaza de plano la acción. RP
SEGURIDAD SOCIAL. 9283-12. DERECHO DE IMPUGNAR TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTOS CONTRA TRABAJADORES INDEPENDIENTES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 21 del Reglamento para Verificar las Obligaciones Patronales y de Trabajadores Independientes de la Caja Costarricense del Seguro Social. La norma se impugna en cuanto impide la impugnación del acto de traslado de cargos, en los procedimientos para verificar obligaciones patronales. Se estima que dicha prohibición es contraria a las garantías del debido proceso y lesiona el derecho de defensa de los investigados, pues en aquellos casos en los que el traslado de cargos carece de los requisitos esenciales, como la imputación de cargos, el administrado queda en un estado de indefensión a través de todo el procedimiento. Además, la norma se considera contraria al principio de razonabilidad y proporcionalidad pues si bien es constitucionalmente posible limitar las impugnaciones administrativas en cuanto a número, tipos y plazos, lo cierto es, que la supresión total de esa facultad resulta inconstitucional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza plano la acción. RP
TRABAJO. 9219-12. PUNTAJE PARA CONCURSOS A PUESTOS DE TRABAJO EN LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 13 inciso 4) del Reglamento de Concursos para Nombramiento en Propiedad de la Caja Costarricense del Seguro Social. Aprobado por la Junta Directiva de la CCSS, artículo 2, sesión 8449 del 27-05-2010. La norma señala que en la CCSS se otorgarán 2 puntos por cada año de experiencia laboral, obtenida al servicio a la institución, hasta un puntaje máximo de 20 puntos, en el caso de concursos. Los períodos menores a un año, no obtendrán puntaje alguno. El recurrente considera que es discriminatorio el hecho de que se de puntaje sólo a quienes hayan trabajado en la CCSS y no en otras instituciones del Estado. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRABAJO. 9240-12. LIMITACIONES PARA EL NOMBRAMIENTO DE DIRECTOR EJECUTIVO EN EL IFAM. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 18 párrafo segundo de la Ley de Organización y funcionamiento del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Ley No. 4716 del 09-02-1971. La norma señala que “…no podrá nombrarse Director Ejecutivo a quien sea miembro de la Junta Directiva o lo hubiere sido en el año anterior al nombramiento; a quien sea regidor municipal, propietario o suplente y a las personas que sean cónyuges o parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive, de cualquiera de los miembros de la Junta Directiva o del Auditor.” El accionante considera que la norma es discriminatorio. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRANSITO. 10021-12. MULTA POR CONDUCIR CON LICENCIA VENCIDA Y PLACAS EN MAL ESTADO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 134 d) y 141 d) de la Ley de Tránsito. Se impugnan las multas impuestas por conducir con la licencia vencida y con placas en mal estado. Se acusa que las multas son desproporcionadas e irrazonables.  Se deniega el trámite de la acción por no haber cumplido prevención. DT
TRIBUTARIO. 10015-12. COBRO DE IMPUESTOS A MAQUINARIA DE CONSTRUCCIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 9 de la Ley No. 7088 del 30 de noviembre de 1978. Ley de Reajuste Tributario y de la Resolución 18 inciso a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano, así como de los Decretos Ejecutivos 34109-H, 34871-H y 35605-H. Las normas se impugnan en cuanto incluyen  la maquinaria de construcción en el  cobro del impuesto a la propiedad de vehículos, aeronaves y embarcaciones, extendiendo el cobro, de manera inexplicable, irracional y antojadiza, a pesar de que ésta por definición no puede ser catalogada como un vehículo automotor, pues no tiene como función trasladar o transportar personas o mercadería por vías públicas terrestres y no se trata de un vehículo de lujo, como el ministerio ha sugerido. Dicha situación ha creado daños de difícil e imposible reparación para los dueños de maquinaria de construcción y al interés público, por los altos impuestos que se les ha exigido pagar, sin considerar la naturaleza del cometido de esa maquinaria y las particularidades de las personas que las poseen y emplean. El inciso 13 del artículo 121, expresamente define la materia tributaria como una función exclusiva del poder legislativo, única fuente formal capaz de producir nuevos tributos o modificar los existentes. Esa indelegabilidad de funciones impide que el poder ejecutivo por la vía de la normativa infra legal o por su simple actuación material, genere impuestos no contemplados por el legislador, razón por la cual resulta ilegal toda acción encaminada a exigir el pago de un tributo no creado por ley, la aplicación de una tasa que exceda la prevista por la ley, o la ampliación de la base de  contribuyentes al incluir a personas que no fueron originalmente consideradas por el legislador como sujetos pasivos de obligaciones tributarias. Se explica que la maquinaria de construcción no se crea ni se utiliza como  medio de transporte, pues no es eficiente para el transporte de personas o cosas, no navega por los aires y usualmente tampoco es capaz de flotar, por lo que la maquinaria de construcción no encuadra dentro de la descripción de la norma tributaria y en consecuencia escapa de su aplicación. Se trata de máquinas que realizan un trabajo en espacios abiertos y que requieren de cierto desplazamiento. No obstante, la traslación no es una finalidad en sí mismo sino una consecuencia del trabajo que se realiza, que puede ser excavar, aplanar, nivelar, demoler, etc., y dependiendo de las circunstancias, puede utilizar la capacidad de la máquina de auto trasladarse, pero como consecuencia de la necesidad de que la máquina efectúe tareas. Alegan que cobrarle impuestos a la propiedad de máquinas utilizadas en el sector construcción, por el hecho de que tengan ruedas y un motor, no convierte a dichos artefactos en verdaderos vehículos, pues en nada contribuyen esas máquinas en la satisfacción de necesidades de transporte que tengan las personas. Esa maquinaria no circula por las vías terrestres. Cobrarle impuesto a la propiedad de vehículos automotores a una máquina que no circula por las carreteras nacionales si no lo es sobre una plataforma movida por un cabezal, al que también se le exige pagar el impuesto a la propiedad, sencillamente se trata de una doble imposición, pues tributa el medio de transporte y la carga.  Reclaman que el tributo fue sorpresivo, carente de proporcionalidad y razonabilidad en razón de su motivo, contenido y fin. También se atenta contra al principio de igualdad, ya que se está elevando a vehículos de lujo, máquinas de mera necesidad laboral, cuyos dueños evidentemente no suelen oscilar en el mismo rango de equidad  adquisitiva, inferencia que se hace del mismo fin de los bienes. Se declara la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos números 34106-H, 34871-H y 35605-H, en la medida que aplican el cobro del tributo establecido en el artículo 9 de la Ley 7088 a la maquinaria de construcción. Se interpreta el artículo 9 de la Ley 7088, en el sentido que el tributo allí establecido lo es respecto de los vehículos automotores, embarcaciones y aeronaves dispuestos para el traslado y transporte de personas o cosas. Para evitar graves dislocaciones a la hacienda pública, esta declaratoria de inconstitucionalidad carece de efectos retroactivos para quienes hayan pagado el tributo durante la vigencia de las normas declaradas inconstitucionales, y surte sus efectos a partir de la fecha de esta sentencia. La declaratoria de inconstitucionalidad que ahora se pronuncia tiene efectos declarativos y retroactivos únicamente para quienes figuren como accionantes en este proceso constitucional.  Asimismo, se dimensionan los efectos de esta sentencia, en el sentido de que la administración deberá ajustar los trámites internos para permitir a los propietarios de maquinaria de construcción, el pago de los demás rubros distintos al impuesto a la propiedad de vehículos contenidos regularmente en la fórmula de cobro denominada "derechos de circulación". Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Comuníquese y publíquese.- Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción.

TRIBUTARIO. 9223-12. CONTRIBUCIÓN EXIGIDA A LAS PERSONAS FÍSICAS Y JURÍDICAS FISCALIZADAS POR LA SUGEF. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias. Decreto Ejecutivo 36345-H del 17-12-10. Gaceta No. 14 del 20-01-11. La norma señala que las personas jurídicas o físicas inscritas ante la SUGEF, deben pagar $1000 dólares por año, para contribuir al presupuesto de la SUGEF, independientemente de las otras obligaciones. Se acusa que no se toman en cuenta los ingresos brutos de cada persona física o jurídica y no es igualitario para los sujetos que son fiscalizados. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. RP
TRIBUTARIO. 9289-12. INCENTIVOS A EMPRESA SOMETIDAS AL RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 7830 del 22-09-1998 y la  Reforma a la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 8794 del 12-01-2010. Se impugna el régimen de incentivos al Régimen de Zonas Francas, en tanto las exoneran del pago de bienes inmuebles, del traspaso de bienes inmuebles, pagos de tributos, especialmente los municipales. Se deniega el trámite de la acción por no haber cumplido prevención. DT
AMBIENTE. 10570-12. APROVECHAMIENTO DE BOSQUES PRIVADOS. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo No 35883-Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones Del 5 De Abril De 2010. Los accionantes aducen que en el Decreto impugnado el Poder Ejecutivo excedió su potestad  reglamentaria al desnaturalizar las disposiciones contenidas en el artículo 19 de la Ley Forestal, tanto en cuanto a los fines para los cuales la Administración Forestal del Estado puede otorgar permisos de corta de árboles en terrenos privados cubiertos de bosque, como en cuanto a los criterios de limitación, proporcionalidad y razonabilidad a los que dicha corta está sujeta. Quebranta el ordinal 50 constitucional, ya que, reduce, de diversas formas, el nivel de protección y tutela de los bosques privados establecidos en la Ley Forestal. Autoriza la tala de árboles hasta un 10% y exceptúa la prohibición de cambio de uso de suelo establecida en el artículo 19 de la Ley Forestal, sin contar con ningún tipo de sustento  técnico. Incurre  en  una  omisión  relativa  y, consecuentemente, quebranta el principio preventivo en materia ambiental, dado que, no determinó las medidas preventivas necesarias que aseguren la correcta aplicación de la norma que se reglamenta y del derecho que se crea para devastar el 10% o más de los bosques privados. Violenta el principio de tutela del derecho ambiental a cargo del Estado. Vulnera el artículo 7° de la Carta Magna, ya que, resulta contrario a las obligaciones adquiridas por el Estado costarricense  a través de diversos convenios internacionales en materia ambiental y  quebranta lo dispuesto en el numeral 69 de la Constitución Política, del cual se desprende el principio del uso racional de los recursos naturales, así como el artículo 89 de ese mismo cuerpo normativo, el cual dispone  que, entre los fines culturales de la República, se encuentra el de proteger las bellezas naturales. A la luz de las consideraciones  realizadas, en la sentencia, estima este Tribunal que no llevan razón los accionantes, por cuanto, como se ha analizado, no se ha establecido un régimen inferior de protección de los recursos forestales, sino que, por el contrario, se han introducido límites y requisitos legítimos que, lejos de amenazar el medio ambiente, procuran velar por la conservación y protección de los bosques naturales. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. SL
AMBIENTE. 10571-12. CREACIÓN DE RESERVA FORESTAL RÍO PACUARE POR LEY DE PRESUPUESTO. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 26 De La Ley De Presupuesto Nº 7018 De 20 De Diciembre De 1986 Creación Reserva Forestal Río Pacuare. Se acusa que mediante esta Ley de Presupuesto se crea la Reserva Forestal Río Pacuare. Se acusa que se les niega a titular las tierras, a pesar de demostrarse la posesión decenal antes de la creación de la Reserva. Asimismo, acusa que la norma es inconstitucional por ser una norma atípica. Se rechaza de plano el recurso por falta de legitimación. Se rechaza de plano la acción. RP
CIVIL. 10572-12. BIENES DONADOS RESPONDE DE LAS OBLIGACIONES DEL DONADOR. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 1402 Del Código Civil. La norma señala que los bienes donados responden de las obligaciones del donador, existentes al tiempo de la donación, en cuanto no basten a cumplirlas los bienes que se reserve o adquiera después el donador. Considera el recurrente que la norma es inconstitucional, en tanto viola el principio de seguridad jurídica, pues quien recibe el bien, le hace mejoras y con base en la norma no es segura su propiedad. Se rechaza la acción por falta de legitimación del accionante. RP
COLEGIOS PROFESIONALES. 10608-12. LIMITACIONES PARA CONOCER ASUNTOS UNA VEZ CONCLUIDA LA RELACIÓN LABORAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 62 párrafo segundo del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho del Colegio de Abogados de Costa Rica. La norma impugnada establece que cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar asuntos que hubiese conocido en carácter de funcionario,  durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró. En el caso del recurrente la prohibición se aplicó por un plazo indefinido. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto base y otros requisitos establecidos por la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
COMERCIO. 10568-12.  TRATADOS INTERNACIONALES SOBRE DERECHOS DE AUTOR. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 15 párrafo 3 del Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre interpretación o ejecución y fonogramas y artículo 16.1 de la Convención de Roma, sobre la protección de los artistas interpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión. Los accionantes cuestionan lo dispuesto en el artículo 16, párrafo 1°, inciso a), apartados i y ii de la Convención sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes (Convención de Roma), aprobada por la Ley No. 4727 de 5 de marzo de 1971 y en el ordinal 15, párrafo 3°, del Tratado  de la Organización Mundial de la Propiedad  Intelectual sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, aprobado mediante la Ley No. 7967 de 22 de diciembre de 1999, los cuales autorizan a los Estados parte a dispensar la aplicación del derecho que gozan los artistas intérpretes o ejecutantes y los productores de fonogramas de percibir una remuneración equitativa y única por la radiodifusión  o  por  cualquier  comunicación  al  público  de  los  fonogramas publicados con fines comerciales o una reproducción de éstos. En criterio de los gestionantes, dicha normativa violenta flagrantemente el derecho fundamental consagrado en el ordinal 47 constitucional.  En criterio de esta Sala, las normas impugnadas no son por sí  mismos  inconstitucionales.  De  una  lectura  íntegra  de  las  mismas, se logra desprender, con meridiana claridad, que el principal propósito u objetivo de los Estados parte, al suscribir y ratificar tales convenios internacionales, fue siempre el de brindar, en primer término, protección económica a los artistas intérpretes o ejecutantes y a los productores  de fonogramas.  Esto, en consonancia  con lo dispuesto por nuestro país en el artículo 47 de la Constitución Política, así como en el resto de normas internacionales emitidas al efecto. De otra parte, debe observarse que las normas bajo estudio, buscaron simplemente -como bien lo señala en su informe la Procuraduría General de la República-, brindar un espacio o margen de maniobra a los Estados parte para diseñar, a futuro, una política pública y establecer regulaciones sobre la materia en particular, que es lo que se denomina el "margen de apreciación nacional". A mayor abundamiento, debe de tomarse en cuenta que el tratamiento legal de la materia bajo estudio y sus consecuencias a nivel socioeconómico, es una cuestión que le corresponde  dilucidar y definir a cada Estado parte, según sus propias circunstancias. De este modo, a través de lo dispuesto en las normas impugnadas, Costa Rica cuenta con un importante y razonable margen de apreciación para adoptar, modificar, readecuar y dimensionar su legislación interna en la materia de derechos  de autor y derechos conexos, adoptando  las decisiones  que, como se dijo supra, resultan más adecuadas a su realidad socioeconómica. De ahí que, lo que, eventualmente, podría ser impugnado por tener algún roce de inconstitucionalidad, son, precisamente, aquellas decisiones que se concreten y materialicen en nuestro ordenamiento jurídico con ocasión de haberse hecho uso de la facultad discrecional que las normas en cuestión le confieren  a  Costa  Rica,  como  Estado  parte  de  los  citados  convenios internacionales, más no éstas últimas, por sí mismas, tal y como pretenden, erróneamente, los accionantes en el presente proceso. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. SL
COMERCIO. 10574-12. GARANTÍAS PARA CONTRATOS DE AHORRO Y CRÉDITO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 175, 176 del Reglamento a la Ley de Protección al Consumidor, Decretos 35548-MEIC y 36234-MEIC; así como, la interpretación y aplicación que hacen de dichos artículos el Ministerio de Economía, Industria y Comercio. Lo que se plantea en este caso es el método de análisis financiero que aplica la administración en el marco de una actividad comercial, lo cual debe plantearse en la vía ordinaria y no mediante acción de inconstitucionalidad. Se rechaza de plano la acción. RP

COMERCIO. 10585-12. CAMBIO DE FABRICANTE O FORMULADOR DE REGISTROS DE PLAGUICIDAS. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto 35312-MAG-S-MINISTERIO DE AMBIENTE, ENERGÍA Y TELECOMUNICACIONES-MEIC. Considera el accionante que esta es una cancelación de registros en forma vedada y que lesiona la libertad de comercio por vía reglamentaria. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto base. RP
MINORÍAS. 10569-12. MODIFICACIÓN DE LÍMITES DE RESERVA INDÍGENA. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 03, 06, 07 Y 08 De La Ley Indígena, Ley Nº 6172 Y El Decreto Ejecutivo Nº 29956-g Director Del Departamento De Topografía Del Instituto De Desarrollo Agrario, Director Ejecutivo Del Sistema Nacional De Áreas De Conservación Del 
Ministerio de Ambiente, energía y Telecomunicaciones. Refiere que las normas cuestionadas son violatorias de los principios de proporcionalidad y razonabilidad de las actuaciones legislativas, del principio de reserva de ley, del derecho a la propiedad y de la libertad de empresa, y la normativa internacional como el Convenio Laboral Internacional de la OIT Nº 169 Pueblos Indígenas y Tribales, aprobado por la ley Nº 7316 de 3 de noviembre de 1992 y la Declaración Universal de Derechos Humanos. La Procuraduría General de la República ha sostenido la tesis de que las reservas indígenas sólo pueden crearse mediante ley, por existir precisamente reserva legal en esta materia. Expone que luego de la entrada en vigencia de la Ley Indígena, el Poder Ejecutivo, recurriendo a la potestad reglamentaria otorgada por la Constitución Política, ha creado varias reservas indígenas vía decreto ejecutivo, como el caso de Reserva Indígena Guaymí de Osa, creada mediante decreto Nº 16310-G del 16 de mayo de 1985.  Considera el accionante que al crearse una reserva indígena por vía de un decreto, se establecen limitaciones a la propiedad privada, a la libertad de empresa y al derecho a ser indemnizado por tal situación, en virtud de ello aprecia el  quebranto del principio de reserva de ley, y el segundo párrafo del artículo 45 constitucional, al  limitar los derechos de los propietarios de la población no indígena, por cuanto en su opinión, el Poder Ejecutivo no tiene competencia para dictar un decreto en aras de proteger a una comunidad que también sufre menoscabos de sus derechos y libertades, sin proceder con la expropiación, previa e inmediata, y su posterior indemnización. La acción se declara sin lugar, en tanto se desprende del análisis de los documentos aportados al expediente, que si bien la acción cuenta con un asunto pendiente de resolución, el accionante omitió invocar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas dentro del mismo. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. SL
PENAL. 10772-12. COMISO DE VEHÍCULOS A FAVOR DEL ESTADO POR DELITOS ADUANEROS. Consulta Judicial referente al artículo 224 de la Ley General de Aduanas. Se solicita que la Sala se pronuncia sobre si el artículo 224 de la Ley General de Aduanas no es inconstitucional, en tanto se interprete que, a pesar de la consecuencia especial, expresa e imperativa establecida por el legislador en dicha norma y para los delitos aduaneros, a saber la orden de comiso a favor del Estado del vehículo propiedad del imputado y que sea utilizado por este para la comisión del delito aduanero, su procedencia no es automática, sino que debe ser valorada, establecida y motivada por el Juez Penal, en cada caso concreto, de conformidad con los principios constitucionales de proporcionalidad y razonabilidad. La consulta es inadmisible por no cumplir el requisito número dos, a saber, tener dudas fundadas sobre la constitucionalidad de la norma. En este caso concreto, los jueces no tienen dudas en relación con la constitucionalidad de una norma que deba aplicar en un caso sometido a su consideración, sino que pretenden que la Sala ratifique el criterio por ellos  externado en relación con la norma en cuestión. No ha lugar ha evacuar la consulta.  (*)

PENSIÓN. 10587-12. POR INVALIDEZ DEL MAGISTERIO. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo l0 y 40 De La Ley 7531 Ley de Pensiones Del Magisterio. Se rechaza de plano la acción. La norma establece que la pensión por invalidez prescribe a los dos años. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base y por falta de fundamentación de la acción. Se rechaza de plano la acción. RP
PRENSA. 10659-12. LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE LOS JUECES DE LA REPÚBLICA. Acción  de  inconstitucionalidad.  Asociación  Costarricense  De La  Judicatura  contra  Artículos  8  Inciso  3),  9  Inciso  7,  191  Inciso  5) De  La  Ley  Orgánica  Del  Poder  Judicial  Y  98  Inciso  5  Del  Código Procesal  Civil.  Las normas se impugnan en cuanto prohíben a los jueces manifestarse ante la prensa sobre los asuntos que están sometidos a su conocimiento, o ejercer su derecho de defensa ante la crítica que reciben por el dictado de algunas resoluciones judiciales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se  declara  sin  lugar  la  acción. SL
TRABAJO. 10576-12. SALARIO DE SERVIDORAS DOMÉSTICAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1.c del Decreto Ejecutivo Nº 36867-MTSS del 08 de noviembre de 2011 “Fijación de Salarios Mínimos para el Sector Privado que regirán a partir del 01 de enero de 2012”. A juicio de los accionantes, el salario mínimo que establece el decreto para las empleadas domésticas es contrario a los artículos 33, 56  y 57 de las Constitución Política, pues es un monto muy bajo que no permite satisfacer las necesidades básicas de una familia,  por lo que solicitan que se anule la norma impugnada y se aplique   a las trabajadoras domésticas el salario mínimo que el mismo  decreto  establece  para  la  categoría  de “Trabajador  No  Calificado Genérico”. Además, reclaman que dicho monto resulta arbitrariamente inferior al salario mínimo del resto de las actividades laborales, lo que vulnera el derecho de igualdad y provoca una discriminación en contra de las empleadas domésticas. En este caso, señala la Sala que el Decreto impugnado establece un salario mínimo para el servicio doméstico, el cual se fijo en ¢139.558,75 mensual, por lo que en ese sentido, no se constata lesión alguna al derecho fundamental  a un salario mínimo, establecido en el artículo 57 constitucional, por el contrario, la norma cumple con el precepto constitucional de establecer un mínimo. Ahora bien, en lo que respecta al monto fijado, es preciso indicar que no corresponde a este Tribunal Constitucional determinar cuál debería ser el monto correspondiente  según la categoría laboral, pues ello  no solo implicaría invadir las competencias asignadas a otros  órganos de la Administración, sino que además, la fijación de salarios mínimos constituye un tema de política salarial del país, que no puede ser conocida en esta vía. En otras palabras,  no compete  a esta Sala analizar si el salario mínimo de las servidoras  domésticas es bajo o no, y determinar cuál debería ser el monto y la categoría en que debe estar ese grupo de trabajadoras. En cuanto a la alegada violación al Principio de Igualdad, estima esta Sala que los parámetros de comparación que ofrecen los actores, como las de Trabajador No Calificado, misceláneo,  niñera,  ayudante  de  cocina,  horneador,  pizzero,  recamarera, bodeguero, oficinista en general, cobrador y conserje, no son admisibles,  pues los ejemplos que citan no son equiparables,  en idénticas condiciones, a las tareas o labores que realizan las trabajadoras domésticas. Por el contrario, se trata de trabajos diferentes, cuyas condiciones y funciones varían de una a otra, lo que razonablemente, requiere de un trato jurídico diferenciado. En consecuencia, este Tribunal observa que si bien la norma realiza un trato diferenciado, lo cierto es que éste no resulta discriminatorio, toda vez, que regula una categoría laboral diferente, que por ende, recibe una fijación de salario mínimo distinto acorde con las tareas o funciones propias de ese trabajo. Por lo anterior, la acción debe rechazarse. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Cruz Castro ponen nota. RF
TRABAJO. 10592-12. AUDIENCIA PREVIA A LA APROBACIÓN DE REGLAMENTO A SINDICATOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 4 Normativa De Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de seguro Social. La norma estipula que de previo a la aprobación de reglamentos sobre la relación de empleo con los trabajadores de la caja, con el fin de presentar observaciones y sugerencias se debe otorgar audiencia sobre el respectivo proyecto a los sindicatos de la institución. Lo cual considera es un trato discriminatorio con los empleados interinos, que no están asociados a un sindicato. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación de las partes.  RP
TRABAJO. 10593-12. AUDIENCIA PREVIA A LA APROBACIÓN DE REGLAMENTO A SINDICATOS Y FUNCIONARIOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 4 Normativa De Relaciones Laborales De La Caja Costarricense de Seguro Social. El accionante  solicita que  se  declare  la inconstitucionalidad de la norma, por considerarlo contrario al debido proceso, el derecho  de defensa, el derecho  a la igualdad y los principios de seguridad jurídica, equidad y legalidad, artículos 11, 33, 39 y 41 de la Constitución Política. Reclama que la norma establece que  previo a la aprobación de reglamentos sobre la relación de empleo, la Caja dará audiencia sobre el respectivo “proyecto”, a los sindicatos de la institución representantes del gremio y sindicato de empresa o de industria, para que se manifiesten al respecto, pero, sin mediar causa objetiva que así lo justifique, discrimina irrazonable y desproporcionadamente a las personas trabajadoras que   no se encuentran afiliadas   a ningún sindicato de la institución, ni en sindicatos gremiales, por lo que se omite participarlos de aquella audiencia, impidiendo  con  ello  que  manifiesten  de  igual  forma  las  observaciones  y sugerencias que estimen sobre reglamentos cuyas disposiciones también los afecta directamente. En primer término, estima esta Sala que de la simple lectura del texto de la norma impugnada, no se desprende una restricción o prohibición, para que los trabajadores que no estén afiliados a un sindicato o gremio, puedan pronunciarse sobre los proyectos  de reforma de las normas laborales. Por el contrario, se constata, que la norma lo que establece es que la Caja “dará audiencia” a los Sindicatos, sin que ello obste para que los demás trabajadores -afiliados o no a un sindicato o grupo- puedan presentar sugerencias, oposiciones o comentarios sobre el proyecto propuesto. En ese sentido, lo que el accionante impugna, es la supuesta omisión que contiene la norma, sin  embargo, el hecho de que la norma no establezca expresamente, una audiencia para los trabajadores no afiliados, no la hace per se inconstitucional, pues aún cuando no se exprese, lo cierto es, que tampoco se prohíbe la participación de los trabajadores en general, por lo que en ese punto, no puede considerarse que la norma sea discriminatoria, ni inconstitucional. De esta forma, al proyecto se le da difusión y publicidad a través de los medios que tiene a su disposición la institución, para que sus colaboradores tengan acceso, conocimiento y participación en el procedimiento. En  virtud de lo expuesto, estima  este Tribunal,  que  la  norma  no  resulta inconstitucional. Se rechaza por el fondo la acción. RF
TRABAJO. 10658-12. LIMITE DE SUBSIDIO POR INCAPACIDAD QUE DA LA CCSS, SEGÚN LA CANTIDAD DE COTIZACIONES.  Acción  de  inconstitucionalidad contra -artículo   34   del   Reglamento   de   Seguro   de   Salud.   La norma se impugna en cuanto establece un plazo máximo de 52 semanas, para el pago de subsidio por incapacidad.  Se considera que el subsidio debe ser solventado por la Caja Costarricense de Seguro Social por el tiempo necesario y no limitarlo aun plazo definido, pues el hecho de estar incapacitado  no es una condición propia o antojadiza del servidor, sino más bien una condición adversa para quien la afronte, debido al detrimento de su salud. Igualmente, estima inconstitucional el hecho de condicionar el pago de acuerdo con la cantidad de cotizaciones, pues ya que se le exige al empleado cotizar desde el 
mismo momento en que inicia su relación laboral, de igual forma se le debe exigirá la Caja cubrir el subsidio   de  acuerdo con el salario inmediato a la incapacidad. Se   declara parcialmente  con  lugar  la  acción.  En  consecuencia  se  anula  por inconstitucional  la  siguiente  frase  del  artículo  34  del  Reglamento  de Seguro  de  Salud  de  la  Caja  Costarricense  de  Seguro  Social,  emitido  por la  Junta  Directiva  de  esa  institución  en  la  Sesión  No.  7082  de  3  de diciembre  de  1996  "(...)  Los  subsidios  por  incapacidad  se  pagarán hasta  por  un  máximo  de  52  semanas.  No  obstante,  si  el  asegurado  ha cotizado  con  9  cuotas  mensuales  dentro  de  los  12  meses  anteriores  a  la fecha  de  la  incapacidad,  se  podrá  prorrogar  el  pago  de  subsidios  hasta  por  26  semanas  adicionales  en  los  términos  que  establece  el  Reglamento para  el  Otorgamiento  de  Incapacidades  y  Licencias.".  En  lo  demás,  se declara  sin  lugar  la  acción.  Esta  sentencia  tiene  efecto  declarativo  a partir  de  la  anulación  de  la  norma  impugnada,  sin  perjuicio  de derechos   adquiridos  de  buena  fe.  Comuníquese  a  la  Junta  Directiva  de la  Caja  Costarricense  de  Seguro  Social.  Reséñese  este  pronunciamiento en  el  Diario  Oficial  "La  Gaceta"  y  publíquese  íntegramente  en  el Boletín  Judicial.  Notifíquese.  Los  Magistrados  Mora  y  Rueda  salvan  el voto  y  declaran  sin  lugar  la  acción  en  todos  sus  extremos.  La Magistrada  Calzada  y  el  Magistrado  Castillo  ponen  nota. CL Parcial
TRÁMITE. 10566-12. SANCIONES ADUANERAS. Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo primero del artículo 242 de la Ley General de Aduanas. Acumúlese esta acción a la que se tramita en expediente número 12-003454-0007-CO.

TRÁMITE. 10567-12. SANCIONES ADUANERAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas. Ley 7557 y sus reformas. Acumúlese esta acción a la que se tramita en expediente número 12-003454-0007-CO.

TRIBUTARIO. 10575-12. IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto a Personas Jurídicas. Se acusa que la ley debió aprobarse por mayoría calificada y que es violatoria del derecho de propiedad, a la libertad de comercio y a la libertad de empresa. Se rechaza la acción por falta de asunto base y de legitimación. RP
TRIBUTARIO. 10579-12. PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto a Personas Jurídicas. Se acusa la ley cuestionada por considerar que los artículos 10 y 11 infringen el principio de caja única del Estado. Además, se alega violación al artículo 45 de la Constitución Política, en tanto el Registro Público  interpretó  que  la  Ley  dispone  la  cancelación  de  la  anotación  de documentos, en caso de morosidad de la persona jurídica. En el caso que se analiza, si bien es cierto el accionante presentó una impugnación ante el Director del Registro Público, no se acredita que la gestión se encuentre en la fase de agotamiento de la vía administrativa, pese a la prevención que se le formuló al respecto. De ahí que en relación con el alegato de violación al artículo 45 de la Constitución Política, la acción deba ser rechazada de plano. En cuanto a la violación al principio de caja única alegada por el accionante, désele curso a la acción por estar frente a un tema de intereses difusos que no requiere de asunto base. Se rechaza de plano la acción en cuanto al alegato de violación al artículo 45 de la Constitución Política. En cuanto a la violación al principio de caja única, désele curso a la acción. RP y Curso

AMBIENTE. 11064-12. FUMIGACIÓN CON PLAGUICIDAS. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 34202. Reforma al artículo 70 del Decreto Ejecutivo 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP. Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola. La norma se impugna en cuanto consideran que es inconstitucional, en tanto se redujo la distancia de protección de las áreas donde no deben aplicarse  los plaguicidas, lo cual traerá graves perjuicios para la salud y para el ambiente por la cantidad de bananeras que hay en Limón sobretodo en Bananito, los mantos acuíferos y las pocas o casi inexistentes zonas de amortiguamiento. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota. SL
COLEGIOS PROFESIONALES. 11020-12. REQUISITO DE INCORPORACIÓN AL COLEGIO DE OPTOMETRISTAS. Acción de inconstitucionalidad contra el acto Administrativo de la Junta Directiva del Colegio de Optometristas. Acuerdo COCR-066-12. El acto impugna dispone que no se permite la incorporación al Colegio de Optometristas a quienes cuenten con el grado de bachiller, lo que a juicio de la accionante no es precisamente lo que establece la ley. Se rechaza de plano la acción en razón del objeto. Se rechaza de plano la acción. RP


COLEGIOS PROFESIONALES. 11066-12. LIMITACIONES PARA CONOCER ASUNTOS UNA VEZ CONCLUIDA LA RELACIÓN LABORAL. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 62, párrafo primero del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. La norma se impugna en cuanto dispone sin sujeción a plazo alguno una sanción, prohibición o restricción perpetua e indefinida para el ejercicio de su derecho al trabajo. Dicha norma imposibilita al profesional en derecho a dar patrocinio en casos en lo cuales fueron de su conocimiento o tramitación cuando fungía como funcionario público, o en los cuales sean tramitados en la oficina de la cual es ex funcionario. Señala que en resolución administrativa, se impuso al recurrente una sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio profesional hasta por un año, por cuanto fungió como juez integrante decisor en la sentencia cuya ejecución se había planteado. No obstante, dicha norma no contempla un plazo determinado a partir del cual un ex funcionario judicial o público pueda llevar el patrocinio de un proceso, con lo que se somete al administrado a una prohibición ad perpetua. Aclara que al momento de presentar el proceso de ejecución de sentencia tenía casi de 1 año y 4 meses de haber cesado su relación laboral, ante su jubilación del puesto que desempeñaba en el Poder Judicial.  En este caso, considera la Sala que la norma cuestionada resulta útil para prevenir la corrupción judicial, en la medida que mengua la posibilidad de que un juez emita criterio con base en algún interés externo y no en su íntima convicción jurídica. Por lo demás, la norma cuestionada evita que un abogado litigante goce de una ventaje ilegítima al tener acceso a informaciones y relaciones privilegiadas, en función de su previo desempeño como juez en el caso que anteriormente conoció, y en el que luego pretende patrocinar. Ahora bien, cabe advertir que la norma prohíbe al abogado que cesó labores en la judicatura patrocinar en “asuntos” que antes conoció como juez, es decir, la restricción no se refiere a patrocinar “personas” que hubieran actuado como partes procesales, sino a patrocinar “en asuntos”, esto es, en casos cuya tramitación, resolución o ejecución definitivas no hayan concluido. Se declara SIN LUGAR la acción. SL
PENAL. 10988-12. JUICIO DE REENVÍO. Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia de los Tribunales encargados de resolver los recursos de revisión de sentencias de la Sala Tercera y Tribunales de Casación Penal. Se acusa que una vez declaradas con lugar las demandas de revisión, se dispone el juicio de reenvío, a pesar de que se debe determinar nuevamente si se acreditan los hechos acusados y la culpabilidad del imputado, lo que considera violatorio del artículo 14.7 del Pacto de Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Cita las sentencias 1160-11, 1289-10, 221-07, 1212-05 del Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial de San José y las 48-07, 602-07, 1278-10, 464-07 y 1094-06 de la Sala Tercera. En este caso, resulta que el reenvío para nuevo juicio en cuestión no es de 
creación jurisprudencial, sino que está contemplado expresamente en el artículo 416 del Código Procesal Penal.   De modo que no se está en los casos en los cuales esta Sala ha admitido la acción de  inconstitucionalidad  contra  la jurisprudencia reiterada de los Tribunales de Justicia, pues existe una norma positiva que dispone lo que se reclama como creación jurisprudencial. En este orden de ideas, y dado que el accionante únicamente interpone la acción contra la jurisprudencia y no contra la norma que le sirve de sustento, la acción es inadmisible, ya que esa jurisprudencia no puede ser objeto de impugnación en la vía de constitucionalidad de forma independiente del artículo que establece,  precisamente, la posibilidad  que el Tribunal de Casación Penal o la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia dispongan el reenvío de una causa penal para nuevo juicio al resolver un recurso de revisión.  Por ello, la acción es inadmisible en cuanto al objeto impugnado. Se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 11003-12. DELITO DE ASOCIACIÓN ILÍCITA. Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo primero del artículo 274 del Código Penal vigente, reformado por la Ley 8127 del 29 de agosto del 2001, únicamente en el aparte que dice: “por el solo hecho de ser miembro de la asociación”. La norma tipifica el delito de Asociación ilícita, basando la culpabilidad en una responsabilidad penal y no en una acción, ya que se es culpable solo por “lo que se es” lo cual resulta contrario al Derecho de la Constitución En este caso, se rechaza por el fondo el recurso con base en la sentencia 16971-08. Se rechaza por el fondo la acción. RF
PENSIÓN. 10986-12. REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR ORFANDAD. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 18 Inciso C Del Reglamento de Invalidez, Vejez Y Muerte De La CCSS. La norma se impugna en cuanto exige que el asegurado haya cotizado un mínimo de 12 cuotas durante los últimos 24 meses anteriores a su muerte, para que proceda  el otorgamiento del beneficio de pensión, lo cual resulta irracional y desproporcionado, pues  aún cuando se hayan aportado al sistema las cuotas necesarias, si éstas no fueron aportadas dentro de los 24 meses anteriores a la muerte del asegurado, sus beneficiarios no pueden obtener el beneficio de pensión, lo que contraviene los principios de universalidad, solidaridad, equidad y seguridad social,  y desprotege el interés superior del menor. Además, el Estado debe procurar la protección especial de los menores y de las personas adultas mayores, con el fin de que éstos puedan disfrutar de una mejor calidad de vida. En ese sentido,  las personas  que aportan al sistema de pensiones, se les debe otorgar una pensión de acuerdo con los montos con los que ha contribuido. Señala la Sala que el régimen de pensiones y jubilaciones, dispuesto en el artículo 73  de la Constitución  Política,  dentro  del  cual  se  enmarca  la  norma  impugnada, corresponde a la modalidad llamada régimen contributivo de seguridad social. En definitiva, la Sala ha señalado en forma constante que el derecho a la jubilación, como cualquier otro derecho, está sujeto a condiciones y limitaciones, unas y otras solamente en cuanto se encuentren previstas por las normas que las reconocen  y garantizan, y ademán resulten razonablemente necesarias para el ejercicio del derecho mismo, de acuerdo con su naturaleza y fin. Este Tribunal estima que los mencionados porcentajes resultan razonables ya que ni siquiera llegan a alcanzar una décima parte del mínimo de cotizaciones requerido para la obtención de una pensión por vejez o invalidez. Asimismo, permite la sostenibilidad del régimen, a pesar del plazo de dos años de cotización, que es un lapso muy corto para la consolidación de un régimen contributivo, razón por la cual, se declara sin lugar la acción. SL
PENSIÓN. 11063-12. SE ACUSA QUE EL RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DEBE HACERSE EN EL MOMENTO EN QUE NACE EL DERECHO, NO HASTA QUE SE SOLICITA FORMALMENTE. Acción de inconstitucionalidad contra Numeral 2), párrafo primero, y párrafo segundo, del Artículo 19 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna en cuanto establece que el derecho de pensión se adquiere a partir de la solicitud si reúne todos los requisitos legales o en el momento en que la persona hace retiro efectivo del trabajo por habérsele comunicado su derecho a la pensión. En ese sentido, se considera que la pensión debe otorgarse desde el momento en que nace el derecho, y no a partir del momento en que se solicita, pues en muchos casos la persona posee el derecho a pensionarse, pero por cuestiones de índole administrativa, incluso no atribuibles al beneficiario, no se ha declarado el derecho o bien, no se ha podido presentar la solicitud de pensión. Se reclama que la norma es inconstitucional porque vulnera el derecho a pensionarse y a gozar de una vida digna, ya que el reconocimiento de la pensión a partir de la fecha en que se solicita, retarda el disfrute del derecho, afecta el  monto de la pensión y por ende sus reajustes.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 10985-12. CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS. CALCULO DE CESANTÍA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros que rigió desde el 29 de febrero del 2004 al 28 de febrero del 2006 y contra el mismo artículo de la Convención Colectiva vigente. La acción esta dirigida a la declaración de inconstitucionalidad de una norma derogada, pues si bien perdió vigencia desde el ano 2006, mientras no se declare su inconstitucionalidad, esta podría ser aplicada para resolver situaciones jurídicas que estén en discusión en estrados judiciales.  Estima que la norma lesiona los principios de igualdad, razonabilidad, racionalidad, proporcionalidad, justicia, moralidad, control efectivo del sano manejo de los fondos públicos, rendición de cuenta y la adecuada distribución de la riqueza que persigue el Estado conforme al Derecho de la Constitución. Asimismo, considera que es contraria a lo dispuesto en los artículos 33, 50, 56, 68 y 74 de la Constitución Política. La norma dispone: “Artículo 161 de la Convención Colectiva. Reglas comunes al preaviso y al auxilio de cesantía. "(...) La indemnización correspondiente se calculará sobre el promedio de los salarios devengados por el extrabajador durante los últimos 6 (seis) meses de su relación laboral o la fracción menor resultante, si no hubiere ajustado este término. Para los efectos de este artículo los cálculos considerarán todas las sumas pagadas al extrabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos, las vacaciones compensadas y las vacaciones no disfrutadas, auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos y prácticas del Instituto, -como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de primas de seguro de vida y accidentes, beneficios médicos, subsidios para estudios y otros. (...)".  Alega el accionante que los beneficios que la norma otorga son violatorios del principio de legalidad, del principio de igualdad ante la ley de todos los ciudadanos de la República, de los principios de proporcionalidad y de razonabilidad, exceden los derechos concernientes al pago del auxilio de cesantía, y contravienen les deberes de austeridad y moralidad administrativas. La disposición consagraba la obligatoriedad del INS, en perjuicio de la Hacienda Publica, de incorporar en el cálculo de las prestaciones Iaborales para sus extrabajadores, entre otros rubros, las sumas que se hubieran acreditado correspondientes a vacaciones no disfrutadas al momento del término de la relación Iaboral. La norma convencional de comentario, si bien de conformidad con el articulo 58 inciso e) del Código de Trabajo, perdió su vigencia el 28 de febrero del 2006, pues fue denunciada por la Administración del INS desde el 27 de enero de ese año a través de oficio PE-20060055 6-0094-2006, es invocada por extrabajadores en procesos judiciales reclamando su aplicación, con grave perjuicio para las finanzas publicas, de obtener sentencias favorables. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional del artículo 161 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, en su versión reformada y vigente hasta el 28 de febrero de 2008 con las siguientes frases “las vacaciones compensadas y las vacaciones disfrutadas,”. Es constitucional en cuanto dispone: “. ..todas las sumas pagadas al extrabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos, (...) auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos y prácticas del Instituto, como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de primas de Seguro de Vida y Accidentes, Beneficios Médicos, Subsidios para Estudios y otros” y “A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Protección al Trabajador No. 7983, el Instituto continuará respetando los derechos adquiridos en cuanto a los años ya acumulados de cesantía, en la antigüedad y forma de cálculo establecida en esta Convención”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia en que comenzó a regir la reforma de la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El magistrado Jinesta Lobo rechaza de plano la acción y da razones diferentes. CL Parcial
TRABAJO. 11065-12. JURISPRUDENCIA SOBRE PROPINA. Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, vertida en los votos números 1999-00381, 2007-000865 y 2010-000276. La jurisprudencia establece que la propina legal a la que tiene derecho un salonero por el servicio en las mesas es de naturaleza salarial. Considera el recurrente que la jurisprudencia impugna lesiona el artículo 7 de la Constitución Política en tanto viola los 95 y 172 de la Organización Internacional del Trabajo, al contener un concepto de salario y propina contraria a lo que disponen estos convenios. Asimismo, lesiona los artículos 11, 105 y 121 inciso 1) de la Constitución Política, los cuales señalan que los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad, que la potestad de legislar reside en la Asamblea Legislativa y quien ostenta 1a legitimación de dar interpretación auténtica a una ley es la Asamblea Legislativa y no la Sala Segunda como se pretende mediante jurisprudencia, a considerar que la propina tiene carácter salarial pese a que 1a Ley 4964 y sus reformas nunca lo dispuso así. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Rueda salva el voto y declara con lugar la acción. SL
TRANSITO. 10998-12. SANCIÓN DE PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA. 
Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 71 bis incisos d), e) y f) y 71, en relación con las conductas típicas en los artículos 132 inciso f), 133 inciso e) y 134 inciso c) de la Ley de Transito por Vías Públicas y Terrestres.  Se deniega el trámite a esta acción porque no se cumplió la prevención que se le hizo al recurrente. DT
TRIBUTARIO. 11067-12. IMPUESTO A LA MÚSICA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 49 del Decreto Ejecutivo No. 24611-J. La norma se impugna en cuanto lesiona el principio de reserva legal al otorgar potestades a las Sociedades de Gestión Colectiva para establecer “licencias de carácter general” con repertorios globalizados, lo cual contradice tanto la ley como el Convenio de Berna que especifica la utilización de un repertorio específico y no uno en abstracto. Estima que vía reglamentaria se autoriza la imposición de “tarifas generales” lo cual supone la imposición de un “impuesto a la música”. Adicionalmente, manifiesta que el Decreto Ejecutivo 24611-J del 24 de setiembre de 1995, que es el Reglamento General de Derechos de Autor, derogó tácitamente el Decreto 23485-J del 26 de julio de 1994. Ambas  normativas regulan la misma ley, con la excepción que el Decreto 24611-J corresponde al Reglamento General de la Ley y el Decreto 23485-J solamente regula un artículo de la misma (el 50). Estése el accionante a lo dispuesto por esta Sala en la Sentencia No. 8626-2011 de las 14:30 hrs. de 29 de junio de 2011, en cuanto a la violación a los principios de jerarquía de las normas y de reserva de ley. En lo demás, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota. Estése y SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 9253-12. PROYECTO A LA LEY DE TRÁNSITO. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. Expediente No. 18.032. Se evacua la consulta formulada en los siguientes sentidos: a) el texto del artículo que los consultantes identifican como número 168, pero cuyo texto corresponde al artículo 166 del Proyecto, según versión final emanada de la Comisión de Redacción que consta en el expediente legislativo no infringe los principios constitucionales legalidad y debido proceso. b) el texto del artículo que los consultantes señalan como número 135, pero cuyo texto corresponde al numeral 133 de la versión del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Redacción, visible en el Expediente legislativo, no lesiona los derechos y principios constitucionales señalados por los consultantes; c) no existe la lesión a los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la pena que acusan los consultantes respecto del texto del proyecto de ley que reforma el artículo 254 bis del Código Penal. La Magistrada Calzada salva el voto y reitera su criterio expuesto en la resolución número 2012-009253 de las catorce horas con treinta minutos del diecisiete de julio de dos doce. El Magistrado Jinesta coincide con la mayoría salvo en lo relativo al artículo 166 del proyecto de ley consultado que estima es inconstitucional. Evacuada

BANCARIO. 11472-12. BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Ley número 7031 del 14 de abril de 1986. Frase “no estatal”. Por conexión el artículo 47 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Ley número 7031 del 14 de abril de 1986, introducida mediante artículo 167 inciso c de la Ley número 7758 del 03 de noviembre de 1995. Frase “a excepción del artículo 4” Se acusa que el Banco Popular es un banco del Estado sin garantía estatal, aún cuando los ahorrantes del BPDC son voluntarios, con sujeción a las mismas regulaciones legales, de fiscalización y supervisión financiera, que el resto de los bancos del Estado. Se rechaza la acción porque no es un medio para amparar el derecho que se considera lesionado, el actor no tiene legitimación y el objeto de la acción constituye un tema de mera legalidad. RP 

COMERCIO. 11476-12. RETIRO DE SOCIEDADES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 32 bis del Código de Comercio. La norma se impugna en cuanto el accionante alega que la empresa Inmobiliaria Los Jardines S.A., actualmente Cariari Country Club, Sociedad Anónima, como organización mercantil y respetando las disposiciones contenidas en el Código de Comercio, aprobó sus normas societarias incorporadas en sus estatutos sociales, que han regido entre otros aspectos los derechos de los socios. En la fecha en que fue aprobado el régimen societario, no se incluyó el derecho de receso, ni tampoco se adoptó ninguna previsión en ese sentido. La incorporación al régimen societario del derecho de receso es el resultado de la decisión del legislador al adicionar el artículo 32 bis del Código de Comercio, aquí impugnado, por lo que es un acto posterior y unilateral. El promovente estima que se trata de una intromisión legislativa arbitraria e injustificada, que altera el funcionamiento y fines del Club, así como de toda sociedad, y desconoce la libertad contractual y de asociación de todos sus miembros activos, en detrimento de situaciones jurídicas consolidadas. Señala que la normativa accionada añade la posiblidad de que los socios puedan separarse anticipadamente de la sociedad, con el consecuente reembolso del capital aportado. Agrega que la inclusión de este numeral en el Código de Comercio no ponderó correctamente sus efectos, ni resolvió apropiadamente su aplicación en el tiempo y espacio. Explica que los efectos del reconocimiento del derecho de receso a toda organización mercantil vienen a afectar y modificar claramente el funcionamiento establecido por las sociedades consolidades antes de su inclusión, lo cual violenta también el principio de irrectroactividad de la ley y a su vez, escapa del ámbito del numeral 28 de la Constitución Política, por cuanto invade la libertad de autoregulación que poseen las sociedades mercantiles. Agrega que el estatuto o contrato de la sociedad es la expresión de la voluntad de los asociados que rige el accionar de la misma respecto a un fin común, de modo que determinan todos sus componentes y reglas referentes a su organización y funcionamiento, ello con fundamento en el principio de libertad consagrado en los artículos 25 y 46 constitucionales. Estima que la garantía constitucional de irrectroactividad de la ley, se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede tener la consecuencia de provocar una modificación perjudicial a una situación jurídica consolidada, y libremente convenida. Sin embargo, alega que dicha norma invade el ámbito privado de la sociedad, sin motivo de orden público y con efecto retractivo, excediendo con ello los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad. Se rechaza la acción porque no se cumple el requisito de un asunto pendiente de resolver. Finalmente, -y en esta misma línea de  razonamiento-  no  sobra  señalar  que  con  esta  decisión,  el  Tribunal Constitucional no emite criterio alguno sobre la existencia o no de cosa juzgada en relación con el derecho  de receso  en el proceso  civil, pues para rechazar esta acción basta constatar -tal  y como se ha hecho- que existe una resolución judicial válida y eficaz la cual mientras no sea anulada ha resuelto ya la cuestión del derecho de receso y ha cerrado la posibilidad de que el proceso civil en cuestión sirva de base para discutir la constitucionalidad del citado derecho de receso tal y como se ha intentado. Se rechaza de plano la acción. RP
EDUCACIÓN. 11473-12. CAUSALES DE SEPARACIÓN DE POSGRADO EN LA UNED. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad Estatal a Distancia. La norma que se impugna dispone lo siguiente: “Si un estudiante en un mismo cuatrimestre obtiene dos (2) cursos o más, una nota inferior a ocho (8,0), quedará automáticamente separado del programa”. Manifiesta que, con base en dicha norma y, mediante el oficio SEP-MDTSS-012-2012, fue separado de la Maestría Profesional en Derecho del Trabajo y Seguridad Social, pues perdió dos materias en un mismo cuatrimestre, impidiéndosele, de esta forma, terminar sus estudios y negándosele el derecho a la educación superior y al debido proceso, así como sometiéndolo a un tratamiento cruel e inhumano. El artículo impugnado, afirma, limita e impide, en forma arbitraria y desproporcionada, que el estudiante a nivel de maestría pueda continuar sus estudios superiores, al condicionar su permanencia a los resultados académicos o a los propios méritos y, además, se arroga la facultad de excluir o expulsar al estudiante que no apruebe dos o más materias sin tomar en cuenta aspectos de carácter familiar, de salud, de aprendizaje u otros y, en general, desconoce y minimiza los derechos de los estudiantes. Añade que al regular, por medio de la norma cuestionada, la exclusión o expulsión automática, se coloca en estado de desigualdad al estudiante, porque no se le permite ninguna otra opción académica en torno al programa de estudio y, de ahí, que se esté propiciando una desigualdad de trato entre las facultades de la universidad y el estudiantado. Como  ya  lo  señaló  este  Tribunal…los instrumentos internacionales de Derechos Humanos establecen que el ingreso y permanencia en los centros de enseñanza superior se realiza “sobre la base de la capacidad de cada uno” y el “deseo de aprovechar los recursos”;  es decir el esfuerzo y la dedicación personal del estudiante. La Sala considera, contrario a lo sostenido por el accionante, que los resultados académicos sí son un parámetro objetivo, basado en los propios méritos, para determinar la permanencia o no de un estudiante en el sistema de estudios de posgrado de la Universidad. Nótese que la norma va dirigida a un particular tipo de estudiante que es el de nivel de posgrado donde la exigencia es mucho mayor precisamente por la excelencia académica que se espera de los alumnos que, voluntariamente, han decidido continuar sus estudios luego de la obtención de su título universitario de grado. Un estudiante que durante un ciclo lectivo ha obtenido un promedio inferior a 8,0 en al menos la mitad de los cursos del bloque, es un estudiante que, verdaderamente, debe de valorar  real  y efectivamente,  la  posibilidad  de  continuar  sus  estudios universitarios. La disposición prevista en la norma impugnada resulta una medida adecuada con el fin propuesto por las autoridades universitarias que es asegurar que los estudiantes que deseen proseguir sus estudios  de posgrado  tengan un rendimiento  académico  suficiente  que  los  haga  merecedores  del  título universitario.  En  ese  sentido,  este  Tribunal  no  estima  irrazonable  o desproporcionada, la norma impugnada. Se declara SIN LUGAR la acción. SL
PENAL. 11474-12. COMISO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 62, 110 y 106 incisos 2) y 3) del Código Penal en concordancia con el artículo 40 del Código Contencioso Administrativo. 
Consideran que siendo la sanción en vía penal de índole civil, debe contar con la posibilidad de ser impugnada en vía contenciosa, por esa razón, se acusa que las normas permiten el comiso en casos penales, no dan un adecuado derecho de defensa. En este caso, no se cumplen los requisitos de admisibilidad que establece la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por lo que procede rechazar de plano la acción. RP
PENAL. 11508-12. JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA APLICACIÓN DEL TRANSITORIO III DE LA LEY DE APELACIONES. Acción de inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia que interpreta el transitorio III de la Ley 8837, “Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnaciones e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal”. La jurisprudencia se impugna en cuanto impide la readecuación de los recursos de casación en un recurso de apelación, tornando el trámite del transitorio III de la Ley 8837 para la adecuación del recurso, en un proceso formalista y rígido, con mayor complejidad que la misma interposición de un recurso de apelación de sentencia. Señala tres resoluciones de la Sala Tercera en las cuales se evidencia ese criterio, que son las sentencias 104-2012, 140-2012 y 218-2012. Manifiestan que la Ley 8837 de cita, dispuso que para los casos en trámite una vez que entrara en vigencia la ley y se hubiera alegado con anterioridad la vulneración al artículo 8.2 h) se brindaría un plazo para readecuar el recurso de casación en una apelación. La misma ley dispuso en el artículo 462, que la admisibilidad del recurso de apelación estaría a cargo del Tribunal de Apelación de Sentencia. Pese a ello, en los casos en que la Defensa Pública realizó un recurso en contra de la sentencia condenatoria y solicitó expresamente la readecuación del recurso de casación a un recurso de apelación, por considerar que el recurso de casación no satisface los requerimientos del artículo 8.2 h), la Sala Tercera impidió la readecuación del recurso y rechazó la solicitud realizada, resolviendo mantener la impugnación como recurso de casación, pese a que en todos los casos señalados, las partes impugnantes presentaron un recurso de casación por ser la legislación vigente al momento de impugnar la sentencia, solicitaron la aplicación del transitorio III de la Ley 8837 y alegaron la vulneración al 8.2 h) de la Convención Americana de Derechos Humanos, por considerar que el recurso de casación no permitía el examen integral del fallo, ni permitía realizar los reclamos de conformidad con la amplitud que requiere el recurso en los términos señalados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Aducen que los argumentos brindados por la Sala Tercera para el rechazo de la readecuación, parten de que el impugnante, para tener derecho a la readecuación del recurso, tiene la obligación de demostrar la diferencia que implica que su recurso sea analizado como casación y no como apelación, y concretar en qué consiste el agravio. Refieren que en la jurisprudencia se aplican cambios semánticos a la legislación, y le atribuyen al legislador requisitos para la “conversión” del recurso y no para la simple readecuación como establece la norma, pues no es lo mismo convertir un recurso, es decir, transformarlo en algo distinto a lo que era, que simplemente adecuarlo, esto es, acomodarlo a la nueva legislación. Bajo ese concepto, surge la exigencia para la Sala, ya no solo alegar que el recurso de casación no era el mecanismo más idóneo para obtener la revisión integral del fallo, sino que el término alegar implica para la Sala Tercera la acepción más compleja, y se traduce en la obligación de realizar una argumentación extensa, que permita convencer a los magistrados de las insuficiencias del recurso de casación como mecanismo idóneo para conocer los reclamos que se están planteando. Agregan que alegar y concretar el agravio en los términos que lo hizo la defensa, al señalar que el recurso de casación se interpone  por ser el único mecanismo legal vigente, pero que para dar plena vigencia al 8.2 h) de la Convención Americana de Derechos Humanos es esencial la readecuación a un recurso de apelación que permite la revisión integral del fallo, es insuficiente para la Sala Tercera y obliga a mantener el recurso de casación. Dichas exigencias, responden a una visión formalista, excesivamente desfavorable en perjuicio de las partes. La jurisprudencia cuestionada, conlleva un perjuicio adicional para la persona cuyo recurso se conoció como una casación, pues con la reforma actual, al conocerse como recurso de apelación, la persona condenada tiene la facultad de interponer un recurso de casación ante la Sala Tercera, ya sea por la existencia de precedentes contradictorios, o por la violación  a una norma de carácter sustantivo o procesal en la resolución del recurso de apelación. Además, con la entrada en vigencia de la Ley 8837 se eliminó la causal de revisión por violación al debido proceso, es decir, quienes obtienen una respuesta de la sede de casación, no sólo se ven privados de una revisión integral del fallo en los términos que posibilita  la nueva legislación, que obliga al Tribunal de Apelación a revisar tanto lo alegado por la parte como el juicio que se desarrolló, el expediente, y declarar de oficio los vicios absolutos que se advierten, sino que perdieron la garantía de la revisión por violación al debido proceso contenida en el artículo 408 inc. g) del Código Procesal Penal, que permitía solventar los errores en que se había incurrido en el trámite de un expediente. Situaciones que van en perjuicio del tutelado y en contra de lo dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Castillo y Rueda salvan el voto y declaran con lugar la acción, con razones diferentes. SL
PODER EJECUTIVO. 11491-12. SE CUESTIONA OCUPACIÓN DE INSTALACIONES DEL LICEO DE COSTA RICA POR PARTE DEL MOPT. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1 de la Ley No. 5570 del 30 de agosto de 1974. La norma se cuestiona señala que: “al trasladarse los talleres y demás instalaciones al Ministerio de Obras Públicas y Transportes a sus nuevas instalaciones, traspásese el Liceo de Costa Rica (Diurno), representado por su Junta Admnistrativa, la manzana ubicada al Sur del edificio del Oeste, con sus edificaciones,  destinadas a ampliar la planta física de dicho Colegio” . Se acusa que en más de 30 años el MOPT ocupa instalaciones del Liceo de Costa Rica, por lo que solicita que se ordene su desalojo del inmueble, por lesionar, a su juicio, varios derechos fundamentales. Se archiva el expediente por estar pendiente la acción número 12-8303, que se trata del mismo tema. Archívese el expediente.
TRABAJO. 11475-12. PROPINA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4 de la Ley de Propinas. Ley 4946 del 03-02-1972, reformada por ley 5635. Los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores. Cualquier suma que por ese concepto, deje de percibir el trabajador por causa imputable a patrono se considerará como una deuda de éste con aquél. Con relación al monto se le aplicarán al patrono las mismas disposiciones y sanciones que el Código de Trabajo establece para todo lo relacionado con el salario. Se cuestiona el que se interprete la propina como parte del salario. Esta acción estaba suspendida por otra, en vista de que por voto 11065-12 se resolvió, se rechaza por el fondo la acción. RF

TRANSITO. 11478-12. MULTAS DE TRÁNSITO AUMENTAN UN 30% CUANDO SE ES CONDENADO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso m) y 134 inciso h) en relación con el artículo 94 de la Ley de Tránsito. Se sanciona al conductor que adelante otro vehículo y cause daños, además, si es condenado en juicio se aumenta la multa en un 30%. A juicio del accionante la multa es desproporcionada. Se rechaza de plano la acción por ser omisa en cuanto al planteamiento de los artículos cuestionados. Se rechaza de plano la acción. RP
TRANSITO. 11479-12. SANCIÓN CON REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 71 bis incisos d) e) y f) en relación con los artículos 132 inciso i), 133 h) y e) y 134 c) de la Ley de Tránsito. Se impugna la sanción de rebajo de puntos de la licencia a choferes de vehículos, los cuales aseguran, no tienen responsabilidad directa sobre el estado del automotor. En este caso, se incumplen los requisitos de admisibilidad necesarios, por lo que procede rechazar de plano la acción. RP
TRANSITO. 11504-12. MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 130 inciso b) y 139 d) de la Ley de Tránsito. Se acusa que la multa por conducir sin licencia es irrazonable y desproporcionada. En este caso, el recurrente presenta una acción sin los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, pro lo que procede rechazar de plano la acción. RP
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 12226-12. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA CON AUSTRALIA. Consulta legislativa del proyecto de  "Aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Australia para el Intercambio de Información en Materia Tributaria", expediente legislativo número 18.288. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto de "Aprobación del Acuerdo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Australia para el Intercambio de Información en Materia Tributaria", expediente legislativo número 18.288 no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en su trámite legislativo ni en su contenido. Notifíquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
ASOCIACIÓN. 11872-12. SANCIONES CONTRA MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS DE ASOCIACIONES DE DESARROLLO INTEGRAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 42 del Decreto Ejecutivo No. 26935-G de 20 de abril de 1998. La norma se impugna en cuanto la accionante considera que al contener en su redacción el término: "actos graves", sin que se especifiquen las conductas constitutivas como "falta grave", constituye un tipo penal en blanco que está siendo utilizado discrecionalmente por sus acusadores dentro de un procedimiento sancionatorio, que no permite individualizar la conducta prohibida, lo cual, podría resultar en la imposición de una sanción administrativa que implicaría la pérdida de su condición como Presidenta de la Junta Directiva de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva del Territorio Indígena de Térraba. Se rechaza de plano la acción porque la invocatoria de inconstitucionalidad no fue hecha por el accionante y el asunto base no se encuentra en fase de agotamiento de la vía administrativa. Se rechaza de plano la acción. RP
ASOCIACIÓN. 11951-12. REQUISITOS PARA CONSTITUIR ASOCIACIONES DEPORTIVAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 46 al Reglamento de la Ley 7800 de la Creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación y del Régimen Jurídico de la Educación Física. Dado por la Presidencia de la República el 18 de agosto del 2.000. La norma impugnada señala que las asociaciones de primer grado serán las constituidas en su acto de fundación, por un máximo de diez personas, cuyo fin sea el deporte o la recreación. Acusa el recurrente que el que se limite a un número de personas la constitución de una asociación, es violatorio de los artículos 25 y 33 constitucionales. Se deniega el trámite por no haber cumplido prevención. Se deniega el trámite a esta acción. DT


BANCARIO. 11879-12. PRESENCIA DE GERENTES O APODERADOS DE BANCOS EN REMATES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 71 inciso 5 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. La norma establece que en la participación de remates, no es necesario que se haga presente el Gerente o el abogado del Banco, que es suficiente con el abogado que lleve la dirección profesional del caso. A juicio del accionante, esta norma es contraria al artículo 33 de la Constitución Política. Una vez revisados los argumentos alegados por el accionante, este Tribunal considera que la diferenciación establecida en la norma impugnada resulta razonable. Es evidente y notorio que a causa del giro comercial y financiero de los bancos del Sistema Bancario Nacional las operaciones crediticias en las que se exigen garantías reales se cuentan por cientos o por miles, las que, en caso de incumplimiento, son ejecutadas en sede judicial. No ocurre así con otras entidades, donde el volumen de sus operaciones crediticias con garantías reales es ínfimo o poco significativo. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada salva el voto y declara que la norma no es inconstitucional, en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase "siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido" del artículo 71 inciso 5) de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, la autorización a la cual se hace alusión para los abogados ahí señalados, se entienda en los mismos términos y requisitos que la exigida para todos los demás abogados que no integran el Sistema Bancario Nacional, de manera que su participación en los remates judiciales sea en igualdad de condiciones. RF
COMERCIO. 11887-12. SANCIONES IMPUESTAS EN LEY DE LICORES. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 29 párrafo segundo de la Ley
de Licores. Las normas sancionan a los dueños de los negocios que incumplen con las disposiciones legales en sus negocios, incluso, con el cierre del local comercial. En el caso concreto se acusa que se sancionó por no respetar la hora de cierre y por tener máquinas de juego en el lugar. Se rechaza de plano la acción por carecer de asunto base. Se rechaza de plano la acción. RP
EDUCACIÓN. 11876-12. PRUEBA DE IDIOMA EXTRANJERO EN BACHILLERATO. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 109, 110 Y 111 Del Reglamento De Evaluación De Los Aprendizajes 35355-Ministerio de Educación Pública. Se cuestiona la obligación de ganar un examen de idioma extranjero para obtener el título de bachillerato en educación media. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación. Se rechaza de plano la acción. RP

EDUCACIÓN. 11878-12. INTEGRACIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR DE EDUCACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la Ley Orgánica del Consejo Superior de Educación, No. 1362 del 08-10-1951. Se indica que el Consejo Superior de Educación estará integrado entre otros miembros, por un representante de una Asociación de Educadores inscritas, sin tomar en cuenta otros sectores de la sociedad como todas la universidades, iglesias, Juntas de Educación, etc, que igualmente actúan en el ámbito educativo. Se acusa que la única asociación presente en el Consejo es ANDE.  Se rechaza de plano la acción porque el recurrente no tiene legitimación para accionar. RP
FAMILIA. 11933. UNIÓN DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 242 del Código de Familia. Ley No. 7532 del 08 de agosto de 1995. Publicada en La Gaceta No. 162 del 28-08-1995. Se acusa que la ley hace una diferencia entre la unión de hecho entre personas heterosexuales y personas homosexuales, cuando debería eliminarse de la norma la frase que reconoce la unión de hecho “entre hombre y mujer”. Se cita jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza  por  el  fondo  la  acción.  Los  Magistrados Armijo,  Jinesta  y  Cruz,  salvan  el  voto  y declaran  con  lugar  el recurso. RF
FAMILIA. 11885-12. RENUNCIA A BIENES GANANCIALES. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 41 Del Código De Familia. La norma regula lo relativo al derecho de participar en la mitad del valor neto de los bienes gananciales constatados en el patrimonio del otro y lo que se refiere a la renuncia de los mismos. Considera la accionante que la renuncia a los bienes gananciales no constatados en el patrimonio del cónyuge, no puede ser general, debe ser específica. Analizados los argumentos del recurrente y citada jurisprudencia de la Sala sobre el tema, se desprende que los cónyuges deciden al momento de la disolución de su matrimonio o ante una separación, en primer término, cómo distribuir sus bienes gananciales; y solo en defecto de acuerdo alguno, aplica el régimen establecido en el artículo impugnado, obteniendo cada cónyuge el derecho al valor del 50% de cada bien obtenido  a título oneroso  dentro de la sociedad conyugal. Ahora bien, igualmente se respeta la expresión de la voluntad de las partes si deciden repartirlo de diversa manera o si renuncian a alguno o a todos los bienes, pues ello es parte del derecho a la autonomía de la voluntad de las personas. Asimismo al existir una vía jurisdiccional y procesal adecuada  para la inclusión de bienes gananciales con posterioridad  a los momentos indicados  en el artículo 41 del Código de Familia, es dentro de ese proceso donde finalmente se constata esos otros  bienes  gananciales,  con  las  consecuencias  de  repartición  que  fueron acordadas por el legislador, aprobadas en su momento por las partes en ejercicio de su autonomía de la voluntad, o las determinadas por el juzgador en cada caso concreto a la luz de esas previsiones legislativas o personales.  Así las cosas, este Tribunal considera que de acuerdo a sus precedentes la acción resulta inadmisible, por no estimar que con los argumentos dados por la accionante  la normativa en cuestión violente la protección de la familia dispuesta en el artículo 52 constitucional,  ya que como  se indicó, el régimen patrimonial adoptado por nuestro país es una cuestión de discrecionalidad del legislador, que en los términos dados  actualmente no resulta irrazonable, desproporcionado, ni produce  indefensión alguna a la familia, ya que existen suficientes mecanismos procesales para garantizar las irregularidades que puedan presentarse en caso de un abuso del derecho. Se rechaza por el fondo la acción. RF
FAMILIA. 11886-12. CONSIDERA QUE NORMA SOBRE EL COBRO DE DAÑOS EN PROCESOS DE DIVORCIO, ES CONTRARIA A LA CONSTITUCIÓN Y AL DERECHO CONVENCIONAL. Consulta Judicial referente al artículo 48 bis del Código de Familia. La norma establece que “De disolverse el vínculo matrimonial, con base en alguna de las causales establecidas en los incisos 2), 3) y 4) del artículo 48 de este Código, el cónyuge inocente podrá pedir, conjuntamente con la acción de separación o de divorcio, daños y perjuicios de conformidad con el artículo 1045 del Código Civil”. A juicio del juez consultante, el hecho de que sólo en tres causales se establezca la posibilidad de cobrar daños, lesiona el derecho de reparación de daños de manera pronta, eficaz y sin denegación, previsto en el artículo 41 de la Constitución Política, así como al artículo 7 inciso g) numeral 1 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Sobre el tema se citan las sentencias 1617-97 y 5208-04. En este caso, se indica que de conformidad con la jurisprudencia de este Tribunal, el hecho  de que el legislador haya optado por dar un tratamiento diverso a determinadas  causales, valorando en su discrecionalidad que las agresiones producidas (atentado contra la vida, corrupción y agresión) así lo justifican, no implica necesariamente una violación al artículo 41 constitucional, toda vez que 
existen otras vías que garantizan la reparación a los daños reclamados  por la demandante, cuyos requisitos per se, no pueden considerarse  irrazonables o desproporcionados. Por otro lado, existe un margen de discrecionalidad para el juzgador también en su interpretación, quien como bien indica, en este caso la demandante interpone la demanda de divorcio por sevicia y adulterio, de manera que una de las causales está contemplada en la norma cuestionada. Asimismo, no resulta  procedente  señalar  que  el  artículo  en  cuestión  lesiona  los  tratados internacionales que protegen  a la   mujer contra la agresión, toda vez que esta disposición aplica para cualquier género y no resultaría válido por medio de una acción de inconstitucionalidad,  hacer la valoración de la norma para un caso concreto, tarea que corresponde al juzgador. En todo caso y como ya se indicó, la agresión contra la mujer está sancionada e indemnizada en nuestro ordenamiento jurídico. En razón de lo expuesto y siendo que no se configura en este caso los requisitos de admisibilidad de la consulta, por no estar frente a una “duda fundada”, toda vez que la Sala ya se ha pronunciado  en este sentido y sus sentencias tienen efectos  erga omnes,  lo procedente  es declarar inevacuable la consulta, como en efecto se ordena. No ha lugar a evacuar la consulta. No ha lugar a evacuar la consulta
PENAL. 11884-12. DELITO DE VIOLACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 156 inciso 3) del Código Penal, reforma introducida mediante Ley contra la Explotación Sexual de Personas Menores de Edad y su interpretación mediante sentencias 229-03, 692-03 y 1117-05 de la Sala Tercera y la 773-10 del Tribunal de Casación Penal. Las normas y la jurisprudencia se impugnan en cuanto se asimila a la violación, la introducción de dedos u otros objetos por vía vaginal o anal, es aplicable a los supuestos de intimación o violencia, previstos en el inciso impugnado, sino también a los supuestos contemplados en los incisos 1 y 2 del artículo 156.  Según se ha resuelto reiteradamente, de conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 3  de  la  Ley de  Jurisdicción Constitucional, es posible plantear una acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de los tribunales o salas de casación, cuando se estime que se da una vulneración a principios o normas constitucionales. No obstante, en este caso, si bien se aduce vulneración de los principios de legalidad y tipicidad, lo que en realidad se pretende es que esta Sala determine la forma en que debe interpretarse la normativa, esto es, si se debe considerar que el delito de violación por introducción de dedos en la vía vaginal o anal, debe tenerse por configurado solo en los casos donde medie violencia corporal o intimidación, o si puede extenderse a lo dispuesto en los incisos 1) y 2). Esa tarea trasciende las funciones que le competen a esta Jurisdicción, siendo la jurisdicción penal ordinaria la encargada de interpretar los tipos penales y determinar su aplicación en cada caso concreto. En consecuencia, se rechaza de plano la acción. RP
PENAL. 11901-12. MEDIDAS DE SEGURIDAD  IMPUESTAS A PERSONAS POR SU ELECCIÓN SEXUAL. MEDIDAS DE SEGURIDAD  IMPUESTAS A PERSONAS POR SU ELECCIÓN SEXUAL. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 98 inciso 6) y 102 inciso e) del Código Penal Las normas señalan que: “Obligatoriamente el Juez impondrá la correspondiente medida de seguridad: 6) Cuando la prostitución, el homosexualismo, la toxicomanía o el alcoholismo son habituales y han determinado la conducta delictiva del reo”. “Las medidas de seguridad se aplicarán así:  e) La prohibición de frecuentar determinados lugares es medida de prevención especial y se impondrá al condenado por delito cometido bajo la influencia del alcohol o de drogas enervantes, del homosexualismo o la prostitución”. Se acusa que el homosexualismo se determina en la norma como una enfermedad mental y no como una elección sexual. Por lo anterior, se sujeta a las personas a una medida de seguridad. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación del accionante. RP
PODER EJECUTIVO. 11874-12. ENTRENAMIENTO DE POLICÍAS EN ESCUELA MILITAR. Acción de inconstitucionalidad contra el envío de policías para recibir entrenamiento en la Escuela de Las Américas (WHINSEC), Fort Benning, Columbus, Georgia, Estados Unidos.  Se rechaza de plano la acción por no cumplir con los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
REGISTRO PÚBLICO. 11875-12. CANCELACIÓN DE PLANOS INSCRITOS PROVISIONALMENTE. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 31 del Reglamento a la Ley de Catastro Nacional. La norma establece que una vez vencido el plazo de inscripción provisional, el Catastro Nacional, puede ordenar sin procedimiento alguno, la cancelación respectiva del plano. Se rechaza de plano la acción, por falta de legitimación del accionante. RP
SEGURIDAD PRIVADA. 11880-12. OBLIGACIÓN D INSCRIBIR ANTE EL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICAS LOS SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 13 de la Ley 8395 Regulación de Servicios de Seguridad Privados y su Reglamento. La norma establece los requisitos previos para solicitar la inscripción y autorización para prestar servicios de seguridad privados. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto base. RP
TRANSITO. 11950-12. PARTES IMPERSONALES A LA PLACA DEL VEHÍCULO ESTABLECIDOS POR EL SISTEMA DE CÁMARAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 150, 150-BIS, 131 A-1, 83 inciso C), 108 inciso A) Conducción Temeraria B, de la Ley de Tránsito. Las normas se impugnan en cuanto se considera que la multa contenida en las normas impugnadas lesiona el principio de proporcionalidad, al establecer una suma exorbitante e innecesaria que causa una grave injusticia social. Asimismo, el accionante alega violación al derecho defensa, toda vez que considera que su imposición carece de una estructura precisa, no es clara sino contradictoria, de manera que estima que carece de todo sentido evaluativo de racionalidad y argumentación. Agrega que atenta contra su libertad y dignidad como persona, ya que no guarda proporción entre la compensación monetaria y la lesión, estima inaceptable la indemnización exorbitante, ya que produce un enriquecimiento injusto mediante un lucro inmoral contra su dignidad. Lo resuelto por la Sala implica únicamente que no es inconstitucional el uso de los dispositivos de registro –cámaras- en los casos de conducción temeraria para imponer la sanción al conductor, lo cual deberá hacerse, en todo caso, siguiendo el debido proceso y notificando al conductor del vehículo en el procedimiento que se instaure en su contra. La Sala no se ha pronunciado de modo alguno respecto de la utilización de estos dispositivos en otros supuestos de hecho. En cuanto a lo dispuesto en el artículo 131 inciso a) en relación con los  artículos 108 inciso a) y 83 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas, esténse los accionantes a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-3942 de las dieciséis horas veintidós minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce. Con respecto al artículo 150 bis de la Ley de Tránsito, se declara sin lugar la acción en el tanto se interprete que la conducta prevista en el artículo 131 inciso a)  se atribuye únicamente al conductor. En cuanto a los artículos 131 inciso b) y 150 de la misma Ley, así como el "Reglamento de las condiciones técnicas y de uso de los equipos de registro y detección de infracciones a la Ley de Tránsito vigente por medio de imágenes", Decreto Ejecutivo número 36.724-MOPT del 23-08-11, se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Guerrero salvan parcialmente el voto y declaran inconstitucional el artículo 150 bis de la Ley de Tránsito. El Magistrado Guerrero pone nota. Notifíquese. SL y RP
TRÁNSITO. 11873-12. SANCIONES O INFRACCIONES IMPUESTAS  MEDIANTE EL SISTEMA DE CAMARAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres No. 7331 y el Decreto Ejecutivo No. 36724 de 23 de agosto de 2011. Las normas se impugnan en cuanto se considera lesionado el principio del debido proceso, la presunción de inocencia, el derecho de defensa y el acceso a la justicia, y el principio de división de poderes. El accionante considera que el decreto ejecutivo en mención excede lo establecido en la Ley de Tránsito, por cuanto no establece la comunicación de multa alguna al propietario del vehículo, sino que lo hace respecto de la existencia de una posible infracción, de manera que el propietario -de acuerdo a los numerales 150 y 150 bis impugnados-, podrá objetar la misma en sede judicial. Por su parte, el Reglamento en su numeral 13 señala que una vez firme la multa, la autoridad administrativa procederá a pedir "la anotación de la misma en el asiento del propietario registral del vehículo infractor", es decir, si la infracción no se impugna, el responsable de pagar la multa será el propietario, quien verá afectado su patrimonio, lo cual considera a todas luces contrario al contenido de la Ley de Tránsito, y por ende, al principio de reserva de Ley, toda vez que el Reglamento obliga al propietario a pagar una multa por una acción que pudo no haber cometido. Asimismo, alega que en ninguna parte del Reglamento está definido, cuál es la autoridad competente para conocer las impugnaciones de los partes impersonales, omisión que deja sin claridad al perjudicado sobre cómo proceder, confiriéndole a su vez a la autoridad administrativa (COSEVI), una alta discreción inaceptable. Agrega que existe una contradicción entre los numerales 150 y 150 bis impugnados, toda vez que el primero cita a la Dirección General de la Policía de Tránsito como competente para notificar el parte impersonal dentro de un plazo de 10 días posteriores a la infracción en la dirección del propietario; mientras que el párrafo 5to del 150 bis lo regula mediante un edicto a publicar tanto en La Gaceta como en un diario de circulación. Sin embargo, el Reglamento contenido en el Decreto Ejecutivo impugnado señala claramente que la elaboración de partes impersonales se fundamenta en el numeral 150 de la Ley de Tránsito. Por lo anterior, estima lesionado el principio de seguridad jurídica, ya que desconoce a qué debe atenerse con el sistema de partes impersonales; asimismo, considera lesionado el principio del debido proceso, la presunción de inocencia, el derecho de defensa y el acceso a la justicia, y el principio de división de poderes, ya que el Reglamento omite el trámite de impugnación judicial en materia de multas por partes impersonales. De igual manera, manifiesta que las autoridades del MOPT han resuelto realizar infracciones impersonales, aprobar el procedimiento, y las características técnicas de las cámaras, validan los partes impersonales, fijan las multas, notifican, conocen impugnaciones en única instancia, y cobran derivados de éstas, lo que estima confiere un altísimo grado de discrecionalidad en materia sancionatoria, en detrimento de los derechos de los ciudadanos, y sujetos de derecho privado como su representada. Se rechaza de plano la acción por carecer de asunto previo. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y ordena continuar con el trámite de la acción de inconstitucionalidad. RP
TRÁNSITO. 11934-12. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD. Acción de inconstitucionalidad Contra El Articulo 131 B, De La Ley De Transito. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad, concretamente por adelantar donde existía doble raya amarilla. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 11939-12. DOBLE SANCIÓN EN MATERIA DE TRÁNSITO. MULTA Y REBAJO DE PUNTOS. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 71 Bis Inciso A) 1 Ter Párrafo Y 131 1 ley 7331 (transito). Las normas impugnan en tanto imponen una multa y además el rebajo de puntos de la licencia, lo que a juicio del accionante es una doble sanción. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN LUGAR la acción. SL
TRÁNSITO. 11936. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD. VIRAJE A LA IZQUIERDA. Acción de inconstitucionalidad contra Inciso B) Del Articulo 131 De La Ley De Transito Por Vías Públicas.  Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura el accionante que las sanciones son desproporcionadas e irrazonables. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 11938-12. MULTAS POR IRRESPETO A SEÑALAS FIJAS Y LÍMITES DE VELOCIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 131 Inciso B De La Ley De Transito Por Vías Terrestres. Se cuestiona la multa por el irrespeto a las señalas fijas y a límites de velocidad. Asegura la accionante que a pesar de que la multa fue declarada inconstitucional, se sigue aplicando el monto anteriormente establecido. Estése la accionante a lo resuelto en la sentencia N.9203-2012 de las dieciséis horas tres minutos del cuatro de julio del dos mil doce.

TRANSITO. 11937-12. MULTA POR IRRESPETAR INDICACIONES DE OFICIAL DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestre. Ley 7331 Del 13 De Abril Del Año 1993 Y Sus Reformas. Las normas imponen una multa por irrespetar indicaciones de oficial de tránsito y realizar maniobra de adelantamiento en puente. Se acusa que las multas impuestas son sumamente altas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 11940-12. SANCIÓN POR CONDUCIR SIN LICENCIA O PERMISO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 30 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas número 7331 del 13 de abril de 1993. Se cuestiona el monto de la multa por conducir sin licencia o permiso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 11947-12. MULTA Y SANCIÓN POR CONDUCCIÓN TEMERARIA. Acción de inconstitucionalidad Contra Articulo 71 Bis Inciso A), 71 Ter Párrafo 1 Y 130 Inciso A) De La Ley No. 7331 Del 13 De Abril De 1993 Y Sus Reformas. Las normas se impugnan en cuanto se sanciona la conducción temeraria con una multa que se considera irrazonable y desproporcionada y además, con la pérdida de puntos en la licencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 11941-12. MULTA A QUIEN IMPIDA EL REBASE DE OTRO. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 132 De La Ley De Tránsito Por Vías Públicas Terrestres N°7331 Del 13 Abril 1993 Y Su Reforma Parcial Ley N°8696. La norma impone una multa a quien impida el rebase de otro vehículo. A juicio del accinante la multa es irrazonable y desproporcionada.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 11935-12. MULTA POR IRRESPETO A SEÑALES DE TRÁNSITO FIJAS. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestres. Numero 7331. Se cuestionan las señales de tránsito fijas en relación con las señales verticales y con las demarcaciones  y en relación con pasar sobre las islas canalizadoras demarcadas en la calzada, así como circular por el carril izquierdo de la calzada cuando el centro de ésta sea una línea continua. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 011942-12. MULTA POR CONDUCIR SIN LICENCIA. -Artículo 130 inciso b) de la Ley de Tránsito. Acción de inconstitucionalidad contra Art.130 Inciso B) De La Ley De Tránsito. Se cuestiona la multa de tránsito por conducir sin licencia de moto. Se acusa que la multa es irrazonable y desproporcionada.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

TRÁNSITO. 11943-12. MULTA POR CIRCULAR CON MÁS DE DOS Y MEDIA TONELADAS EN ZONAS URBANAS Y SUBURBANAS. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 133 Inciso E De La Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestres.  Se cuestiona la multa de tránsito al conductor del vehículo que circulen con más de dos y media toneladas en zonas urbanas y suburbanas. Se acusa que la multa es irrazonable y desproporcionada con relación a la naturaleza de la falta y con relación a otras sanciones económicas contenidas en la misma Ley. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 11952-12. PERDIDA DE PUNTOS EN LICENCIA DE CONDUCIR. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 71 Bis Párrafo Segundo, Específicamente En Cuanto A La Pérdida De Puntos En Licencia De Conducir, En Su Relación Con El Inciso ñ Del Artículo 132 De La Ley De Tránsito 132 De La Ley De Transito Por Vías Públicas Terrestres. 
Norma impone multa y perdida de puntos de la licencia a quien conduzca sin haber cumplido con el requerimiento de la revisión técnica. Se deniega el trámite a esta acción, por no cumplir prevención. DT

TRÁNSITO. 11944-12. MULTA POR CONDUCIR CON LICENCIA DE OTRO TIPO AL VEHÍCULO. Artículos 69, 130 inciso b) y 141 inciso b) de la Ley de Tránsito Norma establece multa por conducir un vehículo distinto al la clase de licencia con la que se cuenta, sanción que se considera desproporcional. Sin permiso de conducción de moto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
TRÁNSITO. 12-09966 / 11948-12 REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA. Acción de inconstitucionalidad contra Inciso 132 Ñ De La Ley De Transito. Se rebajan puntos de la licencia por conducir el vehículo de su patrono que no tenía revisión técnica. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 11949-12.  PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA IMPUESTAS AL CONDUCTOR DE UN VEHÍCULO. Acción de inconstitucionalidad Contra el artículo 133 inciso e) en relación con el artículo 71 bis, y 71 Ter de la Ley de Tránsito por Vías Terrestre, Ley número 7331.  Se cuestiona el rebajo de puntos de la licencia que se le hace al conductor de un vehículo que no cumpla con las disposiciones contenidas en la ley. Se acusa que las faltas son atribuibles al dueño del automotor; no obstante, se sanciona al chofer con la pérdida de puntos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 11945-12 SANCIONES POR CIERRE DE VÍA. Acción de inconstitucionalidad contra Ley De Transito Por Vías Terrestres Numero 7331 Del 13 De Abril De 1993.  Se cuestiona el monto de la multa  en los casos de cierre de vías y otras conductas. Se acusa que la multa es desproporcionada e irrazonable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 11946-12. SANCIÓN POR OBSTRUCCIÓN DE VÍAS PÚBLICAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso 2) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Sanción por obstruir vías públicas, en razón de que se parqueó en forma parcial a la entrada de un garaje. Acusa que la sanción impuesta es desproporcionada e irrazonable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
RECURSOS DE AMPARO EN DONDE SE HIZO PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA DE LA LEY DE TRÁNSITO

TRANSITO. 16614-11. MULTA POR CONDUCIR SIN HABER OBTENIDO LICENCIA. Recurso de amparo. El recurrente reclama que la multa que le impusieron las autoridades recurridas por conducir un vehículo sin contar con la licencia, con fundamento en el artículo 130 inc. b) de la Ley de Tránsito resulta contraria al principio de proporcionalidad. Señala la Sala que quien conduce un vehículo sin haber obtenido la licencia de conducir o el permiso temporal incurre en un falta muy grave a nuestro ordenamiento jurídico, pues no se encuentra capacitado para ello, poniendo incluso en riesgo no solo su vida sino la de otras personas inocentes, motivo por el cual en criterio de esta Sala el monto impuesto como multa para conducta tan grave de este tipo, no vulnera los principios de proporcionalidad y razonabilidad de las normas. Se declara sin lugar el recurso. SL

TRANSITO. 16042-11. MULTA POR PRESTAR SERVICIO PÚBLICO SIN AUTORIZACIÓN. Recurso de amparo. El recurrente, chofer de autobús, considera que las dos multas de tránsito impuestas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito, (el 08 de octubre del 2010 por conducir autobús sin autorización y el 30 de julio del 2011 porque pasajeros bajaron en parada no autorizada) son desproporcionadas, además de que se le rebajaron puntos de su licencia, 20 y 25 puntos respectivamente. Analizado el caso, concluye la Sala que Del estudio de las normas sometidas a análisis, no existe en opinión de la Sala, desproporción entre la conducta y la sanción que se cuestiona; tomando en cuenta que la tutela de los bienes jurídicos tutelados (entre los que están la vida, salud y seguridad de los distintos usuarios de los servicios públicos) son de la máxima relevancia para el sistema democrático. Así entonces, en relación con la relevancia del bien jurídico tutelado, no parece entonces irrazonable las multas fijadas. La multa es razonable por cuanto es adecuada para regular y proteger los bienes jurídicos que se pretende tutelar; y en esa medida es proporcional por cuanto hay relación entre el medio escogido y el fin buscado y no existe mérito para acoger este recurso ni tampoco para dar plazo alguno para presentar acción de inconstitucionalidad, así que se impone desestimar este recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL 

TRANSITO. 2588-12. MULTA POR CONDUCIR VEHÍCULO SIN PLACAS REGLAMENTARIAS, COLOCADAS EN EL SITIO DISPUESTO AL EFECTO. Recurso de amparo. En el presente asunto, el recurrente objeta, entre otros extremos, la multa que se le impuso por infringir el artículo 134 inciso g) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres No. 7331,  en razón de que, supuestamente,  conducía un vehículo sin las placas reglamentarias debidamente colocadas en los sitios dispuestos para tal efecto, pues considera que su monto es desproporcionado, confiscatorio y no guarda relación alguna con la realidad económica del país. En este caso, considera la Sala que una multa de 108.180.00 (boleta de citación), por conducir un vehículo que circule sin las placas reglamentarias debidamente colocadas en los sitios dispuestos para tal efecto, no es una restricción más allá de lo razonable al patrimonio de las personas ya que no se considera un monto excesivo tomando en cuenta la conducta que con ella se busca evitar. Si bien es cierto tal omisión no significa un riesgo para la vida del chofer ni para terceros, al ser la placa de matrícula reglamentaria lo que permite identificar un vehículo, resulta de vital importancia su ubicación en el sitio dispuesto para ello a fin de que asegurar así su pronta reseña en casos de accidentes, robos, registros rutinarios o cualquier otro supuesto. Es por ello que la conducta que se pretende prohibir con la referida sanción económica en aras de proteger al conglomerado social, se estima que ajusta a los límites señalados por esta Sala de razonabilidad y proporcionalidad de las penas. En virtud de lo expuesto, de mejor acuerdo,  se considera procedente anular el voto No. 2012-002345 de las 9:05 hrs del 21 de febrero del año en curso, mediante el cual se le dio plazo al recurrente  para que interpusiera acción de inconstitucionalidad contra la norma citada y en su lugar, declarar sin lugar del amparo, por cuanto bajo las consideraciones expuestas, se estima que no se ha producido quebranto constitucional alguno en su perjuicio. Se declara sin lugar el recurso. SL
TRANSITO. 6523-12. MULTA POR CIRCULAR CON UN VEHÍCULO QUE HAYA SUFRIDO MODIFICACIONES  EN SUS CARACTERÍSTICAS BÁSICAS REGISTRADAS, SIN HABER INFORMADO PREVIAMENTE SOBRE ELLAS. Recurso de amparo. En el presente asunto, el recurrente cuestiona la boleta de citación que le fuera impuesta por infringir lo dispuesto por el artículo 134 inciso e) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, el cual contempla una multa “a quien circule con un vehículo que haya sufrido modificaciones  en sus características básicas registradas, sin haber informado previamente sobre ellas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de esta Ley”. En este caso, este Tribunal estima que la norma de cita no resulta contraria al Derecho de la Constitución, pues lo que busca es garantizar que cualquier cambio que se presente en las características básicas de un vehículo, deba ser comunicado a la Dirección General de Transporte Público y al Registro Nacional, no solo con el fin de que se cumpla con el principio de seguridad registral, sino además por motivos de seguridad ciudadana, ya que podrían eventualmente cometerse ilícitos en el que se utilicen automotores a los que se le hubieran practicado modificaciones que no hubieran sido informadas a las autoridades antes citadas, situación que favorecería la impunidad de dichos delitos. En razón de lo anterior, la Sala considera que la boleta de citación número 2-2012-24100061 no resulta ilegítima, en razón de la gravedad de la conducta infringida, de ahí que lo procedente sea desestimar el recurso en cuanto a este extremo. Como segundo punto, el recurrente acusa que el Consejo de Seguridad Vial no notificó al dueño registral la imposición de la boleta de citación antes citada. Se estima que esa omisión constituye una clara violación al derecho de defensa de la tutelada, pues ya en otras ocasiones este Tribunal ha señalado que el COSEVI debe tener al propietario registral del vehículo, como parte en el procedimiento que se inicia con la imposición de una multa de tránsito, pues éste se ve afectado, aun y cuando los hechos que generan la sanción sean cometidos por un tercero (véase la sentencia número 2011-006398 de las quince horas con veintidós minutos del dieciocho de mayo de dos mil once). Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a  la Directora Ejecutiva, y a la Encargada a.i. de la Asesoría Legal, ambas del Consejo de Seguridad Vial, suspender  la aplicación de la boleta de citación número 2-2012-24100061, hasta que se confiera audiencia al amparado, para que, si a bien lo tiene, ejerza su derecho de defensa con respecto a dicha sanción. En lo demás se declara sin lugar. CL Parcial
TRANSITO. 10578-12. MULTA POR VIRAR EN “U”. Recurso de amparo. Alega el recurrente que fue detenido por un oficial de tránsito quién procedió a confeccionarle la boleta de citación, por la supuesta  infracción al artículo  131 inciso  c) de  la  Ley  de Tránsito   por   las Vías Terrestres,   al argumentar que realizó un viraje en "U" poniendo en peligro a otros vehículos y peatones de Universidad, en un lugar no permitido. A  juicio de este Tribunal no hay agravio alguno para estimar el presente asunto. Las circunstancias descritas en las normas citadas tienden a evitar una situación de riesgo que ponga en peligro la vida, la integridad y la salud tanto del conductor infractor como de terceras personas, ya sean ocupantes del propio vehículo, de otros, así como de peatones. Por ello, se considera que existe una relación de proporcionalidad y razonabilidad entre el monto de la multa, el medio empleado y el fin perseguido con la sanción. Se declara sin lugar el recurso. SL
TRANSITO. 10984-12. REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA.  Recurso de amparo. Alega el recurrente que labora desde hace 2 años para varias empresas  de transporte de suministro de  oficinas, como chofer, con licencia de conducir B3.   Señala que al estar haciendo su ruta de reparto no puede estacionar frente  a los locales de distribución, motivo por el que en varias ocasiones se la han aplicado varias multas de tránsito. Menciona que oficiales de tránsito le han solicitado la presentación de la tarjeta de pesos y dimensiones, pero al no contar las unidades que maneja con ésta le han impuesto varias boletas de citación e incluso en algunas oportunidades  también le aplicaron la multa a la placa del camión. Refiere que es responsabilidad de los patronos sacar la tarjeta correspondiente para poder desarrollar la actividad de transporte de carga. Estima que resulta improcedente que se imponga el pago de una multa pecuniaria y aunado a ello, se le rebaje los puntos de su licencia, pese a que los hechos del mal estado de los vehículos, los permisos o sobre cargas es responsabilidad  de los patronos y dueños de los automotores  y no del conductor. Aclara que aún y cuando se cancelaron las multas por parte de su patrono, no se levanta la sanción impuesta a su licencia. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, la Sala estima que el artículo 71 bis inciso e) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres es una medida racional, en cuanto señala que se descontarán 10 puntos al conductor por la comisión de la conducta prevista en el artículo 131 inciso b) y otros 10 por el artículo 131 inciso k) de la misma Ley, razón por la cual, se declara con lugar el recurso, en relación únicamente con las boletas de citación número 2009-225574 y 2010-64400189, se reserva el dictado de la sentencia del presente proceso de amparo, hasta tanto no sea resuelta la acción de inconstitucionalidad que bajo el expediente número 12-006360-0007-CO (*) que se tramita en esta Sala. En los demás extremos alegados se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
(*) Acción de inconstitucionalidad 12-6360 contra el artículo 71 bis párrafo segundo, en relación con la pérdida de puntos en la licencia de conducir en los supuestos previstos en los artículos 130 incisos c) y f), 131 incisos g), l), j), 132 incisos f), g), h), l), 133 incisos c), d), e), g) y j), 134 incisos c), ch) y e), 136 incisos a) y ch), así como en contra del parámetro de proporcionalidad utilizado por el legislador para establecer las multas contenidas en los artículos 130, 131 y 132, el salario de un "Asistente Administrativo 1" del Poder Judicial. Todas normas de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331 del 13 de abril de 1993.

AMBIENTE 

12261-12. MEDIDA CAUTELAR. SE ORDENA LEVANTAMIENTO DE MEDIDA EN CONSTRUCCIÓN DE VILLAS DE LUJO EN  PLAYAS DANTA Y DANTITA. Alegan los recurrentes que en la zona de playa Danta y Dantita, en los linderos de los cantones de Santa Cruz y Carrillo, se levanta un proyecto llamado Las Catalinas, que pretende construir dos mil quinientas villas de lujo en un terreno de cuatrocientas sesenta y nueve hectáreas. Dicen que la zona donde se pretende levantar el proyecto Las Catalinas, según fotos aéreas, estaba cubierta de bosques hasta que la empresa comenzó a talarlo. Manifiestan que como la mayoría de las plazas de la zona, estas están rodeadas de cerros y por eso tiene áreas con grandes pendientes que van a dar a la zona costera. Arguyen que los permisos de corta de árboles otorgados por el MINAET dicen falsamente que la zona es "sin bosque" y con ello ejecutan un indebido e ilegal cambio de uso de suelo que perjudica y daña el derecho a un ambiente. Al respecto, este Tribunal ordenó la suspensión de las obras de construcción del proyecto urbanístico. Se levanta parcialmente la orden cautelar emitida por esta Sala en su resolución de las once horas y cuarenta y tres minutos del treinta y uno de julio de 2012, que dispuso la paralización de las obras del proyecto que desarrolla su representada, únicamente para que la  empresa recurrida adopte medidas de mitigación en lo que respecta a la construcción actual de una calle privada en el proyecto denominado Las Catalinas. 
11552. PERMISO MUNICIPAL. ACUSA QUE PISTA DE MOTOCROSS COLINDA CON RESERVA FORESTAL LOS SANTOS. Alega el recurrente que la Municipalidad de Dota, otorgó el permiso de funcionamiento para una pista de Motocross, ubicada en un terreno de potrero, en el distrito Jardín de Dota, el cual colinda con la Reserva Forestal. Los Santos. Indica que en el documento de autorización se consignó que el lugar es apto para ello, de acuerdo a criterios de zonificación, ubicación y retiros. No obstante, tal apreciación contradice lo establecido en el Reglamento de Control  Nacional  de  Fraccionamientos y Urbanizaciones, que define como uso de la tierra, la utilización de un terreno, de la estructura física asentada o incorporada a él, o ambas cosas, en cuanto a la clase, forma o intensidad de su aprovechamiento.  Al respecto, se indica que no se tiene acreditado que las actividades de Motocross efectuadas en la finca de Quebradillas contaran con los permisos del Ministerio de Salud. Lo que sí se evidenció es que cuando se efectuó allí el Campeonato Nacional de Cross Country, la pista en cuestión todavía no contaba con permisos de Viabilidad Ambiental, puesto que para esas fechas ni siquiera se había realizado una inspección en el lugar, ello a pesar de que la actividad en cuestión podía implicar un riesgo para el medio ambiente, ya que el camino construido para hacer las veces de pista de Motocross,  se encontraba  en parte emplazado en la zona de protección de una quebrada, por lo que era posible que se presentaran problemas de erosión y derrames de aceite y combustibles que contaminaran sus aguas, a lo que se sumaba la posibilidad de afectar a la vida silvestre local. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Alcalde de Dota, que en el término improrrogable de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta resolución, suspenda las actividades de Motocross en la finca SJ-1312060-2008, situada en el distrito Jardín de Dota, en la provincia de San José, hasta que se cumplan todos los requisitos necesarios para que puedan llevarse a cabo. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

11792-12. CONTAMINACIÓN. ACUSA PROBLEMAS GENERADOS EN GIMNASIO PALESTRA EN CARTAGO. Alega el recurrente que las autoridades recurridas han sido omisas ante los problemas generados por el Gimnasio Palestra, tales como ruido excesivo, ausencia de rampas para personas con discapacidad y salidas de emergencia, e incumplimiento de los horarios de funcionamiento. Al respecto,  luego de analizar los elementos aportados a los autos, este Tribunal considera que los accionantes no llevan razón en su reclamo, pues se tiene por probado que fue hasta el 16 de agosto de 2012, luego de la interposición de este recurso, que los interesados procedieron a interponer ante el Área Rectora de Salud de Cartago, la denuncia respectiva por los hechos antes citados, de ahí que no pueda considerarse que haya existido una actitud pasiva por parte de dicha autoridad, tal y como alegan los accionantes, pues ésta no había sido todavía puesta en conocimiento las supuestas  violaciones  cometidas  por  el  local  comercial  antes  mencionado. Asimismo, se constató que la Municipalidad de Cartago, efectuó una inspección en el Gimnasio Palestra, luego de lo cual emitió una prevención por la falta de patente comercial, por lo que también se descarta una omisión por parte de dicha autoridad. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el considerando IV de esta sentencia. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara con lugar el recurso. CL

11099-12. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. CONTAMINACIÓN PRODUCIDA POR EL HUMO DE LOS AUTOBUSES. Alega el recurrente que el humo producido por varios autobuses ingresa al local comercial donde labora el amparado, lo que ocasiona, un grave perjuicio en su salud. Se declara con lugar el recurso y se ordena al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público y al Director General de la Policía de Tránsito realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se adopten las medidas necesarias para solventar el problema de contaminación generado por los autobuses que circulan en las cercanías del local comercial del tutelado, para lo cual deberán comprobar que dichos automotores cumplan con los requerimientos establecidos normativamente. CL 

11255-12. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. PROBLEMAS DE LIMPIEZA EN QUEBRADA MARÍA ANTONIETA, CARTAGO. Alega el recurrente que los vecinos de Agua Caliente de Cartago solicitaron a la Municipalidad de Cartago que limpiara la Quebrada María Antonia; sin embargo, no ha realizado ninguna labor, ya que la citada quebrada se encuentra llena de basura y maleza por lo que se desborda afectando las viviendas. Al respecto, este Tribunal constata problemas de limpieza en la Quebrada María Antonieta, los cuales fueron atendidos por última vez hace más de un año y actualmente se está a la espera de la aprobación de presupuesto. No obstante, este Tribunal en reiteradas ocasiones ha indicado que los problemas presupuestarios no pueden ser excusa para no realizar las labores propias de su competencia, tales como mantener limpios los puentes y quebradas, máxime cuando se está cerca del invierno y las lluvias pueden provocar desbordamientos e inundaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Cartago, que realicen  las acciones necesarias para que en el improrrogable plazo de UN MES, contado a partir de la Comunicación de esta sentencia, se limpie la Quebrada María Antonieta ubicada en Agua Caliente de Cartago. CL
11105-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. CONTAMINACIÓN PRODUCIDA POR LAS ACTIVIDADES BAILABLES QUE SE REALIZAN EN EL CLUB CAMPESTRE JOSÉ MARTÍ. Alega el recurrente que es vecino del establecimiento comercial denominado "Club Campestre José Martí", ubicado en Guachipelín de San Rafael de Escazú. Indica que desde el mes de febrero de 2011, se realizan actividades bailables, con un conjunto musical o grupo de "música en vivo", en un horario de 9 de la noche hasta aproximadamente las 2 de la madrugada, al punto que tienen consecuencias graves de trastorno del  sueño, y demás afectaciones  ligadas  a  este  malestar  de  tipo  físico  y psicológico. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de la Municipalidad de Escazú, que dentro  del plazo de ocho días contado  a partir de la notificación de esta sentencia, procedan de manera coordinada tomar las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, a fin de que el Club Campestre José Martí,
en caso de que desee continuar con ese giro comercial, ajuste su actividad a derecho, previo cumplimiento de todas las garantías integrantes del debido proceso y del derecho de defensa a favor del propietario e inquilino de ese negocio. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL 

11168-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. RUIDO GENERADO POR DEMOLICIÓN DE OFICINA ALEDAÑA LE IMPIDE TRABAJAR CON TRANQUILIDAD. Alega el recurrente que en el edificio donde tiene su oficina no puede laborar debido al ruido que causa la demolición de una oficina aledaña. Al respecto, este Tribunal descartó la vulneración de algún derecho fundamental del recurrente, ya que, de conformidad con la denuncia que el mismo amparado presentó ante los recurridos el Gobierno Local fiscalizó las diferentes actividades y procesos  que se han realizado en el edificio en que se encuentra la oficina del quejoso y suspendió la actividad, por lo que, en la actualidad, no existe ningún problema  que provoque  contaminación sónica. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso, en lo que respecta a la violación al artículo 50 constitucional, por razones diferentes. SL 

10673-12 CONSTRUCCIÓN. ACUSA CONTAMINACIÓN POR CONSTRUCCIÓN DE CENTRO COMERCIAL PLAZA LINCOLN. Alega la recurrente que  la actividad desplegada por las empresas responsables  de la construcción del Centro Comercial Plaza Lincoln, produce contaminación ambiental. En este caso, la Sala señala que no se acredita ninguna situación ilegítima que vulnere los derechos fundamentales de la recurrente y que, si a bien lo tiene, puede acudir a la vía jurisdiccional a efecto de subsanar conflictos de legalidad, como los que en este recurso se presentan. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso por razones diferentes. La Magistrada Calzada Miranda pone nota. SL
10679-12 CONTAMINACIÓN. POR EXTRACCIÓN DE MÁRMOL. Alegan los recurrentes que  la operación de  la empresa recurrida en su comunidad,  dedicada a la extracción de mármol, produce una  importante  contaminación  sónica  y  ambiental. En este caso, la Sala señala que se descarta la vulneración a los derechos fundamentales de los recurrentes, sin embargo, ﻿ si sospechan de la idónea intervención de las autoridades involucradas y obligadas al control y fiscalización   del caso, pueden plantear las  denuncias  administrativas  o  jurisdiccionales  para  que  se  inicie  una investigación al respecto y se determine la certeza técnica de tal presunción. Se declara SIN LUGAR el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso por razones diferentes. La Magistrada Calzada Miranda pone nota. SL

10748-12 CONTAMINACIÓN SÓNICA. RUIDO DE BAR-RESTAURANTE EN NARANJO. Alega el recurrente que vive junto a su esposa y un hijo inválido y que, el Bar Nonnas realiza actividades sonoras (karaoke) a altas horas de la noche -a vista y paciencia de la municipalidad- que les impiden descansar. En este caso la Sala señala que se descarta el agravio alegado por el recurrente por cuanto la Municipalidad sí atendió la queja presentada y tomó las medidas del caso, así como porque el establecimiento comercial se encuentra cerrado, no por una orden del Ministerio de Salud, sino por iniciativa del propietario.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en lo que respecta a la omisión reprochada al Ministerio de Salud. Se le advierte a la Directora del Área Rectora  de Salud Naranjo de la Dirección Regional Rectoría de la Salud Central Occidente, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que dio merito para acoger este amparo.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar el recurso. PCL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
11870. COMISIONES LEGISLATIVAS. SUSTITUCIÓN DE UN DIPUTADO POR OTRO EN COMISIÓN. Alega la recurrente que durante la sesión de instalación de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Agropecuarios y Recursos Naturales, llevada a cabo a las 13:20 horas del 22 de mayo de 2012, una diputada acudió en sustitución de otro. Explica que a pesar de las dudas y objeciones planteadas por varios Diputadas con respecto a la referida sustitución, el Presidente de la Asamblea Legislativa insistió en que no existía irregularidad alguna en que la Diputada haya participado con voz y voto en las sesiones de instalación de dos  Comisiones  Permanentes  Ordinarias  distintas, por lo que se decidió continuar con las votaciones. Alega que en razón de lo anterior apeló la decisión del Presidente, quien de forma injustificada rechazó ad portas su impugnación. En base a las consideraciones que se exponen en la sentencia se declara con lugar el recurso.  SL

BANCARIO 
12091-12. REQUISITO. SE CUESTIONA INFORMACIÓN SOLICITADA PARA REALIZAR TRANSACCIÓN BANCARIA.  El recurrente acusa que la actuación de la autoridad bancaria recurrida de solicitarle la dirección exacta de su domicilio, es ilegítima y vulnera su derecho constitucional a la intimidad. Al respecto, se constató que dicha inconformidad se ajusta a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas, Ley No. 8204, la cual establece la obligatoriedad de todos los clientes bancarios de actualizar sus datos. En consecuencia, la exigencia de requisitos para que las cuentas puedan seguir operando y poder realizar transacciones bancarias, no implica por sí mismo la trasgresión de derecho fundamental alguno, sino, a lo sumo, un extremo de índole eminentemente contractual o de legalidad ordinaria. Se declara sin lugar el recurso. SL
11562-12. CUENTA. DENEGATORIA DE APERTURA DE CUENTA DE AHORROS Alega el recurrente que el banco recurrido se negó a abrir una cuenta corriente a su nombre, sin motiva su decisión, pese a que la empresa donde trabaja cancela los salarios de sus empleados por medio de planilla con dicho Banco. Al respecto, este Tribunal ha estipulado el  deber de los bancos privados o estatales de justificar la negativa de prestación de servicios bancarios a quienes lo requieran. Se cita la sentencia Nº 2011-17347. En este caso, de las manifestaciones del accionado se desprende que el actor tuvo conocimiento de las razones por las cuales su petición de apertura de cuenta corriente fue denegada, sin que considere  la Sala que los motivos en cuestión resulten  contrarios  a  sus  derechos  fundamentales.  Adicionalmente,  no  hay evidencia  que  la  negativa  de  apertura  de  cuenta  gestionada  repercuta negativamente sobre la relación laboral del actor. SL

11669-12 CUENTA. CIERRE DE CUENTA BANCARIA POR PROCESO PENAL SEGUIDO EN SU CONTRA. Alega el recurrente que se abrió  proceso penal en su contra, pero el Juzgado Penal dictó un sobreseimiento a su favor. No obstante, el banco accionado decidió cerrar su cuenta bancaria, lo que le causa  un grave perjuicio laboral,  por cuanto la empresa para la que trabaja le exige tener una cuenta bancaria con el Banco de Costa Rica para depositarle su salario. Se cita la sentencia No. 2010-07617. En el presente asunto, se tiene por acreditado que por oficio fechado 26 de junio de 2012, el Gerente de Empresa y Personas del Banco recurrido le comunicó al tutelado que de conformidad a la investigación realizada y las pruebas incorporadas al expediente penal número 07-009388-042-PE se determinó que la cuenta bancaria fue mal utilizada, y se procedía al cierre. Bajo este orden de ideas, considera este Tribunal que la autoridad recurrida motivó, en forma suficiente, la restricción de la cuenta del tutelado, lo cual le fue notificado al accionante, de modo que el afectado si a bien lo  tenía  podía  oponerse  al  cierre  mediante  los  recursos  administrativos correspondientes. Se declara sin lugar el recurso. SL.
10848-12 TRÁMITES BANCARIOS. DISPOSITIVOS DE FIRMA DIGITAL PARA ZURDOS. Alega el recurrente que el Banco de Costa Rica y otras instituciones en las que puede adquirir el pasaporte no cuentan con dispositivos de firma digital para zurdos y que, en razón de esta falencia no le tramitaron la expedición de su pasaporte toda vez que es zurdo, lo cual vulnera sus derechos fundamentales así como la Ley 7600. En este sentido la Sala indica que el aparato para consignar la firma es accesible tanto para personas diestras como zurdas; sin embargo, por tratarse meramente de una queja, puede acudir a la Contraloría de Servicios de la Institución. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
COLEGIOS PROFESIONALES
12259-12. INCORPORACIÓN. ACUSA QUE LA AUTORIDAD RECURRIDA SE NIEGA A INCORPORARLO DEBIDO A UNA SENTENCIA PENAL QUE SE IMPUSO EN SU CONTRA. Alega el recurrente que es Licenciado en Derecho y su título está debidamente aprobado y refrendado por el CONESUP. Refiere que presentó formal solicitud de incorporación al Colegio de Abogados, en virtud de que aprobó el examen de incorporación. No obstante, el 22 de junio de 2012, recibió el oficio DAI-202-2012, mismo que hace referencia al oficio AL-210-2012, por medio del cual se le comunicó que su solicitud de incorporación fue rechazada, bajo el argumento de que en el pasado se le impuso una condena penal, y mientras la misma no esté borrada del registro de antecedentes no podrá ser incorporado a ese Colegio Profesional. Explica que en el año 2001 se le impuso una condena de tres años de prisión, pero con el beneficio de ejecución de la pena, cumplió su condena en el año 2004. Con base a las consideraciones que se exponen en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo número 2012-24-008 de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, tomado en la sesión ordinaria número 24-12 del 16 de julio de 2012. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y rechazan de plano el recurso. CL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

12041-12. AULA INTEGRADA. ACUSA QUE AL MENOR AMPARADO NO SE LE BRINDA LA ATENCIÓN INDIVIDUALIZADA QUE REQUIERE. Alega la recurrente que el tutelado, quien padece retardo psicomotor y problemas de aprendizaje, es alumno regular del Servicio de Aula Integrada de la Escuela Naciones Unidas. Reclamó que al amparado casi no le dan lecciones e, inclusive, es mal atendido. Puntualizó que, se ha gestionado ante las autoridades del Ministerio de Educación Pública, se tomen las medidas pertinentes para solventar las anomalías, sin embargo, han hecho caso omiso a las mismas. Al respecto, ninguna de las autoridades recurridas alegaron y mucho menos acreditaron haber tomado  las medidas para garantizar el adecuado desarrollo del proceso educativo del tutelado. Independientemente, de las medidas técnicas y administrativas que correspondan adoptar, la Administración está obligada a garantizar una educación de acceso a las personas que como el amparado, precisan de una atención individualizada que considere sus particularidades cognitivas. Se declara con lugar el recurso. CL 

12057-12. UNIFORME. ACUSA QUE DE FORMA INTEMPESTIVA SE LE OBLIGÓ A ADQUIRIR UNA CAMISA CON EL LOGO DE LA INSTITUCIÓN.  Alega el recurrente que, de forma intempestiva, se impuso a los estudiantes del Instituto Profesional de Educación Comunitaria (IPEC) de Santo Domingo de Heredia la obligación de adquirir y utilizar una camisa, con el logo de la institución, para poder ingresar a sus instalaciones. Estima que tal situación infringe sus derechos fundamentales. Al respecto la autoridad recurrida explica que la referida medida obedece a una propuesta de los propios estudiantes del centro educativo y constituye una medida de seguridad, 
a fin de poder distinguir a los alumnos de la institución y controlar el ingreso de los mismos a sus instalaciones, en resguardo de la seguridad de los estudiantes y docentes. Se cita la sentencia 7170-12 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12153-12. ADECUACIÓN CURRICULAR. ACUSA QUE EN LA UNIVERSIDAD NO SE APLICA ADECUACIÓN CURRICULAR SIGNIFICATIVA EN LAS MATERIAS DE LA CARRERA DE DERECHO.  El recurrente pretende que esta Sala le ordene al Rector de la Universidad del Valle  la aplicación de adecuaciones curriculares significativas, en vista de las alteraciones mentales crónicas e irreversibles que dice tener, a efecto de que el contenido de las asignaturas y de los exámenes se adecue a su condición intelectual, para así poder aprobar las materias correspondientes a  la carrera de Derecho. Se cita la resolución Nº 2008-11621. Una vez analizados los hechos, estima este Tribunal Constitucional que para el caso expuesto  por el recurrente, son de recibo las mismas argumentaciones referidas en la resolución mencionada, por ende, y al no existir motivos para variar esos fundamentos, es que se debe proceder al rechazo del presente recurso, por improcedente. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

12352-12. POLÍTICAS INSTITUCIONALES.  ACUSA QUE SE LE APLICAN BOLETAS DE DISCIPLINA POR EL CORTE DE PELO QUE UTILIZA.  Alega la recurrente que su hijo es estudiante regular de la Escuela Naciones Unidas y constantemente es sancionado con boletas por andar un peinado estilo Mohawk. Estima que ese corte de pelo no está prohibido en el Reglamento Interno correspondiente. Se cita la sentencia 2005-4611 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF

11573-12 BECAS. DENEGATORIA DE APERTURA DE CUENTAS BANCARIAS DE LAS PERSONAS BENEFICIARIAS DE BECAS DE FONABE. Alega la recurrente que la entidad bancaria recurrida rehusó dar apertura a nuevas cuentas a favor de la población beneficiaria de una beca de FONABE, al argumentar motivos de seguridad bancaria y requerimientos de la Superintendencia General de Entidades Financieras, en razón de lo cual, 
para el curso lectivo 2012 casi 47.000 estudiantes beneficiados con becas del Fondo  no  se  les cancelaron debido a que no contaba con cuentas bancarias. Esta Sala es conciente de las obligaciones legales y reglamentarias a las que se encuentra sujeto el Banco recurrido,  así como  su potestad de suscribir convenios con quienes les parezca procedente y que también hay otros bancos estatales que podrían prestar ese servicio, pero el hecho de que se hubiere comunicado tal decisión con tan poca anticipación, sin tomar en cuenta las repercusiones en la población destinataria, que como se indicó, es de especial vulnerabilidad, no hay duda que es violatorio de su derecho a la educación, pues tal ayuda estatal es fundamental para su permanencia y estudio en los centros educativos nacionales, máxime que el curso lectivo se encontraba avanzado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente de la Junta Directiva y al Gerente General del Banco Nacional de Costa  Rica, que procedan  de forma inmediata a abrir y mantener abiertas las cuentas de las personas beneficiarias del Fondo Nacional de Becas, conforme venían funcionando, hasta tanto se establezca otra alternativa que les permita retirar los dineros correspondientes al beneficio de becas, hasta tanto no se establezca otra alternativa que les permita retirar los dineros correspondientes al beneficio de becas.  CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
12061-12. PETICIÓN. SOLICITÓ INFORMACIÓN Y NO SE LE SUMINISTRÓ. Alega el recurrente que la autoridad recurrida no le ha brindado una respuesta a la solicitud que formuló a efecto que se le brindaran las razones por las cuales no fue elegido para el puesto de investigador, pese a que cumplía los requisitos formales y legales para ese cargo. Al respecto, se encuentra plena e idóneamente acreditado que al amparado no se le ha brindado la respuesta que reclama. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en lo que respecta al derecho de respuesta. Se le ordena al Director General a.i. del Organismo de Investigación Judicial, o a quien ejerza ese cargo, disponer lo necesario a efecto que, dentro de los quince días siguientes a la notificación de esta resolución, se le suministre una respuesta al amparado sobre la solicitud que formuló a efecto que se le brindaran las razones por las cuales no fue elegido para el puesto de investigador.  CL PARCIAL

12114-12. INFORME. SOLICITÓ INFORMACIÓN AL SERVICIO 911 Y NO SE LE SUMINISTRÓ. Alega el recurrente que el Servicio de Emergencias 911  del Instituto Costarricense de Electricidad, se niega a suministrarle la información que solicitó sobre los reportes efectuados ante una llamada que hizo su esposa. Al respecto, se encuentra plena e idóneamente demostrado que al amparado no se le ha suministrado la información que solicitó el 18 de mayo de 2012. Pese a lo alegado por el Director del Sistema de Emergencias 911, con respecto a que su representado no es responsable de esa omisión, puesto que desde el 24 de mayo de 2012,  se confeccionó la certificación solicitada, lo cierto del caso es que, al petente no se le remitió lo pedido al fax que señaló. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director del Sistema de Emergencias 911, o a quien en su lugar ejerza  el  cargo,  que  de  inmediato  le  remita  al amparado, la información que requirió, a través del medio que señaló. CL 
12005-12. MUNICIPAL. NO LE DAN COPIA DE PERMISOS MUNICIPALES. Alega la recurrente que una vecina realizó movimientos de tierra en un lote que colinda con el suyo. Debido a que el lote de la vecina está a un nivel más bajo que el suyo y a que el corte es vertical, el terreno de  la  recurrente -alegó  ella-  perdió  valor  y  existe  la  posibilidad  de  un deslizamiento desde su lote al de la vecina. Agregó que ni la Municipalidad de Montes de Oro ni el Área Rectora de Salud de Montes de Oro ha actuado ante sus denuncias. Se cita la sentencia No.2003-02120. En este caso concreto, a la recurrente no se le ha permitido obtener copia de los permisos municipales otorgados en relación con la obra que ella objeta, lo que sí lesiona el derecho garantizado en el artículo 30 Constitucional. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Montes de Oro, entregar a la recurrente copia de los documentos solicitados y efectuar las verificaciones técnicas para determinar si los movimientos de tierra lesionan o no el derecho de propiedad de la amparada. El Magistrado Castillo Víquez pone nota, en relación con la violación del artículo 41 constitucional, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. CL PARCIAL 

12260-12. PENAL. INTERPOL NO SE LE SUMINISTRÓ INFORMACIÓN QUE REQUIRIÓ. Alega el recurrente que el 06 de julio de 2012,  su abogado,  presentó ante el recurrido, una solicitud de información tendente a que se le indicara lo siguiente: a) se le especificara si una persona, tenía a la fecha del 24 de octubre de 2009 una orden de captura local, o internacional, o si simplemente era una orden de búsqueda interna; b) se le especificara   si en algún comunicado en el ámbito de INTERPOL se había señalado o había indicado que el señor OTTO había sido juzgado y/o condenado por autoridad rusa competente. Acusa que, a la fecha de interposición del presente recurso, no ha obtenido una respuesta a su gestión, omisión que estima lesiona lo dispuesto en el artículo 27 constitucional. En base a las consideraciones  que se exponen en la sentencia se declara Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. SL 

12029-12. INFORME. ACUSA QUE NO SE LE SUMINISTRÓ INFORME SOBRE SERVICIO DE RADIOTERAPIA DEL HOSPITAL MÉXICO. Alegan las recurrentes que la entidad recurrida se negó a entregar información relativa a la prestación del servicio de radioterapia del Hospital México y, concretamente, el Informe Final Intervención del Servicio de Radioterapia del Hospital México, pese a haberla requerido de manera oportuna al Equipo Interventor del Servicio de Radioterapia y, luego, a la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta situación, según las promoventes, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. Se cita la resolución Nº 2011-3905 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
11871. INFORMES E INVERSIONES. NIEGAN DOCUMENTACIÓN PÚBLICA. Alega el recurrente que solicitó ante las autoridades recurridas copia del  "Informe  del  Estado  Actual  del  Proyecto",  b) copia del "Presupuesto actualizado y flujo de inversiones" c) copia de todos los "Informes Mensuales" que el Banco de Costa Rica, como Fiduciario, haya rendido al Instituto Costarricense de Electricidad  y la Junta Administradora del Servicio Eléctrico de Cartago, d)  copia de todos los "Informes de Labores" que la empresa GIP Ltda., en su condición de Unidad Administradora de Proyecto del Fideicomiso P.H Toro 3, haya rendido mensualmente al Fiduciario, a partir del 15 de marzode2011,e) copia del Contrato de Compra de las dos Unidades Generadoras del P.H Toro 3" y f) copia del "Contrato de Ingeniería y Construcción del P.H Toro 3 y del "Contrato de Arrendamiento, Operación y Mantenimiento del P.H Toro3". Arguyen que toda la documentación solicitada es pública; no obstante, no se les ha suministrado. En base a las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad y al Gerente General del Banco de Costa Rica, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, que en el término improrrogable de 8 días contado a partir de la notificación de esta sentencia,  suministren el resto de la información solicitada por los recurrentes el 8 de mayo de 2012. La Magistrada Calzada, el Magistrado Jinesta y la Magistrada Pacheco dan razones adicionales. El Magistrado Armijo salva el voto. CL
11596-12. TRANSITO. REBAJO DE PUNTOS DE LICENCIA DEBE SUMINISTRARSE EN FORMA PRECISA Y DETALLADA. El recurrente alega que se apersonó al COSEVI a renovar su licencia de conducir y le indicaron que no era posible, en virtud que perdió todos los puntos acreditados. A la fecha desconoce la cantidad de  puntos que se le rebajaron por cada conducta atribuida, pese que el 9 de julio de 2012 gestionó una apelación de dichos partes, pero aún no aparece en el sistema, ni tampoco le comunicaron qué se había resuelto. Señala la Sala, que si bien nadie puede alegar desconocimiento de la ley y de conformidad al artículo 71 bis de la Ley de Tránsito dispone el rebajo de puntos de la licencia, la recurrida lesionó el derecho de acceso de información y el derecho de defensa del recurrente, por cuanto el día que el tutelado se apersonó a las instalaciones del COSEVI se le informó que ya se le habían descontado los 50 puntos acreditados en la licencia, pese a que no constaba en el expediente del recurrente la cantidad de puntos rebajados  por cada una de las conductas imputadas, ni si la imposición de la sanción, en vía administrativa o jurisdiccional se encontraba firme. De modo, que el recurrente no tuvo acceso a la información, lo que eventualmente conlleva a la violación al debido proceso,  regulado en el artículo 39 de la constitución Política. En consecuencia, lo procedente es declarar con el recurso y ordenar a la autoridad recurrida brindar en forma detallada la información requerida por el amparado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Jefe de la Unidad de Impugnaciones del Consejo de Seguridad Vial, bajo pena de desobediencia que en el término improrrogable de ocho días contado a partir de la notificación de esta sentencia, suministre en forma precisa y detallada la información solicitada por el recurrente, en relación con la cantidad de puntos descontados en la licencia de conducir por cada una de las conductas atribuidas por violación a la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y si las mismas se encuentran firmes tanto en la vía administrativa o jurisdiccional. CL
11239-12. PLANILLAS. SE CUESTIONA LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR LA PLANILLA ANTE EL INS POR MEDIO DE INTERNET.  Alega el recurrente que el Instituto Nacional de Seguros lo obliga a presentar la planilla de asegurados por medio de Internet, pese a que no tiene computadora ni sabe utilizarlas, ya que siempre lo ha presentado en papel. En el presente caso, este Tribunal verifica que no ha existido violación alguna a los derechos fundamentales del recurrente, toda vez que, el Instituto ha realizado una serie de actuaciones tendentes a  facilitar el acceso a este instrumento. Además, esta Sala ha señalado que ya existen en el país, múltiples formas para acceder a internet no solo en los hogares sino en una gran cantidad de sitios públicos, muchos de los cuales se facilitan de manera gratuita. Se cita la sentencia 12642-10. Se declara sin lugar el recurso. SL 

11132-12. PETICIÓN.  EXCEPCIÓN DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. Alega el recurrente que solicitó al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, el envío de una información relacionada con los viajes al exterior por parte de funcionarios judiciales. Alega que, a la fecha de interposición de este asunto, no ha recibido la información solicitada, por lo que estima lesionado sus derechos fundamentales. En  este caso concreto, se  ha logrado acreditar que en vista de la complejidad para recabar la información, ya que se debía accesar a varias bases de datos de todos los funcionarios del Poder Judicial, se le dijo a la tutelada, en facsímil fechado 7 de junio de 2012, que la respuesta  tardaría un plazo mayor al señalado por ley. Finalmente, el 20 de junio de 2012 se logró procesar parte de la información y se le envió a la peticionaria. Así, es evidente que la información pedida no podía ser suministrada en el plazo de 10 días, y se aplicó la excepción contemplada en el numeral 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se declara sin lugar el recurso. SL
11149-12. FUNCIONARIO PÚBLICO. NIEGAN INFORMACIÓN ESPECÍFICA DE FUNCIONARIO DE HACIENDA.  Alega la recurrente que el treinta de marzo de dos mil doce, solicitó al Departamento recurrido, información  sobre  uno  de  sus  funcionarios,  para que se le indicara la profesión de dicho funcionario; la oficina donde labora en la actualidad y desde qué fecha; los puestos en que se ha desempeñado en  años  anteriores  y  en  qué  fechas.  Afirma que la información le fue negada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Departamento de Gestión del Potencial Humano del Ministerio de Hacienda, que dentro del plazo de diez días contados a partir de la notificación de esta sentencia, brinde a la recurrente la información solicitada por medio del documento  identificado con el número CDP-OF-057-2012 del veintinueve de marzo de dos mil doce. CL
DERECHO A LA SALUD

11555-12. MALTRATO DE ANIMALES. ACUSA QUE CRIADERO DE GALLOS ATENTA CONTRA LA SALUD PÚBLICA. La recurrente alega que el interpuso una denuncia ante el Servicio Nacional de Salud Ambiental toda vez que su vecino tiene un criadero de gallos de pelea; sin embargo, a pesar de que le ordenaron deshacerse de los mismos, éste no ha cumplido con dicha orden. En el presente caso este Tribunal indicó que la actividad que nos ocupa está prohibida por nuestro ordenamiento jurídico y, además, compromete seriamente la salud pública, por lo que las acciones desplegadas hasta la fecha por las autoridades recurridas no han sido suficientes para solucionar el problema en cuestión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Grecia y al Director de la Región Central Occidental del SENASA; así como,  el Director de la Región Central Occidental del Ministerio  y Agricultura y Ganadería, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos,  realizar deforma coordinada las acciones que se encuentren dentro de ámbito de su competencia para solucionar el problema de salud pública ocasionado por el criadero de gallos de pelea denunciado por la amparada, lo anterior en el improrrogable plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL 
11668-12. IMPLEMENTOS MÉDICOS. ACUSA QUE AL AMPARADO NO SE LE HA SUMINISTRADO LAS SILLA DE RUEDAS QUE REQUIERE DEBIDO A SU PADECIMIENTO Y LA QUE TIENE, SE ENCUENTRA EN MAL ESTADO. Alega la recurrente  que por presentar su hijo un diagnóstico  de  hidrocefalia  congénita,  significándole  esto  una  discapacidad motora y dificultad para verbalizar, desde el 2009 presentó ante la autoridad recurrida, una solicitud para que se le otorgara una silla de ruedas; sin embargo, cada vez que consulta sobre el estado de su gestión, le indican que se encuentra en lista de espera, por lo que debe será hasta el año 2013 o 2014 que su gestión podría eventualmente resolverse, con el agravante de que no puede cargarlo y por su esfuerzo para movilizarlo, le ocasionó una hernia umbilical que requirió cirugía. A criterio de la Sala esta dilación resulta excesiva e inexcusable, circunstancia que se agrava por el conocimiento  que tienen las autoridades médicas del impacto que esta omisión causa en el tratamiento y condición del amparado, así como de la propia recurrente, que inclusive ha visto deteriorada su salud por el esfuerzo físico que tiene que hacer para  movilizar a su hijo. Tómese en cuenta que las obligaciones internacionales asumidas por el Estado, y las expresas disposiciones de la legislación interna, imponen el deber de cumplir de manera célere, eficaz y efectiva la prestación de los servicios de salud, más aún cuando existen señalamientos tan concretos como los indicados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Jefe del Servicio de Fisiatría del Centro Nacional de Rehabilitación (CENARE), que en el término improrrogable de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, procedan a la dotación de la silla de ruedas requerida por el paciente amparado, de acuerdo a las precisiones técnicas de sus médicos tratantes. CL

11033-12 ATENCIÓN MÉDICA. ORDENAN A URÓLOGO ATENDER SÓLO 16 PACIENTES POR DÍA. Alega el recurrente que funge como Presidente de la Junta de Salud de Corredores y que, en perjuicio de los pacientes, la Dirección Médica de Ciudad Neilly tomó la decisión de asignarle labores administrativas al urólogo del Centro, generando que sólo pueda brindar atención médica cuatro horas diarias, equivalentes a 16 pacientes, lo cual compromete la salud de los pacientes que deberán esperar para poder ser atendidos. En este caso la Sala señala que la inconformidad del recurrente debe resolverse a través de la vía administrativa en razón de que es precisamente la Administración quien emitió la directriz causal del agravio alegado por el recurrente. Se citan los artículos 9 y 33 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP

11011-12. VACUNA. DESABASTECIMIENTO EN LA CCSS. La recurrente alega que el 17 de julio del 2012 se presentó al EBAIS de San Rafael Abajo de Desamparados con el fin de que se le aplicara a su hijo de cuatro años de edad, la vacuna de refuerzo para la diftero, pertusis tetánica (DPT),  polio oral y otra vacuna conjugada contra el neumococo para niños, según el esquema oficial de vacunación, sin embargo, las mismas se encuentran agotadas. Lo anterior va en detrimento de lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a la Gerente de Logística y a la Directora del Área de Salud de Desamparados, ambas funcionarias de la Caja Costarricense de Seguro Social,  que de INMEDIATO interpongan las acciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que se cumplan todos los procedimientos y protocolos establecidos para la oportuna distribución de la vacuna tetravalente, tetraxin a todos los centros de salud de la institución, así como que dentro del plazo de DIEZ DÍAS contados a partir de la comunicación de esta sentencia, se aplique al menor amparado la vacuna tetravalente, tetraxin según los términos indicados por su médico tratante. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

12105-12. DESALOJO. APROPIACIÓN DE PREDIO MUNICIPAL DESTINADO A SALÓN COMUNAL. Alega el recurrente que  la  Municipalidad  de  San  José  pretende desalojarlo de una propiedad que le pertenece a él desde hace varios años, ubicada en San Sebastián, López Mateos. Al respecto, las autoridades de la Municipalidad aclararon que vecinos de la comunidad de López Mateos denunciaron que el recurrente pretendía apropiarse -aduciendo que lo había comprado-  de un predio municipal destinado  a Salón Comunal; razón por la cual se procedió a demoler unas gradas y a eliminar las latas que se habían colocado  alrededor del predio municipal mencionado. SL

12047-12. DEMOLICIÓN. ACUSA QUE SE ORDENÓ DEMOLICIÓN DE EDIFICACIÓN ALEDAÑA A SU PROPIEDAD SIN DAR AUDIENCIA. Alegan los recurrentes que el Alcalde recurrido ordenó la demolición de la edificación contiguo a sus viviendas, sin darles audiencia para poder ejercer el derecho de defensa porque el derribo de las mismas afectaría sus casas. Además, no solicitaron el estudio a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, sobre el impacto que podría sufrir el ambiente ante la demolición. Se cita la sentencia 2012-10836. Al respecto, no consta que los amparados tuvieran algún derecho o un título de propiedad sobre  el bien inmueble objeto de la orden de derribo, situación por la que la Municipalidad recurrida no tenía la obligación de tomarlos como parte en el proceso  administrativo incoado contra su vecino, por lo que no se lesionó su derecho de defensa. Se declara sin lugar el recurso. SL

11613-12. DESALOJO. ACUSA QUE SE EJECUTÓ DESALOJO SIN PREVIA COMUNICACIÓN.  Alega el recurrente que es poseedor de una finca desde hace 28 años, considera violentados sus derechos fundamentales por cuanto, por las vías de hecho y sin proceso judicial o procedimiento administrativo alguno, el 26 de julio anterior la autoridad recurrida ha realizado desalojos y destruido construcciones, sin previa comunicación. Al respecto, este Tribunal Constitucional, en diversas oportunidades, ha señalado que no existe violación alguna a los derechos fundamentales de aquellas personas que son desalojadas por habitar de manera ilegítima un bien de dominio público. No obstante, no se aporta prueba alguna de que el recurrente hubiera sido puesto en conocimiento el desalojo con anterioridad a su ejecución, no se tuvo por probado el requisito anterior, de dar aviso al recurrente antes de proceder con el desalojo. En ese sentido, se violó el derecho fundamental a ser puesto en conocimiento  de  un  desalojo  con  anterioridad  a  este.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por procederse con el desalojo de forma intempestiva. CL PARCIAL
11230-12. DESALOJO. PARQUE PÚBLICO. El recurrente alegó que la Municipalidad de San José pretende desalojarlo de una finca, ubicada en Hatillo, que le pertenece. Al respecto, este Tribunal tuvo por demostrado que se trata de un desalojo de una zona de parque público, en la ciudadela Los Nietos de Carazo, en el que, incluso, el Tribunal Contencioso Administrativo había dictado, provisionalmente, una medida cautelar, que luego declaró sin lugar, por lo que se procedió al desalojo. Se declara sin lugar el recurso. SL

11265-12. DESALOJO. ZONA PÚBLICA QUE OCUPA DESDE HACE DOCE AÑOS. Alega el recurrente que las autoridades del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, le comunicaron la obligación de desalojar el bien de dominio público que detenta desde hace más de 12 años (derecho de vía sobre la ruta nacional No. 22), pese a que existen otros particulares que comparten la misma situación y que no han sido desalojados por el Ministerio recurrido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO DE TRABAJO
12014-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ACUSA QUE NO SE LE ACEPTÓ EL CORREO ELECTRÓNICO COMO MEDIO PARA RECIBIR NOTIFICACIONES. Alega que en su contra se sigue un proceso administrativo en la Contraloría General de la República, y mediante resolución DJ-29-2012-B de las 14:00 horas del 10 de mayo de dos mil doce la División Jurídica del citado ente contralor declaró sin lugar los recursos de revocatoria con apelación en subsidio presentados en contra del acto de apertura de dicho proceso, mediante los cuales se  impugnaba  la  competencia  del  ente  contralor  para  abrir  un proceso administrativo en contra de funcionarios municipales. Asimismo, indica que en la misma resolución le fue rechazado el medio señalado para atender notificaciones, siendo este el correo  electrónico, lo cual estima como un atropello al debido proceso y a su derecho de defensa. Alega, en relación a la prevención hecha por la Contraloría  sobre los medios de notificación que no tiene acceso a fax ni tampoco cuenta con un lugar físico dentro del área de San José para atender notificaciones, pues reside en la localidad de Belén de Nicoya, razón por la cual el correo electrónico resulta un medio idóneo para tal efecto, más aún si se toma en cuenta que la Contraloría siempre les ha exigido presentar las declaraciones  juradas anuales por ese medio, aunado a los pronunciamientos  positivos y campañas emprendidas por la Contraloría para hacer uso de tal medio como forma de proteger el medio ambiente. Se cita la resolución Nº 2012-8072. En el caso concreto, consta que a partir del cinco de junio del año en curso, la Administración dispuso notificar al accionante mediante el sistema de correo electrónico señalado. Aunado a lo anterior, la Sala reitera que, la determinación  de  los  medios  para  atender  notificaciones  dispuestos  por  la Administración, es un asunto de legalidad ordinaria, no de constitucionalidad, salvo que éstos sean irrazonables o coloquen al administrado en estado de indefensión. Por lo expuesto, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. Este Tribunal descarta la lesión al debido proceso del recurrente. SL

12096. PERMISO LABORAL. LICENCIA CON GOCE DE SALARIO PARA CUIDAR A HIJO MENOR DE EDAD. La recurrente alega la violación al derecho a la salud de su hijo y una vulneración al principio del interés superior del niño y de sus derechos, por cuanto el menor requiere de cuidados de la madre en la casa, y los recurridos no le otorgan permiso con goce de salario para poder cumplir con ese tratamiento, existiendo el riesgo de que su hijo puede tener problemas mayores de salud. En este caso, comprueba esta Sala que la recurrente se encuentra justamente en una situación especial y excepcional que amerita y justifica plenamente un otorgamiento de una licencia con goce de salario, y así lo ha venido haciendo el recurrido en meses anteriores. Sin embargo, en sesión número 72-12 de 9 de agosto de2012, artículo XXIII, el Consejo Superior del Poder Judicial, denegó la gestión en razón de que se le ha concedido  permiso con goce de salario por 10 días hábiles en dos oportunidades. Pero no se tuvo en cuenta que, la excepcionalidad de la situación de la recurrente deriva de la concurrencia  de tres hechos,  primero está de por medio la salud de un menor de edad que requiere cuidados, para los que su madre fue instruida por los médicos del Hospital Nacional de Niños, segundo  existe criterio médico cierto y reiterado en el sentido de que la presencia de la madre es indispensable y esencial para el tratamiento requerido por el menor, de forma tal que, atendiendo al interés superior de éste debe ser la madre- y no otra persona-laque ayude en su tratamiento, y tercero la solicitud de permiso con goce de salario fue solicitada por un período de tiempo razonable, un mes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial que le otorgue inmediatamente a la recurrente una licencia con goce de salario durante el plazo de un mes -según la recomendación médica- para atender el tratamiento requerido por su hijo. CL
12011-12. EDAD. ACUSA QUE NO LE RECIBIERON OFERTA DE SERVICIOS POR RAZONES DE EDAD. Alega el recurrente que presentó una oferta de servicios para optar por el puesto de Investigador 1 en el Organismo de Investigación Judicial; no obstante, la misma fue rechazada debido a su edad. Se cita la sentencia No. 2012-002569. En el caso concreto, se acreditó que el amparado fue excluido del proceso de reclutamiento y selección para el puesto de Investigador 1 del Organismo de Investigación Judicial, con fundamento únicamente en su edad, de tal forma que a la luz de lo considerado en el antecedente citado, lo procedente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director y a la Jefa de la Sección de Reclutamiento y Selección, ambos del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, o a quienes en su lugar ejerzan dichos cargos, tramitar la oferta de servicios del  amparado para el puesto de Investigador 1  en  el  Organismo  de  Investigación  Judicial,  sin  tomaren consideración su edad y realizarle las pruebas necesarias para determinar si posee las condiciones necesarias para desempeñar el cargo. CL

11995-12. REUBICACIÓN. MEP SE NIEGA DE FORMA ARBITRARIA A REUBICARLA EN EL PUESTO QUE DESEMPEÑABA ANTES DE INTERPONER EL AMPARO. Alega la recurrente que  el Ministerio de Educación Pública se niega de forma arbitraria a reubicar a la amparada en su puesto, a pesar de que se dejó sin efecto una medida cautelar de la Sala Constitucional que la había trasladado a otro puesto. Después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica la violación a los derechos fundamentales de la recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien ocupe el cargo, restituir de inmediato a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales en la Escuela de Batán de Limón como profesora de enseñanza preescolar sin especialidad en la plaza número 28104 con rige del 01 de febrero de 2012 al 31 de enero de 2014, según lo estipulado en la acción de personal número 9056578. CL
11704-12. PERMISO. LICENCIA CON GOCE DE SALARIO PARA ATENDER A SU HIJA MENOR DE EDAD QUE PADECE DE SÍNDROME DE DOWN. Alega la recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial le denegó una solicitud de permiso con goce de sueldo, necesario para acompañar a su hija, de escasos meses de edad, quien sufre de síndrome de Down, a las terapias especializadas que requiere. Se cita la sentencia Nº 11262-2005. Al respecto, el  Consejo  Superior del Poder Judicial solamente otorgó un permiso por diez días hábiles. De conformidad con el precedente citado, esta Sala considera que el permiso otorgado no es suficiente para garantizar el derecho a la salud de la niña.  A juicio de esta Sala, existen suficientes elementos de convicción para que se le otorgue a la recurrente un permiso por un plazo razonable. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente  del Consejo Superior del Poder Judicial y de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, que, de manera inmediata, le otorgue a la recurrente, licencia con goce de salario durante seis meses a efecto que pueda acompañar a su hija a recibir la atención que requiere debido a su padecimiento. CL

11588-12. PERMISO. LE CONDICIONAN PERMISO POR ADEUDAR DINERO A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. La recurrente adujo que, las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública, le condicionan el otorgamiento de un permiso sin goce de salario, y le indicaron que debe de cancelar sumas de dinero que adeuda por concepto de incapacidades pagadas de más. Aseguró que necesita la licencia, por cuestiones de salud. La recurrente labora en propiedad como oficial de la Fuerza Pública  y solicitó a las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública, un permiso sin goce de salario por seis meses.  Dicha gestión fue avalada por la Comisión de Salud del Departamento de Salud Ocupacional de la dependencia; no obstante, el Ministerio de Seguridad Pública le comunicó a la amparada que el permiso había sido otorgado, sin embargo,  se condicionó el goce del mismo a que cancelara una deuda que mantiene con la administración, por concepto de incapacidades pagadas de más, siendo que ulteriormente, se le ofreció la oportunidad de hacerlo en tractos. Observa este Tribunal Constitucional que, el Ministerio de Seguridad Pública está condicionando a la tutelada al disfrute de un permiso sin goce de salario, a que satisfaga una deuda que mantiene con la Administración, esto, sin importar que el Departamento de Salud Ocupacional, califico dicha licencia como necesaria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro a.i. de Seguridad Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente  declaratoria. CL

11509-12 CONCURSO. IMPOSIBILIDAD PARA PARTICIPAR EN CONCURSO INTERNO POR SU CONDICIÓN DE INTERINO. Alega la recurrente que la Municipalidad de Liberia no le permitió  participar en el concurso interno 01 de plazas de Misceláneo Circular PRH-16-2008. Se cita la sentencia Nº2011-013799.  En el presente caso, considera este Tribunal que dicha exclusión es abierta y groseramente lesiva de los derechos fundamentales de la categoría de los trabajadores interinos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Jefe de Recursos Humanos, ambos de la Municipalidad de Liberia, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, permitir a la recurrente participar en el concurso interno de su interés, previo cumplimiento de los requisitos exigidos, independientemente de que su nombramiento sea interino o en propiedad. CL

11766-12. LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SE ACUSA QUE COMENTARIO EN RED SOCIAL DISGUSTÓ A SU JEFE. Alega el recurrente que el pasado 19 de julio emitió criterio, difundió ideas, críticas sanas y comentarios  sobre diversos temas en la red social TWITTER, entre ellos, la corrupción que se da en algunos puestos públicos y la inseguridad del país. Añade que publicó comentarios  sobre las condiciones deplorables en las que se encuentran algunas delegaciones policiales. Asimismo, que Costa Rica en el año 2009, gastó en su presupuesto de seguridad, más de lo que Nicaragua gasta en su ejército de tierra, mar y aire, lo que provocó disgusto  al Viceministro accionado, a tal punto que empezó a recibir comentarios de su parte, quien de forma intimidatoria reveló datos personales y laborales de su persona, datos que no tiene en su perfil, ni en ningún medio público, lo que significa que recabó información personal suya, procedió a investigarlo para tratar de callar sus comentarios  en contra de la corrupción e inseguridad en Costa Rica, temas que involucran tanto a instituciones públicas en general, como al Ministerio de Seguridad  Pública, violentando su libertad   de expresión. Con base en las consideraciones esbozadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda, el Magistrado Jinesta Lobo, y la Magistrada Abdelnour Granados, declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. SL
1120-12. CESE DE NOMBRAMIENTO.  FUNCIONARIA CESADA POR EMBARAZO.  Alega la recurrente que fue cesada de su nombramiento como Técnica de Rayos X por su condición de embarazo y en su lugar nombraron a otro funcionario de forma interina. Al respecto, se constata que a la amparada se le venció el nombramiento interino como Técnica de Rayos  X a partir del 11 de marzo del 2012, vencimiento respaldado en la culminación de las vacaciones del titular de la plaza- razón por la cual, no se dio como consecuencia de su estado de embarazo, sino al finiquito del plazo de la sustitución por el regreso  del titular de la plaza. Se declara sin lugar el recurso. SL. 

11225-12. TRASLADO. ES POLICÍA Y ACUSA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el amparado que lo trasladaron de su puesto en labores de tipo operativo en el Ministerio de Seguridad Pública a policía raso en la Delegación de San José, ocasionándole una serie de perjuicios. Con base en las consideraciones dadas en al sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se cita la sentencia 2004-003108. SL 

1120-12. CESE DE NOMBRAMIENTO.  FUNCIONARIA CESADA POR EMBARAZO.  Alega la recurrente que fue cesada de su nombramiento como Técnica de Rayos X por su condición de embarazo y en su lugar nombraron a otro funcionario de forma interina. Al respecto, se constata que a la amparada se le venció el nombramiento interino como Técnica de Rayos  X a partir del 11 de marzo del 2012, vencimiento respaldado en la culminación de las vacaciones del titular de la plaza- razón por la cual, no se dio como consecuencia de su estado de embarazo, sino al finiquito del plazo de la sustitución por el regreso  del titular de la plaza. Se declara sin lugar el recurso. SL. 

11225-12. TRASLADO. ES POLICÍA Y ACUSA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el amparado que lo trasladaron de su puesto en labores de tipo operativo en el Ministerio de Seguridad Pública a policía raso en la Delegación de San José, ocasionándole una serie de perjuicios. Con base en las consideraciones dadas en al sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se cita la sentencia 2004-003108. SL
11383-12. CONDICIONES. SE ACUSA QUE EN LA REFORMA, LOS EDIFICIOS NO TIENEN ADECUADAS CONDICIONES PARA TRABAJAR.  Alega el amparado que  labora en el Ámbito de Convivencia  Mediana Cerrada del Centro  de Atención Institucional La Reforma. Dice que en dicho ámbito existen dos tipos de puestos conocidos  como Fortín Botica y Fortín Escuela, que por falta de recursos  de higiene e inseguridad, no cumplen las condiciones mínimas de salubridad, ya que la infraestructura se encuentra en un estado de deterioro y abandono que en cualquier  momento se puede venir  abajo con todo y el agente de seguridad por los fuertes vientos que ascienden. Su estructura tiene una puerta y cuatro ventanas que están en mal estado ya que en dos de ellas no tienen celosías. Tiene un servicio sanitario que no posee agua y se ubica a la intemperie. El sistema eléctrico está  en  pésimas condiciones con cables sueltos sin un control de entubado, lo que sumado  a la falta de agua potable constituyen condiciones infrahumanas para trabajar.  En base a las consideraciones que se exponen en la sentencia se declara con lugar el recurso.  Se ordena al  Ministro de justicia y Paz, así como, la Directora y el Jefe de Seguridad del Centro de Atención Institucional La Reforma y al Director General de Adaptación Social, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que en un plazo de SEIS MESES se brinde solución efectiva a los problemas que se presentan en los fortines donde labora el recurrente. El Magistrado Castillo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
11469-12. PLUS SALARIAL. SUPRIMEN A NOTARIOS DEL ICE SOBRESUELDO. Alega el recurrente que desde hace varios años laboran en el Instituto Costarricense  de  Electricidad,  desempeñando  los  cargos  públicos profesionales   en abogacía y notariado institucional,   relación que fue formalizada mediante contratos formales de trabajo y es retribuida por medio de un salario. No obstante, el Director de Notariado,  de manera arbitraria, resolvió suprimir o cancelar unilateralmente y, sin que medie el debido proceso, el sobresueldo que reciben por notariado, sin debido proceso y sin ser, a su juicio de los accionantes, los competentes para ello. Con base en las consideraciones dadas en al sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada da razones diferentes. SL
11507-12. SALARIO. REBAJOS DESPROPORCIONADOS. Alega la recurrente que desde el mes de mayo de 2012, el Departamento de Planillas del MEP le rebaja sumas correspondientes a una incapacidad sin realizarle ninguna comunicación.  En base a las consideraciones que se exponen en la sentencia se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos y a la  Jefa del Departamento de Control de Pagos, ambos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, que dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución, enderecen los procedimientos a fin de comunicar a la recurrente, sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que se procederá a su cancelación definitiva.  En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo lo declaran con lugar en todos sus extremos.-  CL PARCIAL
10684-12 DESPIDO. INTERINO POR FUNCIONARIO EN PROPIEDAD. Alega la recurrente que se desempeñaba en condición interina como docente en el CINDEA de Upala  y que, en su lugar nombraron otra persona pese a que ella venía desempeñando el puesto con anterioridad lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala estima que  el hecho de que la recurrente se le hubiese nombrado interinamente en aquel puesto, no le otorga un derecho adquirido a su continuidad, cuando, como este caso, la persona que fue nombrada, lo fue en propiedad, previo al concurso de antecedentes. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
10697-12 DESPIDO. INTERNO POR INTERINO EN APLICACIÓN AL CRITERIO DE “ANTIGÜEDAD”. Alega el recurrente que venía ocupando una plaza interina y que, le comunicaron que la misma pasaría a ser plaza vacante en razón de que el propietario de esa plaza había sido despedido; sin embargo, fue nombrada una persona menor que ella sin permitirle participar en el concurso como por derecho le corresponde. En este caso la Sala señala que ﻿ el criterio denominado “antigüedad”, no es suficiente para determinar  con toda certeza la idoneidad  de una persona para ocupar un puesto público, como lo hace la CCSS, con base en el artículo 42 de las Normas que Regulan  las  Relaciones  Laborales, Científicas,  Académicas,  Profesionales y Sindicales, entre la Caja Costarricense de Seguro Social y Profesionales. Se citan las sentencias  2005-01244, 2010-017646, 2010-001926, 2010-011191. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, respecto a la sustitución de la recurrente por otra funcionaria interina en la plaza código No. 06570. Se ordena al Director, y al Jefe de Gestión de Recursos Humanos, ambos del Area de Salud Catedral Noreste de la Caja Costarricense de Seguro Social, que, de manera inmediata, adopten todas las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias  para que se reinstale a la amparada, en la mencionada plaza. CL Parcial
10863-12 IUS VARIANDI. SE ACUSA CAMBIO DE JORNADA LABORAL. Alega el recurrente que  las autoridades del Ministerio de Cultura y Juventud, de forma arbitraria, dispusieron, en el año 2007, cambiar el horario de trabajo de la tutelada, lo cual considera constituye un  ejercicio abusivo del ius variandi. En este caso la Sala señala que contrario a lo expuesto por el recurrente consta que las autoridades del Ministerio de Cultura y Juventud no variaron de forma intempestiva y arbitraria las condiciones de trabajo de la amparada, por el contrario, al ser nombrada en propiedad, la tutelada tenía pleno conocimiento  de las mismas, sin embargo,  el  determinar si esa es la jornada idónea o no, así como el pago de horas extraordinarias, es una cuestión de evidente legalidad ordinaria que no le compete resolver a la Sala Constitucional. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita la sentencia 2010-015715 de las 17:46 hrs. de 21 de setiembre de 2010. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
10777-12 DESPIDO. VIOLACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA Y DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que sufrió una lesión a sus derechos fundamentales por parte de las autoridades de la Municipalidad de Siquirres debido a que si bien en su contra se sigue un procedimiento administrativo, lo cierto es que no le permitieron acceder a él y lo despidieron sin tomar en consideración su condición de representante sindical. En este caso, la Sala señala que no le compete resolver lo relativo a la violación a sus derechos sindicales, pues ese agravio alegado deberá de plantearlo ante la vía ordinaria correspondiente, sea, ante la jurisdicción laboral, por cuanto, es en dicha vía donde  se podrá dilucidar, de forma más amplia y con mayores pruebas y elementos, si el despido en cuestión vulneró o no los derechos sindicales de la tutelada, y no mediante el recurso sumario de amparo. Si se considera, en el caso concreto, la lesión a los derechos fundamentales de la amparada, en tanto no le fueron indicadas expresamente las razones de su despido y no se le dio acceso al expediente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones de las 11:00 hrs. de 14 de junio de 2012 y de las 08:00 hrs. de 18 de junio de 2012, dictadas por la Alcaldesa de la Municipalidad de Siquirres. Consecuentemente, se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Siquirres que, de forma inmediata, restituya a la recurrente en  el  pleno  de  ejercicio  de  sus  derechos fundamentales.  Asimismo,  se  le  ordena  a  dicha  autoridad  que,  de  manera inmediata, le proporcione a la recurrente una copia del expediente administrativo mediante el cual se tramitó el procedimiento disciplinario seguido en su contra, a costa de ésta. CL Parcial

11037-12. CONCURSO. NO LE COMUNICAN A PARTICIPANTE RESULTADO DE CONCURSO. Alega el recurrente que a raíz de dos procesos de contratación de personal, que se sacaron a concurso en el Banco Central de Costa Rica, realizó una prueba técnica escrita y práctica para optar por alguna de las dos plazas vacante ofrecidas. Sin embargo, a la fecha no se le han notificado los resultados que obtuvo, con lo cual se afectó el debido proceso. Alega que la Administración, al contratar a un tercero en las dos plazas para las plazas puestas en concurso  sin comunicarle nada sobre sus resultados,  incurrió en un acto ineficaz. Contrariamente a lo alegado por el recurrente, la Sala ya ha rechazado anteriormente reclamos análogos al presente amparo, al estimar que en estos casos el gestionante no tiene propiamente un derecho a recibir respuesta o notificación sobre sus resultados, conforme se indicó en sentencia Nº 2010-012977. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
DERECHO PENAL
12173-12. DETENCIÓN. ABUSO POLICIAL. Alegan los recurrente que fueron detenidos de forma ilegítima por parte de oficiales de la Fuerza Pública en horas de la madrugada del 03 de agosto de 2012. Aseguran que dicha detención fue arbitraria y producto de ello se les confinaron golpes lo que vulnera su derecho a la integridad física.  De los elementos de convicción que corren agregados al expediente se extrae que la detención de los amparados fue consecuencia de la alteración al orden público que provocaron los recurrentes, en horas de la madrugada del 04 de agosto de 2012. Considera este Tribunal, que los oficiales de policía actuaron de conformidad con el ejercicio de sus competencias legales a fin de evitar que se diera algún tipo de desorden público y prevenir manifestaciones de delincuencia. Se cita la sentencia 2001-00163. En cuanto a las golpizas propinadas por las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública, la Sala tiene por acreditado que le fue violado a los amparados su derecho fundamental a la integridad corporal al ser objeto de los golpes que acusan y son ratificados por la pericia médica. Por lo anterior, procede declarar con lugar el recurso en cuanto a este extremo y disponer la reparación correspondiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública o a quien en su lugar ocupe tal cargo inicie de inmediato la correspondiente investigación interna y determine las responsabilidades del personal de la fuerza pública destacada en Delegación Policial de Santa Cruz Guanacaste. CL PARCIAL

12207-12 DETENCIÓN. SE ACUSA QUE A MENORES DE EDAD SE LES MANTUVO DETENIDOS POR MÁS DE VEINTICUATRO HORAS. Alega la recurrente que la Jueza Penal Juvenil  de San Carlos admitió la actividad procesal defectuosa interpuesta y determinó que, efectivamente,  los menores  amparados permanecieron más de 24 horas  detenidos a la orden del Ministerio Público, sin que se  les resolviera  su  situación  jurídica; no obstante, les impuso  dos  meses de  detención provisional. En el presente caso, la Sala ha tenido plenamente acreditado que, conforme lo afirma la recurrente, el Juzgado Penal Juvenil de San Carlos aceptó que los tutelados fueron puestos a su orden cuando había vencido las veinticuatro horas que dispone el numeral 37 Constitucional, en razón de lo cual, acogió la actividad procesal defectuosa que presentara la defensa técnica. Sin embargo, ello en nada enerva la potestad de la Juzgadora para dictar las medidas de detención provisional de los acusados, pues los presupuestos procesales para su emisión son los que establece el artículo 58 de la Ley de Justicia Penal Juvenil y no el vencimiento o no del plazo para ponerlos a la orden de la autoridad judicial competente, como parece entenderlo la gestionante. Se declara sin lugar el recurso. SL

12073-12. FUNDAMENTO. ACUSA QUE SE LE DETUVO DE FORMA ILEGÍTIMA. Alega el recurrente que el amparado fue detenido sin razón alguna. En este caso,  se acreditó, que el amparado fue detenido en el Bar Antik, debido a que gritó improperios contra la policía y causó disturbios en el lugar. Posteriormente, fue puesto en libertad a las 3:50 horas del mismo día, luego de confeccionado el parte policial a la autoridad judicial. De manera que la privación de libertad se encuentra justificada en ese momento procesal y no es irrazonable, Se declara sin lugar el recurso. SL
12148-12. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. CONSIDERA QUE FUE DICTADA POR UN JUEZ INCOMPETENTE. El recurrente acusa que el dictado de la última prórroga de la prisión preventiva contra los tutelados es nulo, porque en la audiencia oral se formuló recusación contra el Juez encargado de la audiencia; sin embargo, éste resolvió rechazar dicha recusación y dispuso prorrogar por tres meses más, la prisión preventiva de los acusados. Al respecto se le indica al recurrente que esta Sala no tiene competencia para valorar las razones por las cuales procede o no la recusación de un Juez o la inhibitoria de éste para conocer de un asunto en concreto. En todo caso, nótese que en la audiencia oral mencionada, el Juzgador consideró que no debía inhibirse, pues era su persona quien debía conocer en la presente causa de las medidas cautelares y de los actos de investigación que se suscitaron en la etapa preparatoria, en ese caso se realizaron allanamientos e intervenciones telefónicas que fueron ordenadas por su persona y que lo anterior encuentra apego en la ley, jurisprudencia y los principios procesales de Juez Natural. Se declara sin lugar el recurso. SL 

12245-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ACUSA QUE LOS PLAZOS FUERON SUPERADOS. Alega el recurrente que el tutelado fue condenado por el Tribunal Penal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Alajuela a descontar una pena privativa de libertad, pronunciamiento en el que también dispuso la prisión preventiva. Acusa que a pesar de que el 03 de agosto del presente año, el amparado cumplió 18 meses de prisión preventiva, ante una nueva solicitud de la Fiscalía de Ciudad Quesada, el Tribunal recurrido amplió esa medida por el plazo de tres meses  más, lo que estima lesivo de sus derechos fundamentales, pues desconocen el plazo máximo en que se podrá mantenerle privado de su libertad. En reiteradas ocasiones, esta Sala ha considerado que una sentencia condenatoria puede constituir base suficiente para revocar una excarcelación concedida o acordar una prisión no dispuesta previamente durante la tramitación del procedimiento, pues esa circunstancia hace variar el estado en que se encontraba el sometido a juicio antes de que se diera y, en algunos casos, ser la causa de una evasión a la acción de la justicia.  Se cita la sentencia 2003-015388. Se rechaza por el fondo el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto  y  ordena  darle  curso  al  hábeas corpus,  como   lo  indica  en  el  penúltimo considerando de esta sentencia. RF

12349-12. PRISIÓN PREVENTIVA. ACUSA QUE SE DICTÓ MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA EN CONTRA DEL IMPUTADO, PESE A QUE LA SENTENCIA NO SE ENCUENTRA EN FIRME. Alega el recurrente que por medio de la sentencia número118-2012 de las dieciséis horas con quince minutos del diecisiete de febrero de dos mil doce dictada por el Tribunal Penal de Heredia, se le impuso al amparado doce años de prisión por tres delitos de abusos sexuales contra personas menores de edad e incapaces y se ordenó su prisión preventiva por el plazo de seis meses, situación que considera arbitraria, dado que la sentencia no se  encuentra firme y la resolución en discusión carece de 
fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF

12333-12. UBICACIÓN. ACUSA QUE EL AMPARADO NO FUE REUBICADO EN NINGÚN CENTRO PENAL, PESE A QUE SE DICTÓ PRISIÓN PREVENTIVA EN SU CONTRA. Alega el recurrente que contra el amparado el Juzgado Penal de San José dictó la medida cautelar de prisión preventiva al ser las 18:00 horas del 23 de agosto de 2012; sin embargo,  a la fecha de interposición del hábeas corpus, no había sido trasladado a ningún centro Penitenciario, En el presente asunto, esta Sala no considera que se hayan lesionado los derechos fundamentales del amparado. En ese sentido,  la Sala ha admitido como razonable el plazo de un día a partir de la gestión formulada para proceder al a efectiva ubicación de un detenido en un Centro Penitenciario. Se citan las sentencias 2003-1633 y 2004-5956. Se declara sin lugar el recurso. SL 
12327-12. DERECHO DE DEFENSA. ACUSA QUE NO SE LE BRINDÓ ASISTENCIA CONSULAR EN EL PROCESO PENAL SEGUIDO EN SU CONTRA.  El recurrente demandó el amparo del derecho a la asistencia consular del tutelado, pues, en su criterio, en la causa penal seguida en su contra, no se le ha reconocido ese derecho. Aunado a lo anterior, en la resolución que ordenó la apertura a juicio, se omitió indicar quién es la persona  ofendida. Se cita la sentencia No. 2012-004057.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso, únicamente, por el derecho a la asistencia consular, con las consecuencias que se dirán. Se   les   ordena   al Tribunal de Juicio recurrido   abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que sirvió de mérito para acoger el presente recurso. En lo demás, se declara sin lugar. El Magistrado Rueda Leal, salva el voto y declara sin lugar el recurso, en todos sus extremos. CL PARCIAL

11693-12. ANTECEDENTES PENALES. ACUSA QUE EL ARCHIVO CRIMINAL MANTIENE INFORMACIÓN PERSONAL EN EL REGISTRO DE ANTECEDENTES, PESE A QUE SE DICTÓ SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO A SU FAVOR. El tutelado aduce que, pese a contar con un sobreseimiento definitivo y una absolutoria a su favor, las autoridades del Organismo de Investigación Judicial -en contra de lo señalado, expresamente, por la Sala en la Sentencia No.5802-1999-,dispusieron mantener tales datos en el archivo criminal. Este Tribunal Constitucional  estima que, en el presente asunto, se tiene por demostrado el Archivo Criminal, actualmente, mantiene en sus registros información relacionada con un sobreseimiento definitivo; así como, una absolutoria declarados a favor del amparado en los años 2009 y 2012 por las correspondientes autoridades judiciales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Secretario General del Organismo de Investigación Judicial, que lleve a cabo, inmediatamente, todas las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se elimine del registro de antecedentes penales del amparado, cualquier referencia relacionada con los procesos penales. CL

11747-12. DETENCIÓN ILEGÍTIMA. ACUSA QUE FUE DETENIDA SIN NINGÚN FUNDAMENTO. En el presente asunto, la recurrente alega que fue detenida por oficiales del Organismo de Investigación Judicial, sin que mediara razón alguna. Al respecto, se tiene por constatado que la accionante no lleva razón en su reclamo, pues su detención no obedeció a una decisión arbitraria por parte de la autoridad recurrida, sino a los indicios probatorios  existentes en la investigación iniciada bajo el expediente número 11-000480-070-PE, en la que el Ministerio Público y el Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial, procedieron a allanar el hogar y el lugar de trabajo de la tutelada, lo que fue informado a la amparada, previo a que se llevaran a cabo dichas diligencias. Asimismo, se tiene por demostrado que luego de su detención, la amparada fue puesta a la orden de autoridad competente, dentro del plazo establecido por la Carta Magna, de ahí que se descarte una detención ilegítima de la tutelada. Se declara sin lugar el recurso. SL

11651-12. LLAMADA TELEFÓNICA. SE LE IMPIDIÓ A DETENIDO REALIZAR UNA LLAMADA TELEFÓNICA.  La recurrente alega que a  las 18:46 horas del 23de julio de 2012, el tutelado fue detenido sin que se le informara los motivos de su aprehensión ni de la causa que se tramitaba en su contra, y tampoco se le otorgó La posibilidad de llamar a un familiar. Sostiene, que el tutelado  padece de trastornos mentales por lo que es inimputable, y la detención ha provocado que empeore su estado de salud física y mental. En este caso consta que la orden de prisión preventiva del Tribunal accionada es legítima, y se encuentra debidamente fundamentada. Lo anterior, por cuanto el tutelado figura como imputado en una causa penal en la que el Juez respectivo tuvo la necesidad de declararlo reo rebelde y ordenar la captura, la que se hizo efectiva y se dictó prisión preventiva en su contra con el fin de asegurar los fines del proceso, cuyo debate había sido programado para el 10 de agosto de 2012, por lo que no encuentra esta Sala mérito alguno para acoger este recurso en este extremo, pues ha quedado acreditado que la detención del amparado obedeció al cumplimiento de una orden de captura emitida por juez competente, al declararlo como reo rebelde y previo al dictado de la prisión preventiva del tutelado no consta en el expediente prueba alguna que haya acreditado el estado mental del amparado, o al menos que se haya comunicado tal situación. En cuanto a que al tutelado no se le permitió realizar una llamada telefónica a un familiar el día de su detención, por lo que es dable indicar que todo detenido tiene derecho a comunicarse, por la vía que él escoja, con su familia, amigos o abogado, al momento en que se le informa que va a quedar detenido a la orden de una autoridad pública, en el momento en que él lo estime oportuno, mientras se produce dicha detención. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la omisión de permitir que el tutelado realizara una llameada telefónica a un familiar el día de su detención, lo que lesiona el artículo 39 de la Constitución Política. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL

11541-12. DEFENSA PÚBLICA. ACUSA QUE NO SE LE NOMBRÓ DEFENSOR PÚBLICO EN PROCESO LABORAL.  Alega el recurrente que el doce  de junio del dos mil doce, solicitó al Departamento  de Defensores Públicos de Alajuela se le asignara un Defensor Público para plantear una demanda laboral, debido a que no está conforme con la cláusula abusiva de cincuenta horas laborales de trabajo comunal que le exigen las autoridades universitarias; no obstante, se le comunicó que  no cuentan con defensores públicos en materia laboral. Al respecto, la Sala determina que la solicitud de nombramiento de un defensor público incoada por el accionante lo es para discutir un requisito de índole académico, sea la procedencia o no del trabajo comunal, por lo que no estamos en presencia de un caso en donde se esté alegando lesiones a sus derechos  fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. SL 
11717-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ACUSA QUE SE PRORROGÓ LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA, POR INFORME DE UN TESTIGO CONFIDENCIAL. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de Heredia prorrogó la prisión preventiva del amparado hasta el 28 de agosto de 2012, con sustento en los informes policiales del Organismo de Investigación Judicial de Heredia que hace alusión a un testigo confidencial que involucra al amparado. Acota que no se ha identificado o individualizado a los testigos de descargo, ni se ha solicitado un anticipo jurisdiccional de la prueba por parte del Juzgado Penal, lo cual ha limitado el ejercicio de la defensa material y técnica. Al respecto, este Tribunal constató que la prórroga la medida cautelar se dictó debido a que existe apertura de evidencia y se encuentra pendiente de análisis. Asimismo, existe una presunción de fuga y de obstaculización, a que no existe un arraigo; razón por la cual, se descarta el alegato sobre la falta de motivación. Se declara sin lugar el recurso. SL 

11925-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ACUSA QUE SE ANULÓ EL DEBATE Y SE DISPUSO EL REENVÍO DE LA CAUSA. El  recurrente  indica  que  mediante sentencia No. 586-2011 el Tribunal Penal de Alajuela condenó a su representado a tres años de prisión, por el delito de extorsión, disponiendo, además, prorrogar la prisión preventiva por el plazo de un año. Posteriormente,  en virtud de las impugnaciones planteadas por otros coimputados “no por su defendido” el Tribunal de Apelaciones de Alajuela ordenó la anulación del debate y dispuso el reenvío de la causa. No obstante, esa autoridad prorrogó por seis meses más la medida cautelar que pesa sobre el tutelado. Alega que su defendido permanecería más tiempo en prisión preventiva que por la pena impuesta, lo que estima desproporcionado y violatorio de su libertad personal. En este caso, señala la Sala que según lo informado, en la sentencia que fue anulada parcialmente, se le impuso al tutelado una condena total de 7 años de prisión por los delitos de asociación   ilícita, extorsión simple y tentativa  de   extorsión simple y no, únicamente, tres años de prisión como adujo el recurrente. Es claro que esa condenatoria quedó anulada pero debe considerarse que, aún en el supuesto que al tutelado se le impusiera el extremo mínimo de las penas “que oscilan entre los 1 a 6 años en el caso de la asociación ilícita, y 2 a 6 años en la extorsión simple”, podría imponérsele tres años, esto sin contar con la extorsión  simple  en  grado  de  tentativa.  En  mérito  de  las  consideraciones expuestas, se impone desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.  SL
11862-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE CUESTIONA QUE HAY DECLARATORIA DE REENVÍO Y NUEVA AUDIENCIA EN PROCESO PENAL JUVENIL. El recurrente reclama como ilegítima la detención provisional decretada en contra de los amparados, pues según su dicho, no existe causa legítima para que se mantengan privados de libertad mientras se produce una nueva audiencia de medidas cautelares por reenvío. En este caso, señala la Sala que -conforme  a lo que se expuso  por el propio recurrente-, la fijación de la medida cautelar se hizo con violación a los derechos de los amparados, situación que fue reconocida por el Tribunal recurrido el  cual  admitió  y declaró  con lugar la apelación presentada. Empero, esa declaratoria para el reenvío y celebración de una nueva audiencia de medidas cautelares no implica -per se- la libertad de los amparados, pues el mismo Tribunal dispuso mantener como medida cautelar, su detención provisional por el tiempo necesario para celebrar la nueva audiencia. De ahí que la detención que sufren los amparados, al menos en estos términos, no resulta ilegítima ni contraria al Derecho de la Constitución, y por ende el recurso resulta improcedente. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

11817-12 DEFENSOR. ACUSA QUE LO SEPARARON DE LA DEFENSA, PESE A QUE JUSTIFICÓ LA AUSENCIA PARA LA AUDIENCIA PRELIMINAR. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de Puntarenas, en la audiencia celebrada el 29 de junio de 2012, dispuso separar al actor como abogado defensor, con el argumento de haber abandonado  la defensa, pese haber indicado de manera oportuna los motivos por los cuales no podía asistir a la audiencia preliminar situación que, en su criterio, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. Al respecto, observa la Sala que la autoridad justificó adecuadamente las razones por las que separó al defensor, el cual, no era la primera vez que justificaba una ausencia. Asimismo, consta que oportunamente se asignó un nuevo defensor al imputado, sin que se le haya dejado en estado de indefensión, o vulnerado su derecho al proceso debido. Se declara sin lugar el recurso. SL  
11430-12 ASISTENCIA CONSULAR. NO FUE EXPRESAMENTE SOLICITADA. Alega el recurrente que durante el proceso penal seguido en su contra por el delito de tráfico internacional de drogas, no se le informó su derecho a contar con asistencia consultar, lo que estima lesiona su derecho de defensa. En el presente asunto, quedó acreditado que el tutelado, extranjero, contra quien se siguió una causa penal por el delito de tráfico internacional de drogas,  contó con el patrocinio  letrado, brindándole la asistencia técnica y material para ejercer su defensa durante el proceso. Además, pese a que se alegó en el escrito de interposición de este proceso, en ningún momento, durante las etapas procedentes presentó un incidente de actividad procesal defectuosa reclamando el derecho  de asistencia consular. Se cita la sentencia 2012-4057. El Magistrado Rueda Leal declara sin lugar el recurso por razones diferentes. SL

11501-12. PENAL. DISCONFORMIDAD CON LA TRAMITACIÓN DEL PROCESO PENAL QUE SE SIGUE EN SU CONTRA. Alegan los recurrentes que las actuaciones realizadas por la Fiscalía de Siquirres en le proceso penal que se sigue en su contra, lesionan sus derechos fundamentales. Indican que tanto es así, que uno de los afectados vive con temor de volver a ser detenido por la Policía Judicial, sin que se determine el verdadero responsable del delito que se acusa. Al respecto este Tribunal consideró que si el Fiscal recurrido ha incurrido en algún tipo de falta en sus deberes, durante la tramitación del proceso en mención, se debe de alegar la inconformidad ante la Inspección Judicial. En cuanto a la eventual detención que se pueda llevar a cabo en contra de uno de los recurrentes, esta Sala considera que actualmente  no  existe  una  violación  real  e  inminente  de  los  derechos fundamentales de los recurrentes, que este Tribunal pueda entrar a conocer. Se rechaza por el fondo el recurso. RF 

10919-12 PRISIÓN PREVENTIVA. SENTENCIA FIRME. Reclama el recurrente una violación a sus derechos fundamentales  en virtud de que se encuentra ilegítimamente privado de su libertad, dado que la prisión preventiva que se dictó en su contra, venció el 24 de julio anterior, y pese a que la representación fiscal pidió una audiencia para prorrogarla, el Tribunal recurrido consideró que la sentencia dictada en su contra estaba firme, por lo que no procedía prorrogar la misma. En este caso, la Sala descarta el agravio alegado por el recurrente por cuanto la  privación de libertad del amparado obedece a que ya existe una sentencia penal condenatoria firme en lo que  atañe  al  juicio  de  culpabilidad.  Se cita la sentencia 2009-16295 de las 15:02 horas del 21 de octubre del 2009. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

11023-12 PRISIÓN PREVENTIVA. PRÓRROGA PARA ASEGURAR LA CELEBRACIÓN DEL DEBATE. Alega el recurrente la violación a la libertad personal de los tutelados, ya que se encuentran detenidos de forma ilegitima, pues ya se venció la prisión preventiva impuesta en su contra, sin que a la fecha hayan sido puestos en libertad. En este caso, la Sala indica que se comprobó que la prórroga de la prisión preventiva de los imputados se realizó con el propósito de asegurar la celebración del debate de juicio, el cual está programado para el 03 y 04 de setiembre y que, a tenor de lo dispuesto por el artículo 253 en relación con el 254 del Código Procesal Penal, por principio general, no procede la revisión de la prisión preventiva del acusado antes de que hayan transcurrido tres meses desde que se acordó. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
12044-12.COBRO. DISCONFORMIDAD CON EL COBRO DE IMPUESTO ÚNICO SOBRE LOS COMBUSTIBLES DE AVIACIÓN. Los recurrentes presentan recurso de amparo en contra del cobro de un impuesto  único  sobre  los  combustibles  de  aviación  que  la  Refinadora Costarricense de Petróleo les suministra, lo cual se encuentra establecido en el artículo 1 del Reglamento a la Ley de Simplificación Tributaria. A dichos combustibles  les  pesa  un  tributo  conocido  como  impuesto  único  a  los combustibles, el cual es tanto para el transporte aéreo como terrestre. Señalan que no lo consideran un impuesto; sino una contribución especial, por no gozar del carácter  general  del  impuesto  en  el  Código  de  Normas  y  Procedimientos Tributarios. En este sentido, aunque la parte amparada alegue una supuesta violación al principio de igualdad, no se percata de que, en los términos en que plantea su reclamo, para evaluar si se ha producido o no la presunta desigualdad alegada, sería necesario que esta Sala entrara a hacer determinaciones propias del plano de legalidad ordinaria con el objeto de establecer si el cobro del impuesto único a los combustibles  a las empresas que representan, es contrario a la normativa aplicable al caso o no, pues obviamente el principio de igualdad no concede un derecho a ser equiparado a cualquier individuo o empresa que se halle en circunstancias idénticas, si con ello se violenta el ordenamiento jurídico. RP

10695-12 IMPUESTO AL TABACO. SE ACUSA QUE SE COBRA SIN HABER EMITIDO EL REGLAMENTO RESPECTIVO. Considera el recurrente inconstitucional  la aprobación de la Ley de Control del Tabaco y sus efectos nocivos en la salud, porque permite al Estado cobrar un impuesto más a los cigarrillos, sin que se haya emitido la reglamentación  que  defina  el  procedimiento  de  cobro  y  demás  aspectos administrativos relacionados, sobre cómo distribuir el impuesto y cómo aplicarlo. En este caso la Sala señala que el impuesto creado por los artículos  22 y siguientes de la Ley de Control del Tabaco y sus efectos nocivos en la salud –que cuestiona el recurrente- no requieren de una reglamentación adicional porque la ley no establece plazo para entrar en vigencia por lo que opera la norma del artículo 9 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, según el cual se aplica la vigencia diez días después de su publicación en el Diario Oficial y que, su disconformidad con la promulgación de la Ley de Control del Tabaco y sus efectos nocivos en la salud no es amparable, toda vez que no viola -directamente- los derechos  fundamentales  del  recurrente  y  deberá  éste  recurrir  a  la  propia administración, o de ser el caso a la jurisdicción ordinaria, a plantear la ilegalidad que reclama. Se citan los artículos  48, 49 y 153 de la Constitución Política, 1, 2, 10, 29 y 48 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se citan las sentencias 2002-12122 de las 10:11 horas del 20 de diciembre del 2002 y  2006-11543 de las 15:11 horas del 9 de agosto de 2006. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

10690-12 SISTEMA TICA. SE ACUSAN MODIFICACIONES SISTEMA SIN PREVIO AVISO. Alega la recurrente que sufre grandes pérdidas debido a la práctica frecuente del Ministerio de Hacienda que consiste en hacer modificaciones automáticas y sin previo aviso en el Sistema Arancelario TICA, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que se descarta el agravio alegado por cuanto quedó demostrado que las modificaciones se hicieron de conformidad con la normativa convocada al efecto y que se comunicó a los usuarios en el tiempo y por el medio correcto. Sin embargo,  si la recurrente estima que las modificaciones arancelarias no fueron aplicadas correctamente en el Sistema Informático TICA, ello es un asunto de evidente legalidad cuya competencia escapa  al conocimiento  de este Tribunal mediante la figura del amparo.  ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

11659-12. DEPORTACIÓN. ACUSA QUE PRETENDEN DEPORTARLO, PESE A QUE PAGA PENSIÓN ALIMENTARIA A FAVOR DE SUS HIJOS COSTARRICENSES.  Alega el recurrente que se encuentra ilegítimamente, privado de libertad en el Centro de Aprehensión de la Dirección General de Migración, dependencia que pretende deportarlo, pese a que se encuentra obligado a cancelar una pensión alimentaria a favor de sus hijos menores de edad nacidos en Costa Rica, situación que se agrava al no haberlo conminado a regularizar su situación migratoria.  Este Tribunal ha reiterado que la resolución que disponga la extradición de un extranjero en condición irregular que no ha presentado  gestión alguna para regularizar su estadía en el país, no vulnera derecho fundamental alguno. Se cita la resolución Nº 2005-12944. Aunado a lo anterior ha reconocido que una pensión alimentaria no impide la deportación de un extranjero en condición irregular, por cuanto no es motivo suficiente para que permanezca de manera ilegal en el territorio nacional y que la ejecución de ese   acto administrativo tampoco vulnera los derechos del beneficiario alimentario.  Se cita la sentencia Nº 2008-014857. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto, y declara con lugar el recurso. SL

11920. DEPORTACIÓN. ACUSA QUE LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA SU DEPORTACIÓN ES ILEGÍTIMA. Alega el recurrente que, fue aprehendido  por las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería con el propósito de deportarlo. Considera que se le está violentando el principio de irretroactividad de la ley, por cuanto, las  autoridades  recurridas  están  aplicando  la  ley  vigente  para cancelar su residencia en el país, cuando, a su parecer, se debe aplicar la anterior Ley General de Migración y Extranjería y, además, no están tomando en consideración que tiene una nueva relación sentimental y una hija costarricense. Al respecto, aprecia este Tribunal que la aprehensión y la orden de deportación no resultan ilegítimas, por cuanto, como se examinó, el tutelado carece de un estatus jurídico que legitime su permanencia en el territorio nacional. En la resolución que dispuso la cancelación del estatus de residente al actor, se le conminó a que hiciera abandono del territorio nacional en el término de cinco días naturales y, caso contrario, se procedería como en derecho corresponde. En tal sentido, se demostró que el amparado fue aprehendido por incumplir las disposiciones reguladoras de su permanencia en el territorio nacional según lo dispuesto en la Ley de Migración y Extranjería. Se declara sin lugar el recurso. SL.

11453-12. DETENCIÓN. POR CONDICIÓN IRREGULAR. En el presente asunto,  el recurrente acusa que las amparadas fueron detenidas ilegítimamente por la autoridad recurrida, pese a que su  condición migratoria es regular, y de que incluso, una de las tuteladas se encuentra casada con un costarricense. Al respecto, la Sala determinó que la detención de las tuteladas no obedeció a una actuación arbitraria por parte de la accionada, sino al hecho de que éstas permanecían en forma ilegal en el país. Se aclara que ya en reiteradas ocasiones este Tribunal ha señalado que el contraer matrimonio con un nacional, no implica que un extranjero se encuentre eximido de cumplir con los demás requerimientos establecidos por la normativa respectiva para legalizar su situación en el país, de ahí que no resulte ilegítimo que la Dirección accionada disponga la detención de la amparada, pues consta que ésta no ha realizado gestión alguna para regularizar su estatus en Costa Rica. Se cita la sentencia  2011-8002. La Magistrado Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso en cuanto a la amparada. SL.
INTIMIDAD

10713-12 DERECHO DE IMAGEN. SE ACUSA QUE INFORMACIÓN ERRÓNEA LESIONA SU IMAGEN. Alega el recurrente que se lesionó su derecho a la imagen, debido a que se publicó su fotografía e información, en la que se indicaba que se encuentra en la lista de las personas más buscadas; sin embargo se encuentra recluido en el  Centro de Atención Institucional San Rafael y asegura, que esta publicación lo puede perjudicial en la posibilidad de que se le otorgue algún beneficio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE PRENSA
10815-12 TELEVISIÓN. SE ACUSA QUE PAUTA PUBLICITARIA TIENE UNA CONNOTACIÓN FETICHISTA PARA EL GREMIO DE ENFERMERAS. La recurrente acusa que el 5 de julio pasado,  en horas de la mañana,   Canal 7 pautó una publicidad correspondiente al programa “Trato hecho”, en el cual participaron modelos vestidas como enfermeras, con una “connotación fetichista, sexista e indignante para el gremio”. Ante tales reproches, Televisora de Costa Rica S.A. alega que efectivamente se trasmitió la pauta a que hace referencia la recurrente, sin embargo, la misma no tenía la connotación alegada por la amparada. Alega que, en todo caso,  tal pauta ya no se programa  y el programa correspondiente  fue transmitido el 3 de julio, sea, antes que se interpusiera el presente amparo, por lo que el mismo carece de interés actual. Debe señalarse que esta Sala ha aclarado en otras oportunidades que no le corresponde  sustituir en sus funciones a los órganos creados, específicamente, para controlar y regular la propaganda comercial o el contenido del material que se transmite por televisión -en específico: la Comisión de Control y Calificación de Espectáculos Públicos y la Oficina de Control de Propaganda. Se citan las sentencias 3298-09, 7016-00. SL 

LIBERTAD DE TRANSITO

10578-12. MULTA. SE ACUSA MONTO DESPROPORCIONADO POR VIRAJE EN “U”. El recurrente alega que es desproporcionado  el monto de la multa que se le impuso por supuestamente virar en “U”. Señala la Sala que respecto a la infracción a lo dispuesto en el artículo 131 inciso c) en relación con el 119 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres No. 7331, que sanciona al conductor de un vehículo que vire en “U”, a juicio de este Tribunal no hay agravio alguno para estimar el presente asunto. Las circunstancias descritas en las normas citadas tienden a evitar una situación de riesgo que ponga en peligro la vida, la integridad y la salud tanto del conductor infractor como de terceras personas, ya sean ocupantes del propio vehículo, de otros, así como de peatones.  Por ello, se considera que existe una relación de proporcionalidad y razonabilidad entre el monto de la multa, el medio empleado y el fin perseguido con la sanción. Así, la relevancia constitucional de los bienes 
jurídicos que se protegen es tal que no considera   esta Sala que el monto de la multa sea exorbitante y, por ende, desproporcionado   o irrazonable. Ahora, en cuanto al otro punto que expone el recurrente de que no incurrió en la referida infracción de tránsito, es de merito señalar que no le corresponde a este Tribunal Constitucional determinar su eventual responsabilidad o no, sino a la jurisdicción ordinaria, por ser un extremo de legalidad. Se declara sin lugar el amparo. SL
MINORIAS
12016-12. DISCAPACIDAD VISUAL. ACCESO DE PERSONAS DISCAPACITADAS AL DIARIO OFICIAL LA GACETA. Los recurrentes afirman que la  población costarricense no vidente, no cuenta con medios de accesibilidad suficientes para acceder a la información del Diario Oficial La Gaceta. Se cita la sentencia Nº 2006-008995. Al respecto, el representante de la Imprenta Nacional informó bajo juramento que precisamente, a fin de cumplir con los requisitos de accesibilidad contenidos en la Ley 7600, se incursionó y estableció dentro del sitio digital de La Gaceta y el Boletín Digital el formato HTML, el cual es un formato amigable que facilita y reconoce el acceso de dispositivos de lectura en audio gratuitos como los software NVDA o JAWS. Se declara sin lugar el recurso. SL

12019-12. INDÍGENAS. ACUSA EL RECURRENTE QUE NO LE PERMITEN LA AFILIACIÓN EN LA ASOCIACIÓN INDÍGENA CORRESPONDIENTE, El recurrente acusa que la entidad recurrida le denegó, de forma indebida, su afiliación a la misma. Lo que le impide tener voz y voto en la adopción de las decisiones importantes para el desarrollo de su comunidad indígena. Se cita la sentencia  número 2010-010224 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

11075-12. RELIGIÓN. SE LE NIEGA INGRESO A CENTRO COMERCIAL POR CAMINAR DESCALZO, POR RAZONES RELIGIOSAS.  Alega el recurrente que en  el  Centro  Comercial  Multicentro  en Desamparados, se le prohíbe su ingreso y permanencia, toda vez que en razón de la filosofía religiosa que practica, Tao, tomó la decisión, como  un mantra u oración constante,  de andar descalzo. Acusa que solicitó la entrega del reglamento en el cual se dispone tal prohibición pero le fue negado. En este caso, señala la Sala que el mero hecho de andar descalzo no afecta derecho de terceros, como tampoco  lo  hacen  otras  creencias  o  manifestaciones  religiosas,  como  usar indumentarias particulares (verbigracia un velo en la tradición musulmana o un hábito en la franciscana) o determinados cortes de pelo, siempre que impere la libre voluntad de la persona practicante y no se vea afectado el contenido esencial de ningún derecho fundamental. Subrayamos  que  la  Constitución  potencia  la  individualidad y la protección a la libre manifestación de la personalidad, toda vez que vivimos en un mundo de personas diversas, en el que cada una tiene la libertad de conducirse conforme lo desee, solo sujeta a los límites ya mencionados. Este estado de cosas corresponde al de una sociedad tolerante, pluralista y democrática, en el que las creencias religiosas, filosóficas y políticas de los distintos individuos merecen respeto y se debe tolerar su exteriorización mientras la moral y orden público no se vean afectados,  todo ello acorde a las circunstancias  culturales del momento histórico determinado. Por lo anterior, votamos por declarar con lugar el recurso y estimamos que de manera expresa se debe ordenar a la parte recurrida permitir el acceso del tutelado al centro comercial aunque ande descalzo. Se declara CON LUGAR el recurso, Se ordena al Vicepresidente con facultades de apoderado de la sociedad Multicentro Valparaíso VPO SA., de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, abstenerse de incurrir nuevamente en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. El Magistrado Castillo Víguez pone nota. El Magistrado Rueda Leal declara con lugar el recurso, con diferentes razones. CL

11126-12. PREFERENCIA SEXUAL. ALEGA EL AMPARADO QUE POR SU CONDICIÓN DE HOMOSEXUAL SE LE SOLICITÓ QUE SALIERA DE RESTAURANTE. Alega el recurrente que, el 13 de abril de 2012 asistió con su pareja al Restaurante Los Antojitos en Alajuela y durante la estadía en ese comercio se le indicó que debían controlar su comportamiento sentimental; sin embargo, alega que no efectuó mayor acto que tener de la mano a su pareja, de manera que procedió a retirarse de ese lugar, debido a tal acontecimiento, lo cual estima es un acto discriminatorio en razón de su preferencia sexual (homosexual). Al respecto, esta Sala determina que la parte accionada no incurrió en acto discriminatorio alguno, pues se les atendió debidamente al amparado y su pareja, desde su llegada hasta el momento de retirarse y sí se les indicó que se abstuvieran de realizar manifestaciones afectuosas excesivas, no fue en razón de su condición homosexual, pues lo mismo se les exige a las parejas heterosexuales, sino porque estaban incurriendo en actos sentimentales excesivos para el ambiente familiar de ese restaurante. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. Se declara sin lugar el recurso. SL

11152-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. RECURRENTE FUE EXPULSADO DEL CENTRO DORMITORIO Y DE ATENCIÓN PRIMARIA PARA PERSONAS DE LA CALLE DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. Alega el recurrente que es que es una persona con discapacidad ya que presenta secuelas severas de trauma cerebral. Acusa que las autoridades recurridas  le sacaron del centro dormitorio y ahora no tiene donde comer, ni dormir, pese a que existen leyes en el país que no permiten discriminar y humillar a una persona discapacitada. En el caso concreto, este Tribunal   descarta la alegada vulneración de derechos fundamentales del recurrente; por cuanto, fue expulsado del Centro Dormitorio y de Atención Primaria para Habitantes de Calle de la Municipalidad de San José, por la actitud incorrecta que ha presentado  el recurrente en ese sitio, la que le ha merecido  la aplicación de una boleta de consecuencia disciplinaria consistente  en una suspensión del servicio que ahí recibe, por un lapso de 7 días, lo cual en modo alguno, se considera lesivo de sus derechos pues éste debe recordar, que su condición especial no le autoriza a dirigirse a las personas que le están brindando un servicio tan importante. Se declara sin lugar el recurso. SL 

10783-12 PERSONAS CON DISCAPACIDAD. ACUSA INFRAESTRUCTURA INADECUADA EN LA MUNICIPALIDAD DE PÉREZ ZELEDÓN. Alega el recurrente que el edificio municipal carece de ascensor o rampa de acceso para personas con condiciones especiales, lo que impide acceder  a los servicios públicos que allí se prestan, privándolo de realizar gestiones en las oficinas del segundo piso y que, el Edificio de la Escuela Sinfónica presenta las mismas deficiencias. En este caso la Sala estima que lleva razón el recurrente por cuanto se acredita que efectivamente el edificio presenta características que impiden el acceso a personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Municipal y la Alcaldesa, de la Municipalidad de Pérez Zeledón, que en forma inmediata dicten las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que dentro del TÉRMINO DE NUEVE MESES, que se contará a partir de la notificación que se les hará de esta sentencia, sea habilitado el edificio que ocupa esa Institución, denominado Palacio Municipal y Escuela de Música Sinfónica, con el objetivo de que las personas  con discapacidad,  puedan acceder  libre y fácilmente a todas sus instalaciones, orientarse dentro de ellas, y contar con los servicios indispensables adecuados a sus condiciones, en igualdad con aquellas personas que no tienen discapacidad.  El Magistrado Castillo Víquez pone nota separada. Comuníquese. CL

10756-12 PERSONAS CON DISCAPACIDAD. ASAMBLEA LEGISLATIVA ARRIENDA EDIFICIO QUE NO REÚNE LAS CONDICIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY 7600. Alega el recurrente que padece una enfermedad denominada “polineuropatía   indefinida" y que, por su discapacidad, requiere que la infraestructura del lugar en el que trabaja se ajuste a lo establecido en la Ley 7600; no obstante, refiere que él forma parte del grupo de personas a las que la Asamblea Legislativa trasladó al Edificio que se encuentra al lado del Cine Magaly luego de que el Ministerio de Salud ordenara el desalojo del edificio Datatec; sin embargo, el actual edificio no cumple con las obligaciones señaladas en la normativa supra indicada. En este caso la Sala señala que cuando se trata de instalaciones abiertas al público o de uso público, se debe garantizar la accesibilidad a las personas discapacitadas, independientemente  de la fecha en que haya sido construida la edificación. ﻿Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente de la Asamblea Legislativa, inicie las gestiones que están dentro del  marco   de   su competencia para que coordine la elaboración inmediata de un plan de acción de mejoramiento de las condiciones de infraestructura, accesibilidad, seguridad e higiene del edificio conocido  como  "UAM",  que  se  ubica contiguo al Cine Magaly,  de forma tal que se cumpla a cabalidad con las obligaciones establecidas en la Ley N°7600, exigiendo la colaboración de los sujetos públicos y privados que puedan estar involucrados. El plan deberá tomar en cuenta las recomendaciones que se deducen de la inspección realizada por el Ministerio de Salud   de fecha 28 de junio de 2012, y deberá estar ejecutado y plenamente finalizado dentro del plazo máximo de SEIS meses calendario contados a partir de la comunicación de esta resolución. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud, que de forma inmediata, proceda a girar las órdenes sanitarias correspondientes -lo que debe incluir al propietario registral del inmueble UAM, así como a   la Municipalidad del Cantón a efectos de que proceda ésta última, a la construcción de las rampas que garanticen la accesibilidad desde la calle hacia la acera del edificio. El Magistrado Castillo Víquez pone una nota. CL
MUNICIPALIDAD
12111-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. ACUSA QUE LA EDIFICACIÓN DE LA MUNICIPALIDAD DE GOLFITO NO CUENTA CON LOS REQUERIMIENTOS DE LA LEY 7600. Alega la recurrente que su madre, quien es adulta mayor de 85 años de edad, no pudo subir las gradas para subir al segundo   piso  del edificio que ocupa la  Municipalidad de Golfito, y a pesar de existir un ascensor, siempre está en mal estado. Al respecto, este Tribunal estima que debido  a que la edificación de comentario no tiene ascensor, ni se especifica si hay otra opción para acceder al segundo piso, se acredita la discriminación alegada por la recurrente, lo que en definitiva lesiona los derechos fundamentales de la población adulta mayor, supuesto de la amparada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Golfito, o a quienes ocupen dichos cargos, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, tomen las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad o personas adultas mayores, al segundo piso de la edificación que ocupa ese ayuntamiento. CL
 12070-12. ACERAS. INCONFORMIDAD CON LAS ACERAS Y CALLES EN LA LOCALIDAD DE SAN JERÓNIMO EN NARANJO. Los recurrentes indican que presentaron una solicitud ante la Alcaldesa y el Concejo Municipal de Naranjo, para que se reconstruyera  un tramo de 900 metros  de vía y la acera peatonal, ambos en el camino principal que comunica la cabecera del distrito de San Jerónimo con el caserío de Los Robles. Lo anterior, debido a que no existe acera y el camino está destruido. Alegan que, a la fecha de interposición de este recurso, no han recibido respuesta, por lo que estiman lesionados sus derechos fundamentales. En el caso concreto estima este Tribunal Constitucional que las autoridades recurridas no incurrieron en una conducta  omisiva en cuanto al extremo alegado, susceptible de lesionar los derechos fundamentales   de   quienes habitan en la zona. No obstante, deberá la Municipalidad recurrida comenzar el arreglo de la calle objeto del presente recurso en el plazo indicado,  es decir en el cuarto trimestre de este año y el carpeteo asfáltico para el próximo año, todo con la debida planificación y las previsiones presupuestarias necesarias de recursos para que, conforme a la disponibilidad de éstos, y así dar una solución efectiva a los recurrentes y los vecinos del lugar. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Naranjo,   o a quien ejerza dicho cargo, que adopte las medidas pertinentes, para que en el plazo de un mes a partir de la notificación de esta sentencia,  aperciba a los  propietarios de los terrenos de delimitar y construir la acera respectiva en la zona indicada en el escrito de interposición. En caso de que el munícipe respectivo omita  cumplir las obligaciones señaladas por la Municipalidad, enelplazode6 MESES a partir de la notificación la Municipalidad de Naranjo   deberá de suplir los  trabajos, y aplicar las multas correspondientes,  de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL


8-12. CALLE PÚBLICA.  ACUSA QUE EL CAMINO VECINAL DE VILLA NUEVA EN SAN GABRIEL DE 
12040-12.  JUNTA DE EDUCACIÓN. ACUSA QUE MUNICIPALIDAD NO SE HA NOMBRADO JUNTA DE EDUCACIÓN. El recurrente demandó la tutela de sus derechos fundamentales, pues, en su criterio, las autoridades recurridas han incurrido en una dilación para nombrar a la Junta de Educación de la Escuela Bajo Pérez, lo que le impide al centro educativo, hacerle frente a sus obligaciones.  En el caso concreto, el propio recurrido reconoció que la omisión reprochada podría generar el que el centro educativo se quede sin administración, y no se puedan realizar los pagos de los servicios públicos  y cumplir otras obligaciones, lo que sin duda incidiría en la continuidad del servicio público educativo repercutiendo negativamente en el derecho a la educación de los educandos (informe). Se declara con lugar el recurso. Se ordena al   Presidente del Concejo Municipal de Acosta, o a quien en su lugar ejerza el cargo, disponer lo necesario para que dentro de los quince días siguientes a la notificación de esta resolución, se integre la Junta de Educación de la Escuela Bajo Pérez, como  en derecho corresponda.  CL
12078-12. CALLE PÚBLICA. UBICADA EN VILLA NUEVA DE SAN GABRIEL DE ASERRÍ SE ENCUENTRA EN MALAS CONDICIONES. Alega la recurrente - quien padece de artrosis de caderas bilateral  y necrosis vascular NAV de cadera derecha que la calle que debe utilizar diariamente para movilizarse, se encuentra en pésimas condiciones. Reclamó que, sin importar las gestiones que ha formulado con el fin que la vía sea reparada, la Municipalidad de Aserrí no ha intervenido con el fin de solventar la problemática. Por lo expuesto, estimó vulnerados sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Aserrí, o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que se encuentran dentro del ámbito de su competencia a efecto que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se repare el camino vecinal ubicado en Villa Nueva de San Gabriel de Aserrí,150 metros al suroeste de la Iglesia Católica de Villa Nueva. CL

11582-12 ACERAS. PROBLEMAS DE INFRAESTRUCTURA EN EL CANTÓN DE PURISCAL. Alegan los recurrentes, que plantearon ante el Concejo Municipal de Puriscal y ante el Ministerio de Salud, denuncia sobre el estado de las aceras, las irregularidades en los caños, la falta de parrillas y entubamiento de las aguas y canoas y bajantes; así como, la falta de barreras arquitectónicas en el edificio municipal en Santiago de Puriscal;  sin que a la fecha se haya brindado una solución a la problemática. Al respecto, constata este Tribunal que la autoridad recurrida no ha tomado acciones específicas para atender dicha denuncia, sino que, únicamente se limitó a indicar que la misma se trasladó al departamento correspondiente. En cuanto al entubado de aguas y actuaciones del Ministerio de Salud, no se comprueba que los recurrentes hubieran presentado denuncia alguna ante dicho Ministerio, ni que este haya sido omiso en atenderla. Sin embargo, del informe rendido se desprende que dicho Ministerio es conocedor de la problemática cuando indica que desde hace  meses se ha estado trabajando conjuntamente  con la Municipalidad  de Puriscal para tratar de subsanar las deficiencias en aguas pluviales, caños y aceras del cantón, pero por problemas internos de la Municipalidad el avance ha sido lento; por lo que, el problema persiste, sin que tampoco demuestre dicho Ministerio las acciones concretas que han tomado de su parte, o si han insistido ante la Municipalidad para darle una solución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal, al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Puriscal, y a la Ministra de Salud, o a quienes en su lugar ocupen dichos cargos, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias, adopten las medidas pertinentes para que, dentro del plazo máximo de UN MES calendario contado a partir de la comunicación de esta resolución, elaboren de forma conjunta un plan de acción, que  contenga  un  diagnóstico,  un  cronograma  de  actividades y reserva presupuestaria para el mejoramiento de aceras, alcantarillas, entubamiento de las aguas pluviales, y acceso al edificio municipal, debiendo proceder a apercibir a los propietarios  o poseedores  de bienes inmuebles que corresponda para que inicien la construcción de nuevas aceras o canoas  frente a sus propiedades, o brinden  mantenimiento  a  las  que  lo  requieran,  ajustando  las obras a las especificaciones contenidas  en la Ley N°7600 y su reglamento, o proceder la Municipalidad  de  Puriscal  a  suplir  los  trabajos,  y  aplicar  las  multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. Pudiendo requerir la colaboración de otras instituciones estatales, si fuere el caso. Para esos fines, se ordena al Gerente de Área de Servicios Municipales de la Contraloría General de la República, que no autorice modificaciones o presupuesto alguno durante el año 2012 y 2013, proveniente de la Municipalidad de Puriscal, si no incluye la partida respectiva para cumplir lo antes ordenado, dentro del marco de las competencias respectivo. CL

11687-12. SEÑALAMIENTO VIAL.  FALTA DE SEÑALIZACIÓN VIAL EN EL CANTÓN DE GRECIA (Urbanización Don Mario Barquero) Acusan  los  recurrentes  violación  de  la  integridad personal y de la estructura vial ocasionada por la omisión de la Municipalidad recurrida en cuanto a la reposición del señalamiento vial de prohibición de acceso de vehículos pesados  y articulados  a la urbanización Don Mario Barquero  en Grecia, pese a las recomendaciones de la Ingeniería de Tránsito. Al respecto, de la prueba aportada por los recurrente y del informes rendido bajo fe de juramento, esta Sala opta por considerar que efectivamente tales omisiones amenazan el derecho a la vida de los vecinos y transeúntes de la zona, por que no es necesario realizar un exhaustivo análisis sino que la misma lógica nos dice que la falta de existencia de señalización vial -en un lugar en que la propia Ingeniería de Tránsito así lo ordena y la misma municipalidad recurrida reconoce que desde el año 2009 debe finiquitar con carácter de urgencia, por el peligro que representa- el plan de ordenamiento regulación ya autorizado y que entre otros incluye la marcación horizontal de las vías. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal y de Alcalde Municipal ambos de la Municipalidad de Grecia, coordinar acciones con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, a efectos de dar solución al problema de señalización vial que enfrenta la Urbanización Don Mario Barquero en Grecia y no ponga en peligro la vida de las personas, a más tardar dentro de los TRES MESES contados  a partir de la comunicación de esta resolución. CL 

11544-12. ALCANTARILLADO. ACUSA QUE EN SU PROPIEDAD SE CONSTRUYÓ UN ALCANTARILLADO POR MEDIO DEL CUAL DISCURREN LAS AGUAS DE SITIOS ALEDAÑOS. Alega la recurrente que es propietaria de una finca ubicada en el cantón de Puriscal, y sin previa comunicación ni autorización de su parte, ingresaron a su propiedad, procediendo a construir un alcantarillado dentro de dicho inmueble, en donde depositan todas las aguas  que discurren del cementerio, del colegio, del templo y de otros lugares vecinos, con las consecuencias ambientales perjudiciales que ello implica. En el presente asunto se comprueba la violación al derecho a un ambiente sano y derecho a la salud por parte de la Municipalidad de Puriscal; no así, ante el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por cuanto se realizó una inspección del lugar y se elaboró una serie de recomendaciones para que a la Municipalidad de Puriscal, en forma coordinada con los vecinos y la Asociación de Desarrollo de Barbacoas reparen la base de la llegada del agua a la acequia, para evitar que siga hundiéndose el cauce.  Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y únicamente en cuanto se dirige contra la Municipalidad de Puriscal. Se ordena al Alcalde Municipal de Puriscal y al Jefe de la Unidad Técnica Gestión Vial, ambos de la Municipalidad de Puriscal o a quienes ocupen esos cargos, ejecutar las acciones pertinentes, con base en el informe técnico N°DRCS-117-11 del 18 de febrero de 2011 del MAG y disponer lo necesario para que en el plazo de UN MES contado a partir del recibo de esta comunicación se dé una solución a los problemas ocasionados por la canalización parcial con la instalación de alcantarillas y cajas de registro que se han direccionado hacia el cauce natural preexistente en el sitio que señala la recurrente; se evite el hundimiento del cauce debido a la llegada de las aguas canalizadas. Asimismo se le orden corregir los problemas de basura y tomar las medidas necesarias para que el área de protección del lugar reciba el manejo adecuado. CL 

11104-12. CALLE PÚBLICA. REPARACIÓN DE CARRETERA “LAS LOMAS” SANTA BÁRBARA DE HEREDIA. Alega el recurrente que en fecha 18 de julio de 2011 los amparados solicitaron el recarpeteo de la calle pública llamada “Las Lomas”, así como las ramificaciones al norte de las misma, las cuales son también públicas , ya que no cuentan con cordón de caño, ni con la evacuación de las aguas pluviales. En el presente asunto, se acredita la lesión al buen funcionamiento de los servicios públicos; toda vez que, desde que se presentó la gestión  han pasado más de once meses, sin que se resuelva en forma definitiva el problema denunciado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  al Alcalde Municipal de Santa Bárbara de Heredia que de INMEDIATO tome las medidas necesarias y gire las instrucciones respectivas dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias a fin de que en plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a la reparación de la calle del sector conocido Carretera Las Lomas o Calle Familia Chavarría en Santa Bárbara de Heredia. CL


11107-12. ACERA. FALTA DE ACERAS EN TURRIALBA. Alega el recurrente que los derechos fundamentales de los menores educandos de las Escuelas de Santa Cruz, del Carmen de Santa  Cruz,   San   Rafael,   de Berbena   Norte, y de Berbena Sur, están afectados, pues, en su criterio, el tramo en el que se ubican esos centros educativos, carece de aceras, lo que obliga a los menores a desplazarse por la calzada. Al respecto, este Tribunal constató que las autoridades recurridas no se han adoptado las medidas necesarias para  proteger a los peatones en   esa   zona, particularmente, a   los   educandos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Turrialba y a la Subdirectora de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que adopten inmediatamente las medidas necesarias y que se ejecuten las acciones pertinentes a fin de concluir en un plazo razonable, los estudios técnicos para determinar en que tramos es necesario construir aceras. CL

11178-12. CALLE PÚBLICA. MAL ESTADO DE LA CARRETERA EN LA LOCALIDAD DE SANTIAGO DE PURISCAL IMPIDE EL INGRESO DE  AMBULANCIAS. Alega la recurrente que debido al mal estado de la carretera que une al distrito Santiago con el Caserío de San Juan, ambos en el cantón de Puriscal, solicitó la intervención de la autoridad recurrida, a fin de que se repare la vía, toda vez que, desde el cementerio municipal y, hasta unos 400 metros después de la carretera alterna de la zona de San Juan, la calle es intransitable a tal punto que la Cruz Roja Costarricense se niega a trasladar a su padre, el cual, sufre de una enfermedad Terminal. Al respecto, este Tribunal constató que la calle denunciada se encuentra en pésimas condiciones, lo que provoca que las ambulancias no puedan entrar a recoger al amparado tal y como lo menciona la recurrente, lo cual inclusive podría afectar a cualquier otro vecino; por ello, efectivamente se acredita la lesión o amenaza al derecho a la vida, a la salud y al libre tránsito. De esta forma, se verifica que las autoridades municipales han sido negligentes y omisas en la reparación y mantenimiento de la calle que aquí se denuncia y que pese a la gestión planteada por la recurrente desde mayo, no habían adoptado ninguna medida para atender la denuncia planteada por la amparada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Puriscal que de inmediato se aboquen a hacer las modificaciones presupuestarias que se requieran para que, en el plazo de tres meses contado a partir de la comunicación de esta resolución se procure cumplir con el Plan recomendado por la Unidad Técnica de Gestión Vial Municipal de Puriscal y así suministrar y colocar lastre en un trecho del camino entre 100 y 200 metros aproximadamente para facilitar el ingreso de la ambulancia para la atención de amparado; igualmente se deberá proceder a presupuestar dicha ruta por parte de la Junta Vial Cantonal en el próximo presupuesto municipal. CL 

10734-12 AGUAS PLUVIALES. POR ARREGLOS REALIZADOS POR LA MUNICIPALIDAD DE LIBERIA SE AFECTÓ PROPIEDAD DE UN PARTICULAR. Reclama el recurrente la violación de sus derechos fundamentales, pues se muestra inconforme con los problemas de inundaciones que sufre su bien inmueble, por los trabajos realizados por la Municipalidad del Cantón de Liberia sobre la carretera principal de la Comunidad de El Triunfo. En este caso, la Sala indica que  las Municipalidades están obligadas a asumir un determinado comportamiento para la satisfacción de sus fines, tomando las medidas requeridas  para proveer a las comunidades, de un sistema eficiente de drenaje de las aguas servidas y pluviales, lo que implica que la Municipalidad debe construir la infraestructura necesaria  para hacer  discurrir adecuadamente esas aguas, para  así  garantizar  el  derecho  a  la  salud  y  a  un  ambiente  libre  de contaminación y sin perjudicar a terceros. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Liberia, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, a fin que dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia sean corregidos los problemas de inundaciones que sufre el actor en su bien inmueble, por la falta de edificación de cunetas para encausar las aguas pluviales, de lo cual se deberá rendir un informe a este Tribunal Constitucional.  CL

10781-12 ACERAS. FALTA DE ACERAS EN RESIDENCIAL SIBAJA DE PAVONES EN PÉREZ ZELEDÓN.  Alega la recurrente que la amparada se moviliza  en silla de ruedas y que, las autoridades de la Municipalidad del Cantón de Pérez Zeledón no le exigen a los vecinos del Residencial Sibaja de Pavones la edificación de aceras, lo que constituye un severo obstáculo para su movilización. En este caso la Sala señala que lleva razón la recurrente por cuanto le compete a la municipalidad tomar las medidas necesarias a efecto de cumplir con lo establecido por ley. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón de Pérez Zeledón, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones  pertinentes, a fin que dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia sean edificadas las aceras en el Residencial Sibaja de Pavones, bajo la observancia de las disposiciones de la Ley No. 7600. De igual modo se deberá acondicionar el lote municipal destinado al uso vecinal, en estricto arreglo a las disposiciones de la Ley aludida. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

12229-12. APREMIO CORPORAL. ACUSA QUE EN SU CONTRA SE DICTÓ ORDEN DE APREMIO, PESE A QUE SE EXONERÓ EL PAGO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. Acusa el recurrente que a pesar de que mediante sentencia de las 13:00 horas del 14 de diciembre de 2012, se declaró con lugar el incidente de exoneración de la pensión alimentaria a favor del amparado, y lo exoneraron del pago de la mensualidad al cual estaba obligado, el Juzgado recurrido ordenó apremio corporal en su contra, violentándose sus derechos fundamentales. Al respecto, esta Sala tiene por demostrada la alegada violación del derecho a la libertad de tránsito en contra del amparado , toda vez que fue a raíz de la interposición  de  presente  recurso  que  el  Juez  tuvo  conocimiento  que  era improcedente dictar orden de apremio. Corolario de lo anterior, lo procedente es declarar  con  lugar  el  presente  recurso  de  hábeas  corpus para efectos indemnizatorios, ya que se dictó resolución dejando sin efecto la orden de apremio. Se declara con lugar el recurso. CL

12052-12. MONTO. DISCONFORMIDAD CON LA CUOTA FIJADA COMO PENSIÓN ALIMENTARIA PROVISIONAL. Alega el recurrente que es obligado alimentario  en  el  proceso  que  se  conoce  en  el  expediente  número 12-000667-1096-PA-7. Acusa que por resolución de las once horas con cinco minutos del quince de junio de dos mil doce, el Juzgado recurrido, le impuso una pensión provisional por la suma de ciento cinco mil colones a favor de sus tres hijos menores. Aduce que dicha resolución carece de fundamentación. Al respecto, este Tribunal tiene por acreditado que el recurrente no lleva razón en sus alegatos; toda vez que el monto impuesto inicialmente correspondía a la suma de 1.166.00 colones diarios por cada menor, y dicho monto no es irrazonable. Por el contrario, el juzgado recurrido al conocer  el recurso de apelación de la actora, aumentó la cuota a 135.000.00 a razón de 45.000 colones para cada menor beneficiario, siendo que dicho monto tampoco resulta desproporcionado. Se declara sin lugar el recurso. SL

12165-12. OBLIGACIÓN. ALEGA QUE NO PUEDE PAGAR LA PENSIÓN POR PROBLEMAS DE SALUD. Alega el recurrente que está obligado al pago de una pensión alimentaria y pese a que su condición económica es precaria, ya que es una persona no vidente, que depende de la asistencia de los vecinos para poder sobrevivir, y además, sufre de diabetes mellitus, entre otros padecimientos, y por resolución de 22 de julio del año en curso, la autoridad jurisdiccional recurrida dictó orden de apremio corporal, la cual se ejecutó el 20 de agosto pasado, con el agravante de que las condiciones  insalubres de la cárcel, así como la 
infraestructura de ésta no son adecuadas para su condición de ceguera ni de salud y lo único que van a provocar  es  agravar  aún  más  su  estado  de  salud. Este Tribunal ha resuelto reiteradamente que determinar la procedencia o no de una pensión alimentaria a cargo de una persona, que como en este caso, se alega una incapacidad física y problemas de salud por parte del obligado, conforme a la adecuada apreciación del material probatorio existente, y la debida interpretación y aplicación de   la normativa que rige la materia, implica un conflicto de legalidad ordinaria propio de conocerse y resolverse ante la jurisdicción de familia. Se declara sin lugar el recurso. SL
11470-12. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. DESPROPORCIONALIDAD EN EL MONTO FIJADO COMO PENSIÓN ALIMENTARIA PROVISIONAL.  Alega el recurrente que en su contra de tramita  proceso de pensión alimentaria bajo el expediente número 12-700093-0242-PA. Indica que por resolución carente de fundamentación, del 12 de junio de 2012, el Juzgado recurrido le impuso  una pensión provisional por la suma de ¢ 2.000.000,00, pese a que el mismo no se ajusta a su realidad económica; razón por la cual considera que la suma es irrazonable y desproporcionada. En virtud de la situación, está en riesgo su libertad personal ante el posible incumplimiento de pago de la pensión. En base a las consideraciones que se exponen en la sentencia se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

PODER EJECUTIVO
12097-12. SEMÁFORO. ACUSAN QUE FRENTE AL COLEGIO TÉCNICO PROFESIONAL DE PUNTARENAS SE DAÑÓ EL SEMÁFORO PEATONAL. Alega que frente al Colegio Técnico Profesional de El Roble de Puntarenas, existe un semáforo peatonal que se encuentra sin funcionar desde hace varios meses. Manifiesta que la entrada de turistas hacia Puntarenas hace que la carretera donde se encuentra ubicado dicho semáforo presente un alto flujo vehicular, dificultando el paso de peatones de un lado al otro, lo que es necesario, entre otras cosas, para tomar algunos de los servicios de buses con ruta a distintas localidades de Puntarenas. Al respecto, éste Tribunal verifica la lesión al derecho a la vida de los transeúntes y conductores de los alrededores  del Colegio Técnico Profesional del Roble de Puntarenas; pues queda acreditado que sin poder precisar fecha exacta pero -con posterioridad al diecisiete de abril del dos mil doce-, se dañó dicho semáforo y, a la fecha, se encuentra pendiente de reparar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, o a quien ejerza ese cargo, disponer lo necesario para que de forma inmediata se repare el semáforo ubicado frente al Colegio Técnico Profesional de Puntarenas. CL
12283-12.  REGLAMENTO. INCONFORMIDAD CON EL REGLAMENTO A LA LEY GENERAL DE CONTROL DE TABACO. Los recurrentes acuden ante esta Jurisdicción Constitucional y exponen que el Estado aprobó la Ley General de Control del Tabaco el 22 de marzo de 2012. El 26 de junio de 2012, se aprobó el reglamento que regula la ley. Estiman que el reglamento aprobado es contrario a la Ley por cuanto está designando sitios públicos en donde se puede fumar. Argumentan que la Ministra de Salud justificó su decisión ante la prensa con el argumento de que setecientos empleados le habían enviado una misiva solicitando que se les habilitara un sitio para fumar en ciertas áreas de trabajo, situación que estima vulnera sus derechos fundamentales. Al respecto, lo impugnado   por los recurrentes  tiene que ver con la contradicción entre el contenido  de una norma reglamentaria  y lo previsto  en la ley. Sobre ese particular,  este Tribunal   ha resuelto que la invocación de estos asuntos motivada en la exclusiva  violación del principio de legalidad administrativa es un asunto que se reserva a la jurisdicción ordinaria, precisamente al tenor de lo dispuesto  en  los  artículos 11, 49, 121  y 140 Constitucionales. La simple infracción  del exceso de la potestad reglamentaria  debe  ventilarse  en  la Jurisdicción Contencioso-administrativa, toda vez que esta labor fue asignada por el Constituyente al juez contencioso, según se desprende de lo dispuesto en el artículo 49 de la Constitución Política. Se rechaza de plano el recurso.  Los Magistrados Cruz y Rueda ponen nota. RP

11130-12. INFRAESTRUCTURA VIAL. ENCLAVAMIENTO DE FUNDO EN CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA A CALDERA. Alega el recurrente que el amparado es propietario de un bien inmueble que, actualmente, se encuentra enclavado, pues, con la construcción de la autopista San José-Caldera, se dejó al fundo sin forma de entrar o de salir. Añade que, ante tal situación, el amparado procedió habilitar una salida a la autopista, mediante obras de relleno sobre unas alcantarillas, pero empleados de Autopistas del Sol S.A. procedieron a eliminar tales obras. En el caso en estudio, se constató que con la construcción de la carretera San José -Caldera la propiedad del recurrente quedó dividida en dos porciones, el remanente norte que cuenta con acceso a la vía pública y, el remanente sur, el cual, quedó enclavado, situación que lo priva del acceso y explotación de su inmueble, lo que implica una flagrante vulneración de su derecho de propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Secretario Técnico y al Gerente del Proyecto San José Caldera, ambos del Consejo Nacional de Concesiones, así como,  al Presidente de Consejo de Administración y al Director Ejecutivo, ambos del Consejo Nacional de Vialidad, que, de forma coordinada y de manera inmediata, inicien las acciones necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que, en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se garantice el acceso efectivo a la finca propiedad del amparado. CL PARCIAL

PODER JUDICIAL
12313. MORA JUDICIAL. ACUSA QUE PRESENTÓ ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD Y A LA FECHA NO SE LE HA DADO CURSO. El recurrente alega que presentó la acción de inconstitucionalidad tramitada bajo el expediente número 11-14474-0007-CO, sin que a la fecha de interposición de este recurso dicha acción haya sido cursada, por lo que solicita que se emita la resolución de curso de la citada acción. Al respecto, debe indicarse al  recurrente  que  el  único  plazo  señalado  por  la  Ley  de  la  Jurisdicción Constitucional para la tramitación de las acciones de inconstitucionalidad, es el establecido en el artículo 86 de dicha Ley respecto  del plazo en que debe resolverse una acción cuando en la misma se haya celebrado una vista. De tal forma, salvo el caso de cita, es claro que las acciones de inconstitucionalidad no están sujetas a plazo de tramitación o resolución. Se rechaza de plano el recurso. RP

PRIVADOS DE LIBERTAD
11765-12. HACINAMIENTO. ACUSA QUE EL ÁMBITO C DEL CAI LA REFORMA ESTÁ SOBRE POBLADO Y NO REÚNE LAS CONDICIONES MÍNIMAS. Alega el recurrente que los privados de libertad del Ámbito de Convivencia  C, Mediana Abierta, pabellones A, B y C, del Centro de Atención Institucional La Reforma, sufren un grave problema de sobrepoblación, pues, a  pesar de que la capacidad de cada pabellón es de setenta a ochenta reos, la realidad  supera el doble de ese número, lo que significa que cada pabellón cuenta con ciento setenta o ciento ochenta reos. Refiere que el Ámbito de Convivencia C está construido para trescientos cincuenta o cuatrocientos reos, pero, actualmente, hay  más de setecientos privados de libertad. Indica que, en virtud de la falta de espacio, los privados de libertad duermen amontonados en el suelo, cerca de los baños y  dentro de los dormitorios. Explica que las instalaciones eléctricas están totalmente deterioradas, por lo que, con facilidad, se pueden producir cortos circuitos. Alega que ya han acudido  al Ministerio de Justicia y Paz, a la Dirección General de Adaptación Social, a la Defensoría de los Habitantes y al juez ejecutor de la pena de Alajuela, pero no han obtenido resueltazo alguno. De conformidad con las consideraciones vertidas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena a l Director General de Adaptación Social, a  la Directora del Centro de Atención Institucional La Reforma, a l Ministro de Justicia y Paz, y al Ministro de Hacienda, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, que dentro de un plazo de SIETE MESES, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, adopten las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados  de libertad que se encuentran en el Ámbito C del Centro de Atención Institucional La Reforma, sobre lo que deberán informar a esta Sala, cada 3 meses. Asimismo, se ordena al Director General de Adaptación Social, a la Directora del Centro de Atención Institucional La Reforma, y al  Ministro de Justicia y Paz, o a quienes ocupen sus cargos, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se lleve a cabo lo siguiente: a) De forma inmediata, se garantice que todos los privados de libertad del Ámbito C del CAI La Reforma cuenten con una espuma para dormir en las noches; b) En el plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las labores del caso, para solventar los problemas que existen en las instalaciones eléctricas del Ámbito C del CAI La Reforma. Finalmente, se ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social hasta tanto no se brinde una solución efectiva al problema de hacinamiento crítico que existe en el Ámbito C del Centro de Atención Institucional La Reforma. El Magistrado Rueda pone nota.-  CL 

11808. CITA MÉDICA. NO ASISTE A CITA MÉDICA POR FALTA DE TRANSPORTE. Alega el recurrente, quien es privado de libertad, que presenta un grave problema de salud, debido a una "fístula imperucutánea estomacal", razón por la cual, se le fijaron dos citas médicas para valoración e incluso, para realizar el procedimiento quirúrgico, en el Hospital San Juan de Dios, pero tales citas se han perdido debido a que las autoridades  penitenciaras han omitido transportarlo. Alega que el centro médico accionado le programó una nueva cita para realizarle  la operación, pero ésta fue fijada para hasta el año 2015, lo que le causa un gran perjuicio. Debido a ello, requiere de un ambiente que  posea  condiciones  de  higiene  adecuadas. Al respecto, procede acoger parcialmente el amparo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, o a quien  en  su  lugar ocupe ese cargo, que, de forma inmediata, adopte las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes, dentro de su ámbito de competencia para garantizar que se le programe al amparado la  fecha   de   realización de la cirugía  que  requiere,  en  atención  al  criterio  de  su  médico  tratante; así como, al Director, y al Director Médico, ambos  del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quienes ocupen esos cargos,  que adopten las medidas necesarias, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para que, una vez que se haya programado la fecha de realización de la referida intervención quirúrgica, se garantice el efectivo traslado del amparado al centro hospitalario.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL
11825. DIETA. ACUSA QUE LAS AUTORIDADES RECURRIDAS NO LE SUMINISTRAN LA DIETA RECOMENDADA EN LA CLÍNICA MARCIAL CONEJO RODRÍGUEZ. Alega el recurrente que las autoridades penitenciarias del Centro de Atención Institucional La Reforma no le brindan la atención y el tratamiento médico que requiere, ni le suministran la dieta especial que le ha sido prescrita por los nutricionistas de la Clínica Dr. Marcial Conejo Rodríguez. Agrega que, incluso, en cuanto a su situación de salud, no se ha cumplido lo ordenado por el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. Al respecto, este Tribunal constató que por medio de contrarreferencia del 16 de julio de 2012, emitida por una Nutricionista del Servicio de Consulta Externa de la Clínica Dr. Marcial Conejo Rodríguez, se recomendaron  una  serie  de  modificaciones respecto de la dieta que debe suministrarse al amparado; y por oficio número CLR-1200-2012 del 20 de julio de  2012, el Director Médico de la Clínica La Reforma remitió copia al Departamento de Nutrición del Centro de Atención Institucional La Reforma. Además, por oficio CLR-1183-2012 del 18 julio de 2012, el Director Médico de la Clínica La Reforma remitió copia del plan nutricional, emitido por el Servicio de Nutrición de la Clínica Dr. Marcial Conejo Rodríguez, al citado Departamento de Nutrición. No obstante a ello, no se logro comprobar de la prueba aportada que las mismas se hayan implementado efectivamente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, y al Director Médico de la Clínica La Reforma, o a quienes ocupen esos cargos,  que, de forma inmediata, adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones  pertinentes, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para   garantizar que se le suministre al amparado la dieta recomendada por los nutricionistas de la Clínica Dr. Marcial Conejo Rodríguez. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL

11779. ATENCIÓN MÉDICA. ACUSA QUE NO PUDO ASISTIR A CITA MÉDICA POR FALTA DE PERSONAL DE SEGURIDAD. Alega el recurrente, quien esta privado de libertad, que desde hace un año se le diagnosticó un problema de retina en su ojo izquierdo,  por lo que se le informó sobre la necesidad de someterlo a una operación, pues está perdiendo la visión; sin embargo, las autoridades penitenciarias recurridas aun no han realizado las gestiones correspondientes para llevar a cabo la cirugía. Al respecto, las autoridades recurridas aceptaron el hecho de que el recurrente perdió la cita médica en cuestión, a la cual no se le pudo trasladar porque no contaban con el personal de seguridad necesario para su custodia. Nuevamente la Sala insiste en el hecho de que las autoridades penitenciarias recurridas deben tener claro que la atención a la salud del privado de libertad no puede estar sujeta a las posibilidades de personal del Centro donde se encuentre recluido, pues no solo debe existir una programación ordenada sino también medios alternativos para evitar situaciones como la que aquí se discute. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Centro de Atención Institucional La Reforma CL 

11453-12. DETENCIÓN. POR CONDICIÓN IRREGULAR. En el presente asunto,  el recurrente acusa que las amparadas fueron detenidas ilegítimamente por la autoridad recurrida, pese a que su  condición migratoria es regular, y de que incluso, una de las tuteladas se encuentra casada con un costarricense. Al respecto, la Sala determinó que la detención de las tuteladas no obedeció a una actuación arbitraria por parte de la accionada, sino al hecho de que éstas permanecían en forma ilegal en el país. Se aclara que ya en reiteradas ocasiones este Tribunal ha señalado que el contraer matrimonio con un nacional, no implica que un extranjero se encuentre eximido de cumplir con los demás requerimientos establecidos por la normativa respectiva para legalizar su situación en el país, de ahí que no resulte ilegítimo que la Dirección accionada disponga la detención de la amparada, pues consta que ésta no ha realizado gestión alguna para regularizar su estatus en Costa Rica. Se cita la sentencia  2011-8002. La Magistrado Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso en cuanto a la amparada. SL.
SERVICIOS PUBLICOS
12081-12. AGUA POTABLE. CALIDAD DE AGUA PARA CONSUMO HUMANO. El recurrente demandó la tutela de su derecho a la salud y del principio precautorio, pues, en su criterio, la Nota del Cuadro 3 del Anexo I del Reglamento para la Calidad de Agua para Consumo Humano en Establecimientos de Salud, no solo no fue sometida a consulta pública, sino que permite un nivel de arsénico en el agua mayor al que recomiendan diversos estudios, lo que incrementa el riesgo de padecer de cáncer. Se cita la sentencia 2006-017747.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente el recurso, únicamente, en lo que respecta al principio precautorio, con las consecuencias que se dirán. Se anula la Nota del Cuadro 3 del Anexo I, del Decreto   Ejecutivo   No. 37083-S, que dispone lo siguiente: “en sistemas de abastecimiento de agua clorados el Arsénico valencia 3 pasa a Arsénico valencia 5, diminuyendo su toxicidad 10 veces. En estas condiciones se podría permitir un valor máximo de 50ȝg/L de Arsénico”. En lo demás, se rechaza de plano el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal, salvan el voto y declaran con lugar el recurso, en todos sus extremos. CL. PARCIAL
12009-12. AGUA. SUMINISTRO DE AGUA POTABLE EN EL VALLE LA AURORA (LIMÓN).  Alega la recurrente que desde el 2011 han solicitado al Director Regional del Instituto Costarricense  de Acueductos y Alcantarillados de la Zona Atlántica, a fin de que les ayude a los habitantes de la comunidad de Valle La Aurora a tener agua potable. Sin embargo, a la fecha, tales solicitudes han sido ignoradas, pese que se le ha demostrado que no cuentan con ese preciado líquido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Región Huetar Atlántica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien en su lugar ocupe  ese cargo, que, de forma INMEDIATA, adopte las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes, dentro del ámbito de su competencia, para que, en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se garantice  a la recurrente y a los vecinos de la comunidad del Valle La Aurora un suministro continuo y en cantidad suficiente de agua apta para el consumo humano. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL PARCIAL

12012-12. TELÉFONO. DENEGATORIA DE INSTALACIÓN DE SERVICIO DE TELEFONÍA FIJA. Alega el recurrente que el Instituto Costarricense de Electricidad no autoriza la instalación de un nuevo servicio, o el cambio, de la línea telefónica fija básica en el inmueble que ocupa, bajo el argumento que no hay espacio disponible para su instalación, y que resulta poco rentable. Debe decirse que en reiteradas ocasiones la Sala ha dispuesto que no resulta ilegítimo un retraso en la instalación de un servicio público cuando existen de por medio razones técnicas que imposibiliten dicha instalación, considerando que esa situación no se trata de una decisión arbitraria o injustificada de la Administración. Se cita la sentencia Nº 2007-014848. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12031-12. AGUA. REQUISITO DE DISPONIBILIDAD DE AGUA POTABLE PARA LLEVAR A CABO PROYECTO DE VIVIENDA. Alegan los recurrentes que son beneficiarios  del  Bono  de  Vivienda  Familiar  y  que  requieren  de  la aprobación de la "disponibilidad  de agua", para poder  llevar a cabo el proyecto de las viviendas, sin embargo, la ASADA les niega el servicio. Al respecto, no se verifica una actuación  ilegítima  por  parte  de  las  autoridades  recurridas.  A  los recurrentes no se les ha negado la conexión del servicio de agua potable sino que se le ha exigido el cumplimiento de los requisitos establecidos para proceder  con dicha instalación en atención a lo dispuesto  en el Reglamento de Prestación de Servicios a los Clientes, la Reglamentación Técnica para Diseño y Construcción de Urbanizaciones, Condominios  y Fraccionamientos  y  el  Decreto  Ejecutivo 36550-MP-MIVAH-S-MEIC. Se declara sin lugar el recurso. SL

11980-12. AGUA. SUMINISTRO DE AGUA EN SANTA EULALIA Y ALTO LÓPEZ DE ATENAS. Alegan los recurrentes que en la comunidad de Alto López de Atenas, sufren las constantes fallas en el suministro de agua potable, con parcial o total desabastecimiento del preciado líquido, servicio que es brindado en forma parcial a través de camiones cisterna que realizan el traslado y vaciado del agua en el pozo con una frecuencia actual de tres veces por semana y que pese a la gravedad del problema, las autoridades recurridas no brindan una solución integral y efectiva a la carencia de agua potable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente  y al Jefe de la Oficina Cantonal de Atenas ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, respectivamente, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos que coordinen y adopten, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas necesarias para la solución efectiva y definitiva al problema de falta de abastecimiento de agua potable, ya sea con la ejecución de la denominada Propuesta de Abastecimiento de Agua Potable Santa Eulalia y Alto López de Atenas o cualquier otra alternativa, dentro del plazo de DIECIOCHO MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
5622-12. AGUA POTABLE. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE EL SERVICIO. Alega el recurrente que la amparada firmó un contrato de arrendamiento sobre un apartamento ubicado en el Condominio El Solar en Hacienda Vieja de Curridabat y producto de algunas diferencias entre arrendante y arrendataria, la propietaria del inmueble y el administrador del Edificio, tomaron la decisión de cerrar la llave de paso de agua potable y colocaron un candado en la tapa que cubre dicha llave. Acusa asimismo, que el apartamento arrendado se encuentra en el tercer piso del edificio y no cumple con las medidas de seguridad ni con salidas de emergencia necesarias para personas con discapacidad, incumpliendo con lo dispuesto en la Ley 7600, cabe indicar que en cuanto a las edificaciones privadas se establece de forma clara que son las que brinden servicios al público a las cuales se debe aplicar lo estipulado en esta ley y cuando se trata de programas de vivienda financiados con fondos públicos, su aplicación será para las construcciones nuevas; supuesto que no se da en este asunto, toda vez que han transcurrido casi 20  años  desde que fueron construidos  dichos  edificios de condominios y más de 15 años desde que el condominio está bajo la administración de los condóminos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la propietaria y al Administrador del Condominio, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que adopte y ejecute las medidas necesarias, a fin de que INMEDIATAMENTE, procedan a reconectar el servicio de agua potable  al inmueble arrendado  por la amparada y que se garantice el disfrute del servicio de agua potable, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional. CL PARCIAL 

11975-12. TARIFAS. AUMENTO EN LA TARIFAS DE TRANSPORTE EN LA NAVIERA TAMBOR.  Alegan los recurrentes que han venido aumentando las tarifas del servicio de transporte de vehículos que presta la Naviera Tambor sin brindar audiencia a la población. De otra parte, reclama que no es el Ministerio de Obras Públicas y Transportes la autoridad competente para aprobar esos aumentos, potestad que, según su criterio, les corresponde  a la Autoridad Reguladora  de los Servicios Públicos. Al respecto,   considera esta Sala que la definición de competencias para realizar los reajustes tarifarios en el servicio de cabotaje de vehículos sea, si corresponde al MOPT o a la ARESEP envuelve una discusión de legalidad, propia de ser dilucidada en las vías ordinarias. En cuanto al reclamo de  que debió realizarse una audiencia  pública  para  los  reajustes  tarifarios  del  servicio  de  cabotaje  de vehículos, las autoridades accionadas informaron bajo juramento que el reajuste tarifario del servicio de cabotaje de vehículos no requiere de audiencias públicas ni consultas  previas como  sí lo requiere el reajuste de transporte  de personas, cuya competencia la ostenta ARESEP según la Ley No. 7593. Se declaran sin lugar los recursos planteados. SL 

11143-12. TELÉFONO. DENEGATORIA DE INSTALACIÓN DE SERVICIO DE TELEFONÍA FIJA. Alega la recurrente que el Instituto Costarricense de Electricidad se niega a instalar un servicio de telefonía fija para su casa de habitación, ubicada en Siquirres, los Ángeles de Maryland, argumentando problemas técnicos. Este Tribunal constata que la denegatoria cuestionada no obedece a una decisión arbitraria por parte de la autoridad recurrida, sino al hecho de que existe imposibilidad técnica para atender la solicitud planteada, en razón de que la caja de dispersión que se ubica en la zona se encuentra saturada, y en virtud de otros factores que impiden al ICE cumplir con los parámetros necesarios para brindar en forma adecuada el servicio requerido. SL

11094. AGUA. SUMINISTRO RACIONAL DE AGUA POTABLE EN SANTA BÁRBARA DE HEREDIA (CALLE SÁNCHEZ). Alegan los recurrentes que son vecinos de Barrio Calle Sánchez en el distrito de San Pedro de Santa Bárbara de Heredia y desde hace varios años vienen sufriendo con el faltante en el suministro de agua potable que brinda la Municipalidad recurrida, pues apenas se brinda durante siete horas pero durante la época seca el problema se agrava, pues ni siquiera en el horario que racionadamente  se les brinda el servicio, llega presión, con la consecuente afectación a la atención de sus necesidades básicas. En el presente asunto se constata el agravio acusado, toda vez que, la municipalidad recurrida no ha actuado en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, a efecto de dar una solución efectiva al problema acusado, a la fecha, el problema continúa y para solucionarlo, las autoridades recurridas deben poner en ejecución el plan de compra e instalación de hidrómetros, lo que en la especie no se ha logrado hacer. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, que de INMEDIATO  coordinen  y  adopten,  las medidas necesarias para dar solución efectiva y definitiva al problema de falta de abastecimiento de agua potable en la localidad de Barrio Calle Sánchez de San Pedro de Santa Bárbara de Heredia, mientras se concreta la compra e instalación de hidrómetros. Asimismo, se les ordena  disponer de INMEDIATO el suministro de agua potable mediante camiones cisternas en las zonas afectadas  durante los días de ausencia del líquido vital. Se declara sin lugar en cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. CL PARCIAL

10712-12 AGUA. ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN REGIÓN INDÍGENA. Alegan los recurrentes que en las comunidades de San Vicente, Sibuju y San Miguel, ubicadas  dentro del territorio indígena Cabécar de Talamanca, en donde habitan -aproximadamente- 450 personas, no se cuenta, actualmente, con el abastecimiento de agua potable. En este caso la Sala señala que en este momento, existe una imposibilidad material para las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de suministrar  el servicio de agua  potable a la amparada  y a los vecinos de su comunidad, no obstante es inadmisible, a la luz del imperativo de conferir tutela progresiva  a los derechos económicos, sociales y culturales, que dicha institución rectora en la materia permanezca sin tomar medidas concretas tendientes a incorporar a la comunidad amparada en un proyecto, a mediano plazo, que procure el suministro de agua potable.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, adoptar EN FORMA INMEDIATA las medidas y acciones necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, se inicien los respectivos  estudios técnicos, a fin de determinar la viabilidad técnica,  social  y  jurídica  de  desarrollar  un  proyecto  de  acueducto  en  las comunidades de San Vicente, Sibuju y San Miguel, de Talamanca. CL

10838-12 AGUA. SERVICIO DEFICIENTE EN EL GUARCO DE CARTAGO. Alega el recurrente que Acueductos y Alcantarillados pasó a administrar el acueducto del Tejar del Guarco y que, realizaron un incremento por el abastecimiento de agua potable argumentando que el monto corresponde a lo que se cobra en cualquier zona en la que se reciba agua potable; no obstante, el agua que reciben es de color amarilla y está sucia. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente toda vez que la entidad recurrida con su accionar infringe uno de los más importante de los derechos fundamentales así como el derecho al agua. Se declara con lugar el recurso.   Se ordena al Subgerente General y de Jefa de la Oficina Cantonal de El Guarco de Cartago, del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que dentro del plazo de UN MES, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, informen a los accionantes y a la población del Residencial Las Catalinas, mediante alguna forma de divulgación colectiva que además le permita a la población formular consultas y observaciones, sobre el programa diseñado por ese Instituto para solucionar,  dentro del plazo de UN AÑO, que se contará de la misma forma, el problema de la falta de calidad, cantidad y continuidad  en el abastecimiento de agua potable que afecta a esa comunidad. Se advierte al ente accionado que mientras la Administración soluciona el problema, deberá continuar brindando el servicio de agua potable por medio de camiones cisterna, conforme lo ha indicado, e incluso, aumentar la frecuencia de ese tipo de servicio, si la comunidad lo solicita, a efecto de mejorar el bienestar de la población afectada. CL
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